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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁPRIVATE 

-SECCIÓN TERCERA-

Bogotá D.C., 
	JUEZ
	:
	OMAR EDGAR BORJA SOTO

	Medio de Control
	:
	Repetición  

	Ref. Proceso
	:
	11001 33 36 037 2013 00166 00

	Accionante
	:
	Fondo Rotatorio de la Policía Nacional

	Accionado
	: 
	Luis Humberto Pachón Buitrago, Luz Mery Hernández Bello y Yudy Angélica Romero


SENTENCIA 

1. OBJETO

No existiendo causal de nulidad que afecte la validez de lo actuado dentro del presente proceso, corresponde al Despacho proferir sentencia en primera instancia respecto de la acción contencioso administrativa por el medio de control de repetición formulada, por el FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL; contra LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO y YUDY ANGÉLICA ROMERO; con ocasión de los perjuicios causados a la entidad por el pago de la conciliación celebrada ante el Juzgado 5 Laboral del Circuito de Bogotá dentro del proceso 2010-00447, a favor de AURA ISABEL MESA SOLER.
2. LA DEMANDA 
2.1. PRETENSIONES
“PETITUM
1.
Se declare solidariamente responsable a los señores: HUMBERTO PACHON BUITRAGO identificado con la cédula de ciudadanía No 4.093.949, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO identificada con la cédula de ciudadanía No 39.531.573, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ identificada con la cédula de ciudadanía No 52.883.285, por DOLO o CULPA GRAVE de los perjuicios patrimoniales causados al Fondo Rotatorio de la Policía, por haber dado lugar a reconocimiento indemnizatorio por parte del Fondo Rotatorio de la Policía proveniente de la transacción y conciliación lograda con la señora AURA ISABEL MESA SOLER dentro del proceso ordinario laboral No 2010-00447 aprobada mediante auto de fecha 26 de abril de 2011 y que curso en el Juzgado Quinto (5) Laboral del Circuito de Bogotá.
2.
Que como consecuencia de lo anterior declaración se condene a HUMBERTO PACHON BUITRAGO identificado con la cédula de ciudadanía No 4.093.949, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO identificada con la cédula de ciudadanía No 39.531.573, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ identificada con la cédula de ciudadanía No 52.883.285, al pago total de la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE ($35.000.000.00) por concepto del valor PAGADO a la señora AURA ISABEL MESA SOLER cancelados, con ocasión de la conciliación judicial dentro del proceso laboral No 2010-00447, instaurada por la mencionada señora MESA SOLER contra el Fondo Rotatorio de la Policía, de conformidad con los hechos expuestos,
3.
Que en la sentencia que ponga fin al proceso, se disponga la actualización del valor reclamado en los términos indicados en el artículo 195 del Código Contencioso Administrativo.
4.     Que se condene al pago del valor de los intereses moratorios a partir del día 23 de mayo de 2011, fecha en que se efectúo el pago a la señora AURA ISABEL MESA SOLER, hasta el momento en que se efectúe el pago total de la obligación a las tasas determinadas por las normas comerciales que rigen la materia.

5.     Que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos del artículo 334 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 195 del Código Contencioso Administrativo

6.     Se condene al pago de las costas del presente proceso”.
2.2. HECHOS
“1. El Fondo Rotatorio de la Policía mediante resolución No 299 del 19-04-04 vinculó como supernumeraria a la señora Aura Isabel Mesa Soler para desarrollar actividades en la División de producción de la fábrica de confecciones con una remuneración mensual de $358.000, auxilio de transporte $41.600 y subsidio de alimentación $28.805.

2. Mediante resolución 1760 del 14-112-04 se prorrogó la vinculación del personal supernumerario hasta el 31 de diciembre de 2004.

3. Para el 31 de diciembre de 2004 la señora Aura Isabel Mesa Soler se encontraba en estado de embarazo y según afirmó dentro de la demanda contaba con seis (6) meses de gestación a esa fecha.

4. En la carpeta de la hoja de vida de la señora Aura I Mesa S, no existía certificación o documento alguno en el que se dejara constancia de que hubiera informado a sus superiores o al coordinador del Grupo de Talento humano o al Director General su estado de gravidez.

5. De igual forma tampoco constaba en la carpeta del folio de hoja de vida que la EPS FAMISANAR la hubiere atendido por encontrarse en estado de gestación y que se le hubiera diagnosticado alguna complicación.

6. En la carpeta del folio de hoja de vida de la señora Aura Isabel Mesa Soler, que reposa en el Grupo de Talento humano solamente se encontraron dos (2) incapacidades y que evidencian que fue atendida por complicaciones de Rinorea Hialina y Asma, pero no se manifestaba en ellas que hubiera sido por complicaciones de su embarazo.

7. Sin embargo, en el libro de control de la Oficina de Salud Ocupación le aparecen registrados a esta señora más de cinco (5) incapacidades, la última de ellas el 17 de noviembre de 2004, por ello no pudo pasar desapercibido su estado de embarazo para sus compañeros y superiores.

8. Dentro de la Historia Clínica presentada como prueba dentro del expediente la señora Mesa Soler, se evidencia que desde que fue tratada por enfermedad general por Famisanar en fecha 20 de agosto de 2004 y cuyo motivo de consulta fue por presentar un cuadro de 12 horas de disnea, tos, rinorea Alina, asma y que presentaba un embarazo de ocho (8) semanas y que en opinión del médico presentaba un embarazo intrauterino de seis (6) a ocho (8) semanas.
9. Como se evidencia en la Historia Clínica en agosto 20 de 2004 tenía ocho (8)

semanas de embarazo al 20 de diciembre de 2004 debía tener veinticuatro (24)

semanas es decir aproximadamente seis (6) meses, situación que no podía pasar inadvertido para nadie.

10.
Todas las incapacidades concedidas u otorgadas fueron entre dos (6) y seis (6) días, lo que de por si debió poner en alerta a sus superiores, pues como se trataba de una mujer embarazada con cierto riesgo, los funcionarios que conocieron o debieron conocer de su estado tenían que informar a las directivas de la entidad con el fin de que al finalizar su vinculación el 31 de diciembre de 2004, se le prorrogara con el fin de que no se viera desprotegida ni ella ni él bebe por nacer.

11.
Al quedar desvinculada la señora Mesa Soler, el 31 de diciembre de 2004, como hemos dicho contaba con seis (6) meses aproximadamente de embarazo, lo que de por debió ser notorio y por este solo hecho no podía quedar desprotegida en lo relacionado con los servicios médicos para ella, sus controles del especialista y el posterior parto de su bebe, el cual se dio dos (2) meses diecinueve (19) días después de la desvínculación.

12.
La Constitución Política señala en el artículo 43 que "La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozara de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada"

13.
De igual forma el inciso final del artículo 44 señala que "Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás"

14.
Por las anteriores razones, no debió desvincularse a la señora Mesa Soler, y además por cuanto existe innumerable jurisprudencia en el sentido que el despido de una mujer embarazada sin la autorización previa del inspector de trabajo o funcionario de trabajo es amparado por vía de tutela.

15.
En el presente caso se pudo haber solicitado o haber solicitado o consultado con el Ministerio de la protección social - Inspectores del trabajo, para informarles del estado de embarazo de Aura Isabel Mesa Soler y solicitarles autorización para que si no era posible la terminación de su vinculación, autorizaran que se prorrogara la misma por el termino estrictamente indispensable para no dejar desprotegida ni la madre ni el niño.

16.
La no renovación del vínculo laboral durante el embarazo, conocido por el empleador, sin la existencia de causales que lo justifiquen y que hayan sido comprobadas por el inspector del trabajo y que amenace el mínimo vital de la mujer abrió paso a la aplicación de la presunción de la renovación del vínculo laboral por razón del embarazo, y a que este se tornara ineficaz.

17.
De igual manera se configuró la presunción legal, de que el motivo de despido de la trabajadora fue motivo del embarazo o lactancia por ocurrir dentro del periodo de embarazo o dentro de los tres (3) meses posteriores al parto, y sin autorización de las autoridades o inspectores del trabajo.

18.
Para poder desvincular a una trabajadora durante este periodo solo se concede con fundamento en alguna de las causales que tiene el empleador para dar por terminado el contrato de trabajo y que se encuentran enumeradas en los artículos 62 y 63 del C. S. T.
19. La trabajadora embarazada desvinculada sin autorización tenía derecho al pago de una indemnización equivalente a los salarios de sesenta (60) días, fuera de las indemnizaciones y prestaciones a que hubiera lugar de acuerdo con el tipo de vinculación y además al pago de doce (12) semanas de descanso remunerado de que trata este capítulo, si no lo ha tomado.

20.
De conformidad con la sentencia T-132 de 2008, si bien la mujer gestante goza del derecho a la "estabilidad laboral reforzada", lo que significaba que a pesar de tener un periodo fijo debe tener una permanencia por el tiempo que dure el embarazo y el tiempo de licencia remunerada, es necesario que notifique su estado oportunamente; o al menos que el embarazo sea suficientemente notorio por los cambios físicos que sufre el cuerpo de la madre, que para la Corte Constitucional se da a partir del quinto (5°) mes de gestación.

21.
La señora Aura Isabel Mesa Soler al momento de su desvinculación el 31 de diciembre de 2004, tenía seis (6) meses de embarazo y su parto fue el 19 de marzo de 2005, lo que entonces da a entender que como tenía más de cinco (5) meses, su estado era más que notorio.

22.
El Fondo Rotatorio de la Policía ya había tenido experiencias como la anteriormente planteada, por cuanto mediante vía de tutela la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor, el juez 5o Penal del Circuito mediante fallo de fecha 22 de marzo de 2006, ordenó:

-
Reintegrar a la accionante a un cargo igual o superior

-
Cancelar la indemnización por despido ¡legal equivalente a 60 días de salario

-
Cancelar los salarios correspondientes a 4 semanas de descanso remunerado

-
Cancelar los salarios y prestaciones sociales dejadas de pagar y que le correspondieran hasta el momento del reintegro, así como lo correspondiente a los descuentos por salud que debiera ser pagado a favor de la EPS designada.

23.
Este caso, fue conocido por la Señora abogada Luz Mery Hernández Bello, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica para la época en que el juzgado Quinto (5o) Penal del Circuito resolvió la tutela, por cuanto para la fecha en que llegó el fallo marzo 26 de 2006, ella fungía como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y necesariamente tuvo que conocer de ese caso y de los pagos efectuados y del reintegro a la mencionada señora Dayssy Amanda Martínez Corredor.

24.
Tan cierto es lo anterior que la Señora abogada Luz Mery Hernández Bello, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica revisó la Resolución No 00941 la cual fue expedida el 31 de marzo de 2006 y con la cual se da cumplimiento a lo ordenado por el juzgado Quinto (5o) Penal del Circuito resolvió la tutela.

25.
De igual forma la Señora abogada Luz Mery Hernández Bello, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica para la época en que la señora AURA ISABEL MESA SOLER elevó su derecho de petición noviembre de 2007, igualmente fungía como jefe de esa área y tuvo que conocer necesariamente tanto de la reclamación de la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor, como de la reclamación de Aura Isabel Mesa Soler, las cuales al corresponder a un mismo hecho y habiendo un fallo de tutela adverso a la entidad, debía necesariamente absolver favorablemente la solicitud de la peticionaria y haberle evitado a la entidad una demanda y un pago de salarios y prestaciones sin ninguna contraprestación en cuantía de $35.000.000.00.

26.
En fecha seis (6) de noviembre de 2007, la señora Aura Isabel Mesa Soler, presentó reclamación administrativa al Fondo Rotatorio de la Policía, con la cual suspendió el término de prescripción, que cubre este tipo de reclamaciones.
27.
El Fondo Rotatorio de la Policía dio respuesta a dicha solicitud mediante oficio No S0711-004962 de fecha 28 de noviembre de 2007, señalando que "una vez revisados los archivos de la Entidad y según correo electrónico de fecha 08 de noviembre de 2007 suscrito por la Coordinadora del Grupo Fabrica de Confecciones, Mayor Ingeniera Industrial Ángela Janeth Vera Vázquez, no existe información en soporte físico de la señora Aura Isabel Mesa Soler durante el año 2004".
28.
El mencionado oficio No S0711-004962 de fecha 28 de noviembre de 2007, tuvo el visto Bueno de la entonces Jefe de la Oficina Asesora Jurídica Doctora LUZ MERY HERNANDEZ BELLO, y fue elaborado por la abogada YUDY ANGÉLICA ROMERO quien prestaba sus servicios en la Oficina Asesora Jurídica y fue suscrito por el Director General de ese entonces señor coronel (r) LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO.

29.
La situación presentada con la señora Aura Isabel Mesa Soler se pudo sortear de mejor forma en el mes de noviembre de 2007, es decir 3 años después, si los funcionarios que conocieron de la reclamación, hubieran estudiado con más detenimiento el derecho de petición formulado por la demandante en esa época, y se hubiera podido evitar una demanda judicial, como la que nos ocupó en el año 2011, (seis años más tarde) y se hubiera cancelado un menor valor, ya que se tenía conocimiento del caso de la señora Daíssy Amanda Martínez Corredor y de las consecuencias que tuvo que asumir la entidad y que hubieran conllevado para el mes de noviembre de 2007 un reconocimiento mucho menor al que nos ocupó en ese momento año 2006 y que ascendió a la suma de $35.000.000.00, sin ninguna contraprestación hacia la entidad.

30.
En efecto en el mes de marzo del año 2006 la señora Daissy Amanda Martínez Corredor radicó acción de tutela con el fin de que se protegieran sus derechos fundamentales, pues sostuvo que debido a su estado de gravidez el Fondo Rotatorio de la Policía decidió no vincularla nuevamente como supernumeraria para el periodo que iniciaba el 23 de enero de 2006 y terminaba el 30 de diciembre de 2006.

31.
El Juzgado Quinto (5o) Penal del Circuito mediante fallo de fecha 26 de marzo de 2006 resolvió:

-
Tutelar los derechos constitucionales de la mujer embarazada y prevalentes de la vida digna y mínimo vital, que le asistían a la accionante y aquellos inherentes al que estaba por nacer.

-
Ordenó al Director del Fondo Rotatorio de la Policía reintegrarla a la labor para la que fue nombrada mediante resolución 036 de enero 20 de 2006, o en una equivalente o superior, en la misma ciudad y en las mismas o mejores condiciones.

-
Ordenó cancelar la indemnización por despido ilegal, equivalente a sesenta (60) días de salario, más los salarios correspondientes a cuatro (4) semanas de descanso remunerado.

32.
El Fondo Rotatorio de la Policía, tuvo que cancelar la suma de $35.000.000.00 por efectos de la conciliación celebrada en el Juzgado Quinto (5°) Laboral del Circuito por efectos de salarios y prestaciones debidas, sin que a la entidad le fuera prestado un servicio por parte de la señora AURA ISABEL MESA SOLER como supernumeraria de la fábrica de confecciones.
33. Los valores señalados anteriormente fueron pagados por el Fondo Rotatorio de la Policía correspondiente al pago de salarios, prestaciones y demás emolumentos dejados de percibir por la señora AURA ISABEL MESA SOLER, valores como se demostrara con los documentos correspondientes fueron consignados en la cuenta de la beneficiaria y esta declaró al Fondo Rotatorio de la Policía a paz y salvo por todo concepto”.
3. CONTESTACION DE LA DEMANDA HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO (folios 107 a 121 del cuaderno principal).
El apoderado del demandado radicó escrito de contestación de la demanda el 22 de Octubre de 2013, en tiempo y en los siguientes términos:
“EN CUANTO A LAS PRETENSIONES.

Me opongo a todas y cada una de ellas, esbozadas por la parte demandante, con fundamento en lo argumentado y demostrado dentro de la presente contestación.

1.
EN CUANTO A LA PRIMERA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generador de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mí representado que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por el demandado. La decisión de conciliar y/o transar con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, dentro de un proceso laboral en contra del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL no fue con causa de las actuaciones de mi prohijado, debido a que siempre ejerció sus funciones dentro de los límites legales y con forme a sus deberes específicamente determinados. Me opongo entonces a que se declare la responsabilidad de mi poderdante en el presente proceso.

2.
EN CUANTO A LA SEGUNDA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generador de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representado que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por el demandado. La decisión de conciliar y/o transar con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, dentro de un proceso laboral en contra del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL no fue con causa de las actuaciones de mi prohijado, debido a que siempre ejerció sus funciones dentro de los límites legales y con forme a sus deberes específicamente determinados. Me opongo por consiguiente a que se condene a pagar a mí prohijado cualquier suma de dinero descrita con motivo de una conciliación que no tiene causa alguna en razón de sus actuaciones como funcionario de la entidad demandante.
3. EN CUANTO A LA TERCERA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generador de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representado que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por el demandado. En resumen no podrá haber actualización alguna de dineros que mi poderdante no está en la obligación de pagar.

4. EN CUANTO A LA CUARTA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generador de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representado que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por el demandado. La petición de actualización de intereses moratorios de ninguna forma podría hacerse desde la fecha en que se realizó la conciliación, pues se estarían violando su derecho de defensa y contradicción al no habérsele requerido en esa oportunidad para establecer su presunta responsabilidad, con lo cual no pudo oponerse que se realizara dicho pago.

5. EN CUANTO A LA QUINTA ME OPONGO.

6. EN CUANTO A LA SEXTA ME OPONGO.

En definitiva y desde ya solicito al señor Juez, que las pretensiones de la demanda sean desestimadas, y en cambio solicito que se condene a la parte actora, al pago de las costas que ocasione la presente demanda.

FRENTE AL ASUNTO DE CONTROVERSIA

Así mismo me opongo y se rechaza la afirmación acusatoria de DOLO o CULPA GRAVE, se recuerda que deberá ser probada por la entidad demandante, pues desde ya se niega tal acusación temeraria y difamadora de las actuaciones de un funcionario que actuó dentro de las posibilidades y límites legales, obrando de buena fe y en estricto cumplimiento de sus deberes.

FRENTE A LOS HECHOS EN QUE SE FUNDAN LAS PRETENSIONES, me permito pronunciarme de la siguiente manera:
1.
NO NOS CONSTA, por no provenir este hecho de mi poderdante, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Se hace énfasis en que el Señor LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, fue nombrado como Director del Fondo Rotatorio de la Policía con fecha 18 de abril de 2007, tres años después de que se terminara la supuesta relación laboral de la entidad demandante con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER.

2.
NO NOS CONSTA, por no provenir este hecho de mi poderdante, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Se hace énfasis en que el Señor LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, fue nombrado como Director del Fondo Rotatorio de la Policía con fecha 18 de abril de 2007, tres años después de que se terminara la supuesta relación laboral de la entidad demandante con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER.

3.
NO NOS CONSTA, por no ser un hecho proveniente de mi poderdante. Se aclara que la situación de embarazo de la Señora AURA ISABLE MESA SOLER, nunca fue de conocimiento de mi prohijado el Señor LUIS HUMBERTO PACHON BUITRAGO, por lo cual el aspecto cognitivo de la supuesta culpabilidad de su actuar queda desde ya desvirtuado.

4.
TOTALMENTE CIERTO. Dentro de lo que pudo tener conocimiento mi prohijado es que la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, nunca reporto o coloco en conocimiento del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, que hubiera estado embarazada, por lo cual el aspecto cognitivo de la supuesta culpabilidad de su actuar queda desde ya desvirtuado.

5.
TOTALMENTE CIERTO. Dentro de lo que pudo tener conocimiento mi prohijado es que la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, nunca reporto o coloco en conocimiento del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, que hubiera estado embarazada, por lo cual el aspecto cognitivo de la supuesta culpabilidad de su actuar queda desde ya desvirtuado.

6.
TOTALMENTE CIERTO. Dentro de lo que pudo tener conocimiento mi prohijado es que la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, nunca reporto o coloco en conocimiento del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, que hubiera estado embarazada, por lo cual el aspecto cognitivo de la supuesta culpabilidad de su actuar queda desde ya desvirtuado.

7.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mi prohijado, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Por otra parte se aclara que el libro de la oficina de salud ocupacional nunca le fue mostrado a mi prohijado y por lo tanto no tenía por qué haber sabido de su contenido de acuerdo con la división de las funciones en la entidad.

8.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mi prohijado, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Se aclara que de ser cierta esta información nunca fue de conocimiento de mi prohijado.

9.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Se aclara que de ser cierta esta información nunca fue de conocimiento de mi prohijado.

10.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado. Se aclara que de ser cierto este hecho ocurrió tres años antes de que mi prohijado hubiera entrado a laboral a la entidad demandante.

11.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado. Se aclara que de ser cierto este hecho ocurrió tres años antes de que mi prohijado hubiera entrado a laboral a la entidad demandante.

12.
NO ES UN HECHO, es una argumentación de derecho que no debe ser incluida en el presente acápite.
13.
NO ES UN HECHO, es una argumentación de derecho que no debe ser incluida en el presente acápite.

14.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, que no debió ser incluida en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

15.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

16.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

17.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

18.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

19.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación de derecho incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

20.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, además de una argumentación incluida antitécnicamente en el presente acápite, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijado de ninguna forma, ya que para dicha fecha no había entrado a laborar a la entidad.

21.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado, por lo cual deberá ser probado por quien lo alega.

22.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado. Se aclara que el demandante utiliza situaciones y supuestos hechos que no tiene nada que ver con el motivo del mecanismo de repetición interpuesto, situación que se constituye desde ya temeraria en contra de los demandados.
23.
NO NOS CONSTA AL NO SER UN HECHO PROVENIENTE DE MI PROHIJADO.

24.
NO NOS CONSTA, al no ser un hecho proveniente de mí prohijado. Se aclara que el demandante utiliza situaciones y supuestos hechos que no tiene nada que ver con el motivo del mecanismo de repetición interpuesto, situación que se constituye desde ya temeraria en contra de los demandados.

25.
AL SER UN HECHO INDEBIDAMENTE REDACTADO ME PERMITO PRONUNCIARME DE LA SIGUIENTE FORMA:

No nos constan situaciones o hechos que no provienen de mi prohijado.

Sobre la petición o derecho de petición de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, se insiste que nunca fue de conocimiento de mi prohijado que hubiera estado embarazada.

26.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, que no fue consecuencia de las actuaciones de mi prohijado.

27.
ES CIERTO Y SE ACLARA. Mi prohijado nunca tuvo oportunidad de conocer los soportes documentales que permitieran saber sobre el embarazo de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, por lo cual no podía haber realizado ningún acto tendiente a solucionar sus pretensiones de carácter laboral.

28.
ES CIERTO Y SE ACLARA. Mi prohijado actuado de acuerdo con la división de sus funciones y el debido asesoramiento de la oficina jurídica, por lo cual y en virtud a sus conocimientos sobre el caso no podía haber respondido algo diferente.

29.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva y una argumentación del demandante que no debió haber sido incluida en el presente acápite.

30.
NO NOS CONSTA, NO ES UN HECHO, es una situación ajena al objeto del presente litigio que no tiene relación con mi prohijado.

31.
NO NOS CONSTA, NO ES UN HECHO, es una situación ajena al objeto del presente litigio que no tiene relación con mi prohijado.

32.
NO NOS CONSTA al no ser un hecho proveniente de mi prohijado, por lo cual deberá ser probado en debida forma por quien lo alega.

33.
NO NOS CONSTA al no ser un hecho proveniente de mi prohijado, por lo cual deberá ser probado en debida forma por quien lo alega.
EXCEPCIÓN GENÉRICA

Me permito solicitarle al señor Juez, que de conformidad con el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil, declarar probadas las excepciones aquí propuestas y/o cualquier otra que resulte acreditada dentro del proceso, aun cuando correspondan a un nomen juris diferente al utilizado para que en la sentencia sean reconocidas de conformidad con las disposiciones de orden constitucional, legal y jurisprudencial aplicables al presente litigio.

EXCEPCIONES PREVIAS Y DE FONDO

La presente acción de repetición está fundada en una transacción y/o conciliación que se aprobó dentro del proceso ante el Juzgado Quinto Laboral Del Circuito de Bogotá; en la cual de forma autónoma e inoponíble a mi prohijado la entidad accedió a pagar la suma de treinta y cinco millones de pesos, ($35.000.000.oo), a la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, sin haber sustento factíco ni sustancial causal de parte de los demandados, por lo cual con arreglo a las leyes vigentes en materia de acción de repetición y al Código Contencioso Administrativo me opongo a la prosperidad de las pretensiones y solicito se decrete la desestimación de las mismas teniendo en cuenta los siguientes planteamientos:

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA: En principio, es menester referirnos a la falta de legitimación por activa que el proceso presenta, ella se materializa al estudiar lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 678 de 2001, que al tenor de su letra dice "...ARTÍCULO 8o. LEGITIMACIÓN. Enunplazono superioratos seis (6) meses siguientes al pago total o al pago de la última cuota efectuado por la entidad pública, deberá ejercitar la acción de repetición la persona jurídica de derecho público directamente perjudicada con el pago de una suma de dinero como consecuencia de una condena, conciliación o cualquier otra forma de solución de un conflicto permitida por la ley..."
Como bien se puede ver el plazo para presentar la demanda de repetición por parte de la entidad misma es de seis (6) meses, contados a partir del momento del pago total, o desde el pago de la última cuota, cuando fuere por cuotas el pago; para el caso sub judice, tenemos que el Fondo Rotatorio de la Policía se encontraba legitimada para presentar esta acción hasta el día veinte tres (23) de noviembre de 2011, pero encontramos que la misma es radicada el cinco (05) de marzo de 2013, es decir, más de (16) meses después de haberse realizado el supuesto pago, (el pago deberá probarse en debida forma), de la supuesta transacción realizada, que indiscutiblemente hace que la vigencia de la legitimación por activa de Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, para iniciar esta acción caducó, haciendo necesario que la acción se hubiese iniciado por parte del ministerio publico o por el Ministerio de Justicia y del Derecho, a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación, tal y como lo establece la norma en cita.

En éste orden de ideas, y teniendo en cuenta la norma de reenvío que hace el artículo 143 del CCA, se deberá aplicar lo ordenado en el artículo 97 del CPC, en virtud del cual me permito proponer la excepción de incapacidad o indebida representación del demandante, ya que en concordancia con lo manifestado anteriormente se encuentra plenamente demostrada, por el desconocimiento de la normatividad que rige la materia, al permitir el vencimiento del término que facultaba a la entidad a promover la acción de repetición en contra de mi poderdante. Haciendo que la representación de la Nación en cabeza de la Fondo rotatorio de la Policía y sus representantes judiciales sea indebida; el abrogarse esa representación es un desconocimiento del Artículo 8 de la ley 678 de 2001, lo que vicia el proceso, haciendo obligatoria la declaración de la no prosperidad de la demanda por la causal señalada.
2.
FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA: De la supuesta Conciliación o transacción allegada como prueba por parte de la actora, se tiene que no se encuentra sustento alguno que determine la responsabilidad en cabeza de mi mandante tal y como lo pretende hacer ver quien demanda, por el contrario, éste hecho es pasado por alto dentro del documento como ya se dijo, ni el fondo rotatorio explica con base en que sustento factico realiza la conciliación ni el Juzgado quinto Laboral del Circuito Bogotá, determina de forma alguna responsabilidad en cabeza de mi prohijado el Señor LUIS HUMBERTO PACHON BUITRAGO, lo cual es fundamental para poder acceder a las pretensiones en una demanda de repetición, toda vez que la norma exige la determinación inequívoca de la actuación dolosa o gravemente culposa por parte de los individuos, pero como ya se dijo esta determinación ha sido obviada por parte de la Jurisdicción y Competencia Laboral, y por parte de la misma entidad demandante, lo que hace que el proceso adolezca de falta de legitimación por pasiva, toda vez que como se ha manifestado en ningún momento se ha determinado la responsabilidad dolosa o gravemente culposa de mi mandante, es más, su comportamiento no se enmarca dentro de las presunciones que la ley trae insertas, por el contrario su actuar se encuentra cobijado dentro de lo denominado como presunción de buena fe, que elevada a rango constitucional, hace que su presencia sea de más peso que las suposiciones legales incluidas en la Ley 678 de 2001.

3.
FALTA DE LOS REQUISITOS PREVISTOS POR LA LEY PARA LA ACCIÓN DE REPETICIÓN : La Ley 678 de 2001, dentro de su articulado previo requisitos necesarios para la presentación y para la prosperidad de la acción de repetición los cuales se puede agrupar en presupuestos objetivos y por otra parte el presupuesto subjetivo.

Los presupuestos objetivos serian: 1. Condena a una entidad pública, a reparar los daños antijurídicos causados a un particular, o de una conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. 2. El pago total de la misma, por parte de la entidad pública actora. 3. Condición de agente funcionario público de los demandados, al momento de los hechos.

Sobre los anteriores presupuestos debemos decir que no están probados con la suficiente idoneidad, debido a que no se he demostrado el pago de ninguna suma de dinero por parte de la entidad demandante, al no haberse allegado documento que acredite el paz y salvo respectivo, correspondiente a pagar daños antijurídicos específicamente declarados dentro de un proceso de responsabilidad.

No puede tratarse en consecuencia de una conciliación o sentencia proferida en un proceso que no sea un proceso ordinario de responsabilidad civil (como por ejemplo, en un proceso ejecutivo, en un proceso de restitución, en un proceso disciplinario, en un proceso de responsabilidad fiscal, en un proceso de pérdida de investidura, etc.)- Debe en consecuencia tratarse de un proceso ordinario de responsabilidad, como podría ser un proceso ordinario de responsabilidad civil, una acción de nulidad y restablecimiento del derecho, una acción de reparación directa, una acción contractual, puesto que en estos procesos EL JUEZ SE PRONUNCIA SOBRE LA RESPONSABILIDAD DEL DEMANDADO.
El presupuesto subjetivo seria: La conducta dolosa o gravemente culposa del funcionario público calificada por el comité de conciliación, así como las razones que justifiquen la acción de repetición debidamente certificadas mediante una constancia.

Por consiguiente el presupuesto subjetivo debemos decir que tampoco ha sido probado con suficiente idoneidad, debido a que no se ha determinado la calificación de la conducta por parte del comité de conciliación de la entidad demandante, el cual es un requisito de procedibilídad para poder incoar la demanda de repetición.

Manifiesta el artículo 4 de la Ley 678 de 2001: " El comité de conciliación de las entidades públicas que tienen el deber de conformarlo o el representante legal en aquellas que no lo tengan constituido, deberé adoptar la decisión respecto de la acción de repetición y dejar constancia expresa y justificada de las razones en que se fundamenta". Para nuestro caso en concreto este requisito no se cumplió, pues no se allego ningún certificado del comité de conciliación donde se estableciera la culpabilidad del demandado además de las razones que sustentan la justificación de la acción de repetición.

Del artículo 75 de la ley 446 de 1998, introdujo un nuevo artículo, el 65B a la ley 23 de 1991, estableciendo que los Comités de Conciliación serán obligatorios en las entidades Nacionales, Departamentales y Distritales, y en sus entes descentralizados, y en las entidades Municipales que sean capital de Departamento, y estarán conformados por funcionarios del personal directivo. El artículo tercero del Decreto 1214 del 29 de junio de 2000, estableció que los Comités estarían integrados por los siguientes miembros permanentes: El jefe de la entidad o su delegado, el ordenador del gasto o quien haga sus veces, el jefe de la oficina jurídica o la dependencia que defienda los intereses litigiosos de la entidad, y dos funcionarios de dirección o confianza que designe el jefe de la entidad, de conformidad con la estructura orgánica de cada ente.

En el presente proceso no existe ningún pronunciamiento del comité de conciliación de la entidad sobre el fundamento de la responsabilidad de quienes demanda por lo cual se cae de su propio peso pretender que se decrete la responsabilidad en repetición.
4. FALTA DE NEXO DE CAUSALIDAD ENTRE EL ACTUAR DEL DEMANDADO Y EL SUPUESTO DAÑO.

Habiendo dejado claro que hay inexistencia de la calificación de la conducta del demandado dentro de todas las pruebas allegadas, debemos ver que el nexo de causalidad que en este caso seria la Culpa grave o el Dolo, que no le puede ser endilgada de ninguna forma a mi prohijado como lo veremos, ya que sí bien es cierto realizo unas actuaciones en cumplimiento de sus funciones, estas estuvieron enmarcadas dentro de los procedimientos y directivas que le competía realizar, sin que se le pudiera pedir algo diferente.

Al no poder exigírsele ningún acto o conducta diferente a la realizada por el funcionario demandado en la presente acción de repetición, se rompe el nexo de causalidad, pues sus actuaciones no pueden llegar a ser los constitutivos al supuesto daño que se alega.

Sobre el aspecto subjetivo resulta interesante abundar en el tema especifico, pues como lo veíamos en los hechos relatados en la presente contestación, la entidad demandante quien es el FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA, quiere olímpicamente librarse de responsabilidad, endilgándole supuesto inacción a unos funcionarios diferentes de los que verdaderamente tenían el deber de conocer previamente sobre las condiciones de una empleada y posteriormente haber tomado las medidas pertinentes sobre su retiro, teniendo en cuenta su supuesto estado de embarazo no debidamente informado.

Las funciones de guarda y custodia de los registros de las hojas de vida y carpeta de los trabajadores de la Fábrica de confecciones del Fondo Rotatorio de la Policía, eran funciones que no eran del soporte del Director ni a la época de 2004, fecha en que se realizó la supuesta incorporación y desvinculación de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, ni mucho menos para el año de 2007, fecha en que llega a laboral mi prohijado el Señor LUIS HUMBERO PACHON BUITRAGO.

Hay que ver como lo decíamos en los hechos relatados anteriormente que el mismo FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, reconoce que no encontró antecedentes sobre el embarazo de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, por lo cual no se explica cómo es posible que ahora descaradamente se pretenda hacer valer una conciliación que no se sustentó y que sí en definitiva no le puede ser atribuible en ningún sentido a las actuaciones realizadas por mi prohijado en virtud de su condición de Director de la entidad.

Mi prohijado no realizo de ninguna forma ni por acción ni por omisión ningún detrimento patrimonial de la entidad, es decir, de ninguna forma hay algo que pretenda ni siquiera insinuar su responsabilidad en una conciliación que realiza la entidad demandante sin que le hubieran consultado y sin que se le hubiera requerido para saber sobre sus decisiones en los hechos que la originaron.

Debemos decir de forma imperativa que no puede de ninguna forma atribuirse algún tipo de responsabilidad por los supuestos hechos relatados en la demanda, pues de ellos se desprende sencillamente que hay ausencia total de causalidad entre las actuaciones de mi prohijado y la resultante conciliación realizada por la entidad.

En este punto resulta cardinal, adentrarse en el estudio de la causalidad adecuada para definir, con base en los criterios doctrinales y jurisprudenciales aplicables al caso en concreto, si el proceder del personal de una entidad gubernamental, en verdad puede ser considerada una causa adecuada del daño. A modo de introducción señala la Corte que, hoy por hoy, "se asume que de todos los antecedentes y condiciones que confluyen a la producción de un resultado, tiene la categoría de causa aquél que de acuerdo con la experiencia (las reglas de la vida, el sentido común, la lógica de lo razonable), sea el más adecuado, el más idóneo para producir un resultado, atendidas por lo demás, las especificas circunstancias que rodearon la producción del daño y sin que se puedan menospreciar de una tajo aquellas circunstancias azarosas que pudieron decidir la producción del resultado, a pesar de que normalmente no hubieran sido adecuadas para generarlo"
 

En idéntico sentido ha señalado la doctrina en cabeza de Isidoro Goldenberg que la teoría de la causalidad adecuada, en estadios de la "prognosis postuma"
 "aquilata la adecuación de la causa en función de la posibilidad y probabilidad de un resultado, atendiendo a lo que corrientemente acaece según lo indica la experiencia en orden al curso ordinario de los acontecimientos", en este punto "adecuación quiere decir adaptación; el efecto ha de ser apropiado a la forma de obrar del sujeto en función del daño resultante, que era de esperar en la esfera del curso normal de los acontecimientos"

"El concepto de causalidad adecuada, implica, pues, el de regularidad, apreciada de conformidad con lo que acostumbra a suceder en la vida misma. Es decir, para que exista relación causal, según la interpretación que comentamos, la acción tiene que ser idónea para producir el efecto esperado, tiene que determinarlo normalmente"(...) "no es suficiente, por tanto, que un hecho aparezca como condición de una evento si regularmente no trae aparejado ese resultado".

Bajo ese devenir argumentativo puntualiza "que el juicio de idoneidad o cálculo de probabilidades tiene que plantearse en abstracto, o en general, con prescindencia de lo efectivamente sucedido, atendiendo a lo que usualmente ocurre; y no en concreto o en particular, es decir, como se han producido realmente las cosas", así las cosas, "la determinación del fenómeno causal constituye de ese modo el resultado de un proceso de abstracción y generalización que da relevancia a una de las condiciones del caso en concreto, elevándola a la categoría de causa del evento"

Por todo lo anterior concluye que "si la acción u omisión que se aprecia era de ordinario apta para provocar el daño ésta será objetivamente atribuible al agente, por guardar con dicha conducta una relación causal adecuada"

Todo lo anterior es útil para advertir insuficiencia que le es inherente a la condictio sine qua non para dar respuesta a la pregunta de qué causó un daño antijurídico, pues entendió la jurisprudencia y la doctrina que tal construcción teórica padece de una insoslayable deficiencia para responder a las necesidades que proliferan en el campo de la responsabilidad civil, y particularmente en el estudio de la causalidad, e impedía, por tanto, tenerla siquiera en cuenta como una posibilidad remota de aplicación en el campo del derecho de daños, pues, jurídicamente resulta insostenible e indefensable argumentar con visos de prosperidad que todos los hechos antecedentes a la producción del daño ostentan idéntica relevancia causal, pues, de tiempo atrás se aceptó pacíficamente que para el derecho únicamente son causa de un daño aquella sucesión de hechos pretérita a la concreción del mismo que de conformidad con las reglas de la experiencia y la probabilidad puedan considerarse como causa del mismo, esto es, sólo serán tenidos en cuenta para efectos de valorar la causalidad aquellos hechos que en el transcurso normal de los acontecimientos tuvieran la virtualidad de generar un daño, pues lo contrario, sería abrir la puerta a una regresión ad infinitum, elucubrando causas sin fundamento, lo que, por supuesto, está proscrito en el campo de la ciencia jurídica y de la escueta y sana lógica de la causalidad relevante.

En conclusión sobre el nexo de causalidad debemos decir que en definitiva es inexistente en este caso, pues no puede atribuírsele ningún actuar a mi prohijado bajo lo enmarcado por la ley como Dolo o culpa grave que se merecedor de juicio de reproche para que hubiera sido la cusa adecuada de que la entidad demandante es decir el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional hubiera decidido conciliar unos derechos laborales de una trabajadora que nunca sustento o informo su estado de embarazo.
5. AUSENCIA TOTAL DE DOLO 0 CULPA POR PARTE DE MI PROHIJADO.

Para poder analizar la conducta de mi prohijado trascribimos los artículos de la Ley 678 de 2001, que hablan sobre la culpabilidad en la acción de repetición así:
(…)

•  Con respecto al Dolo:
1. Mi prohijado no obro con deviación de poder y de todas formas no se ha proferido decisión de ninguna autoridad que así lo determine.

2. No se expidió ningún acto administrativo viciado de nulidad por falsa motivación o aun cuando menos no hay decisión judicial que así lo respalde.

3. No se expidió ningún acto administrativo que ocultara hechos a la administración, es más, la misma entidad demandada manifiesta que aún no se encuentra sustento de información sobre embarazo de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER.

4. No existe ningún pronunciamiento de ninguna autoridad disciplinaria sobre los hechos expuestos en el presente proceso.

5. No se expidió ninguna decisión con desconocimiento arbitrario de norma alguna, es decir, no pude atribuirse actos contra derecho cuando no obraba prueba que permitiera haber podido tomar o sustentar alguna acción diferente.

•  Con respecto a la Culpa Grave:
1. No existió violación de las normas de derecho, pues no puede haber culpa sin el elemento cognitivo necesario.

2. No existió abuso de las competencias o funciones del cargo desempeñado por mi prohijado.

3. No existió omisión alguna por parte de mi prohijado, pues siempre actuó de acuerdo a sus limitaciones tanto funcionales como de conocimiento factico sobre las decisiones tomadas.

4. No existió violación alguna sobre el debido proceso.

Como puede verse no existe mérito alguno que nos permita concluir que existió dolo o culpa grave por parte de mi prohijado el Señor LUIS HUMBERTO PACHON BUITRAGO, pues todos sus actos se enmarcaron dentro de los criterios legales y dentro de la oportunidad debida, habiendo sido asesorado por el grupo jurídico de la entidad.
6. INEXISTENCIA DE DAÑO ANTIJURÍDICO.
Para abundar en el tema y sea comprensible esta excepción, retomamos los presupuestos primarios del Daño en general así:

DEFINICIÓN DE DAÑO:

Es la lesión a un interés jurídicamente protegido. Sin daño o perjuicio no hay responsabilidad civil, puesto que el objetivo primordial de la misma es precisamente la indemnización o resarcimiento del daño causado.
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Cláusula general de responsabilidad. Artículo 90 de la Constitución Política
.

(…)

EN CUANTO A LO EXPRESADO POR EL ARTICULO 90 DE LA CONSTITUCION NACIONAL, QUE EL DAÑO SEA INJUSTO
(…)

El daño en materia de responsabilidad debe ser antijurídico, por lo cual ha sido definido por la jurisprudencia y los doctrinantes que es aquel que es injusto o no se está en la obligación de soportar.

Finalmente podemos decir que tampoco se ha calificado por parte de ninguna entidad el supuesto daño como antijurídico, pues este juzgamiento es propio de la Jurisdicción contenciosa administrativa en cuanto a la terminología utilizada y las ponderaciones propias decididas en los fallos que correspondan a sus acciones, por lo que conciliación laboral, tampoco puede ser prueba para este calificativo, llevándonos a concluir que se debe desestimar la misma acción de repetición según lo establecido en el mismo inciso segundo del articulo 90 de la Constitución Nacional.
FUNDAMENTOS FINALES DE HECHO Y DE DERECHO

Con referencia esta clase de procesos el Consejo de Estado ha sido reiterante al manifestar que para la prosperidad de los mismos se requiere que se reúnan tres requisitos que son de su naturaleza, y sin los cuales no puede desde ningún punto de vista prosperar éste tipo de acciones, ellos son i) Que la entidad publica haya sido condenada en sentencia proferida por juez competente a reparar los daños antijurídicos causados a un particular, o resulte vinculada a la indemnización del daño en virtud de una conciliación, ii) Que la entidad haya pagado a la victima del daño la suma determinada en la sentencia condenatoria o en la conciliación, y iii) Que la condena o la conciliación se haya producido a causa de la conducta dolosa o gravemente culposa de un funcionario o ex funcionario o de un particular que ejerza funciones públicas, para el presente caso y con relación con estos requisitos me permito puntualizar lo siguiente.

El primer aspecto requerido para la prosperidad de la acción de repetición, no se cumple, ya que se supone que se encuentra en el conciliación realizada por la entidad Fondo Rotatorio de la Policía se hace es a titulo de restablecimiento de derechos y no como reparación de daños antijurídicos.

Por último, encontramos el factor subjetivo dentro de la acción, el cual aunque debió ser determinado con anterioridad, se hace necesario exigirlo en el proceso que se inicie para ejercer la acción de repetición, en el caso que embarga nuestra atención tenemos que no se ha demostrado por parte de la entidad demandante que el actuar de mi representado se enmarca dentro de los parámetros de las conductas dolosas o gravemente culposas, por el contrario sencillamente el caudal probatorio se encamina a demostrar que la entidad simplemente concilio ante la jurisdicción laboral, pero no existe prueba que se haya señalado expresamente en la demanda que permita calificar el comportamiento de mí prohijado como doloso o gravemente culposo, en ese entendido resulta imposible, repetir en su contra, por ausencia de pruebas que determinen la culpabilidad en su actuar”.
4. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO (folios 134 a 152 del cuaderno principal).

La apoderada de la demandada radicó escrito de contestación de la demanda el 18 de Noviembre de 2013, en tiempo y en los siguientes términos:
“I.        A LAS PRETENSIONES

Me opongo a todas y cada una de ellas, esbozadas por la parte demandante, con fundamento en lo argumentado y demostrado dentro de la presente contestación.

Se contestan en el mismo orden relacionado en la Demanda:

1.
EN CUANTO A LA PRIMERA ME OPONGO: toda vez que hay ausencia de obligación a causa de mí representada, pues no existe fuente generadora de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representada. Pues lo peticionado a través de este mecanismo de control obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por la demandada. La decisión de conciliar y/o transar con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, dentro de un proceso laboral en contra del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL no fue a causa de las actuaciones de mi prohijada, debido a que siempre ejerció sus funciones dentro de los límites legales y con forme a sus deberes específicamente determinados. Me opongo entonces a que se declare la responsabilidad de mi poderdante en el presente proceso.

2.
EN CUANTO A LA SEGUNDA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generadora de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representada que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por la demandada. La decisión de conciliar y/o transar con la Señora AURA ISABEL MESA SOLER, dentro de un proceso laboral en contra del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL no fue con causa de las actuaciones de mi prohijado, debido a que siempre ejerció sus funciones dentro de los límites legales y con forme a sus deberes específicamente determinados. Me opongo por consiguiente a que se condene a pagar a mí prohijada cualquier suma de dinero descrita con motivo de una conciliación que no tiene causa alguna en razón de sus actuaciones como funcionaría de la entidad demandante.

3.
EN CUANTO A LA TERCERA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generadora de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representada que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por la demandada. En resumen no podrá haber actualización alguna de dineros que mi poderdante no está en la obligación de pagar.

4.
EN CUANTO A LA CUARTA ME OPONGO, toda vez que no hay fuente generadora de derechos que permita establecer obligación alguna a cargo de mi representada que pretenda resarcir una eventualidad que obedece tan solo a la decisión autónoma de la entidad demandante, la cual no le fue en ninguna oportunidad ni consultada y por consiguiente tampoco fue aprobada por la demandada. La petición de actualización de intereses moratorios de ninguna forma podría hacerse desde la fecha en que se realizó la conciliación, pues se estarían violando su derecho de defensa y contradicción al no habérsele requerido en esa oportunidad para establecer su presunta responsabilidad, con lo cual no pudo oponerse que se realizara dicho pago.

5.  EN CUANTO A LA QUINTA ME OPONGO.

6.  EN CUANTO A LA SEXTA ME OPONGO.

De esta forma solicito al señor Juez que las pretensiones de la demanda sean desestimadas, y en cambio solicito que se condene a la parte actora, al pago de las costas que ocasione la presente demanda.

II.        EN CUANTO A LOS HECHOS

Respecto de los hechos, se contestan en el mismo orden en que fueron relacionados en la demanda:

1.
NO NOS CONSTA, y dentro de la documental a portada no existe prueba que lo demuestre como cierto.

2.
NO NOS CONSTA, y dentro de la documental a portada no existe prueba que lo demuestre como cierto, por lo cual deberá probarse en debida forma por quien lo alega.
3. NO NOS CONSTA, Se aclara que la situación de embarazo de la Señora AURA ISABLE MESA SOLER, nunca fue de conocimiento de mi prohijada la Señora LUZ MERY HERNANDEZ en su calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, por lo cual el aspecto relacionado al elemento cognitivo de la culpabilidad imputada por el demandante queda desde ya desvirtuado.


4. TOTALMENTE CIERTO Y RECONOCIDO POR EL DEMANDANTE. La Señora AURA ISABEL MESA SOLER, nunca reportó o colocó en conocimiento del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, que hubiera estado embarazada.

5.
TOTALMENTE CIERTO Y RECONOCIDO POR EL DEMANDANTE. La Señora AURA ISABEL MESA SOLER, nunca reportó o colocó en conocimiento del FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA, que hubiera estado embarazada.

6.
PARCIALMENTE CIERTO Y RECONOCIDO POR EL DEMANDANTE. Este relato táctico confesional, lleva a demostrar la existencia de documental que demuestra algunas patologías que alteraron la capacidad laboral de la señora AURA ISABEL MESA SOLER, (2 incapacidades), sin embargo estas no hacían relación a su estado de gravidez, y menos aún fueron conocidas por mí representada.

7.
NO NOS CONSTA. Se aclara que el libro de la oficina de salud ocupacional nunca le fue mostrado a mi prohijada y por lo tanto no tenía por qué haber sabido de su contenido de acuerdo con la división de las funciones en la entidad.
8.
NO NOS CONSTA. Se aclara que de ser cierta esta información nunca fue de conocimiento de mi prohijada.

9.
NO NOS CONSTA. Deberá probarse en debida forma por quien lo alega. Se aclara que de ser cierta esta información nunca fue de conocimiento de mi prohijada.
10. NO NOS CONSTA, Se aclara que de ser cierto este hecho nunca fue dado a conocer a la Jefatura de la Oficina de Asesoría Jurídica por parte de ningún superior, compañero o directamente por la señora AURA ISABEL MESA SOLER.

11.
NO NOS CONSTA, Se aclara que de ser cierto este hecho nunca fue dado a conocer a la Jefatura de la Oficina de Asesoría Jurídica por parte de ningún superior, compañero o directamente por la señora AURA ISABEL MESA SOLER. Tampoco puede ser imputado como HECHO NOTORIO, frente a quien no tenía ninguna clase de contacto personal ni visual con la señora AURA ISABEL MESA SOLER.

12.
NO ES UN HECHO, es una argumentación de derecho que no debe ser incluida en el presente acápite.
13. NO ES UN HECHO, es una argumentación de derecho que no debe ser incluida en el presente acápite.  

14.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante contradictorias de por sí con lo afirmado en los hechos cuarto, quinto y sexto del escrito de demanda.

15.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijada de ninguna forma, si no a procedimientos y exigencias legales de las Instituciones Estatales, las cuales actúan de conformidad a cronogramas y presupuestos anuales. Frente al estado de gravidez reiteramos el pleno desconocimiento de dicho hecho por parte de mi apoderada.

16.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijada de ninguna forma, si no a procedimientos y exigencias legales de las Instituciones Estatales, las cuales actúan de conformidad a cronogramas y presupuestos anuales. Frente al estado de gravidez reiteramos el pleno desconocimiento de dicho hecho por parte de mi apoderada.

17.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva del demandante, sin embargo se aclara que la desvinculación de la Señora MESA SOLER, no le es atribuible a mi prohijada de ninguna forma, si no a procedimientos y exigencias legales de las Instituciones Estatales, las cuales actúan de conformidad a cronogramas y presupuestos anuales. Frente al estado de gravidez reiteramos el pleno desconocimiento de dicho hecho por parte de mi apoderada.

18.
NO ES UN HECHO.

19.
NO ES UN HECHO.

20.
NO ES UN HECHO.

21.
NO NOS CONSTA. Deberá ser probado por quien lo alega. Frente al estado de gravidez reiteramos el pleno desconocimiento de dicho hecho por parte de mi apoderada. No puede ser imputado como hecho notorio frente a quien no tenía ninguna clase de contacto personal ni visual con la señora AURA ISABEL MESA SOLER.
22. NO ES CIERTO. El caso que corresponde a la señora Daissy Amanda Martínez Corredor no es igual a la situación relatada con la señora Aura Isabel Mesa Soler, tal y como se consagra en el fallo dé tutela emitido por el Juzgado 5o Penal del Circuito mediante fallo de fecha a 22 de marzo de 2006. En la acción Constitucional fallada por el Juzgado 5o Penal de Circuito se tuvo en cuenta como criterio al decidir la notificación de su estado de gravidez dado por la tutelante a la entidad Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, situación que se distancia en lo absoluto del tema alegado por la señora Mesa Soler. Es extraño el por qué si el apoderado de la parte demandada realizó lectura de la decisión de Tutela, insiste en señalar que son casos iguales.

23. ES CIERTO PERO SE ACLARA. Posiblemente mi representada conoció del fallo de Tutela emitido por el Juzgado 5o Penal del Circuito el 22 de marzo de 2006, sin embargo se insiste, el mismo no tenía identidad táctica con la reclamación y situación realizada por la señora Mesa Soler.

24.
ES CIERTO PERO SE ACLARA. Posiblemente mi representada conoció el contenido del acto administrativo mencionado, y era totalmente legítimo y legal, toda vez que si existía un decisión de tutela que amparaba derechos, por lo tanto se le dio cumplimiento a esta. Sin embargo se insiste, que este caso concerniente a la señora Daissy Amanda Martínez Corredor, no tiene identidad táctica con la reclamación y situación realizada por la señora Mesa Soler.

25.
NO ES CIERTO. Jamás mi representada como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica elevó un derecho de petición a nombre de la señora AURA ISABEL MESA, tal y como lo describe el demandante. No es cierto que el caso que se referencia sea igual al que nos ocupa, pues de la lectura del fallo de tutela en el cual se ampara los derechos de las señora Deysi Amanda Martínez Corredor, se condena al Fondo Rotatorio de la Policía Nacional toda vez que esta entidad si conocía del Estado de embarazo de la trabajadora, ya que ella lo había notificado al señor Mayor Alejandro Ortíz Peláez. Por lo tanto no se cumplía la uniformidad de la parte táctica en relación a la situación de la señora AURA ISABEL MESA.
26.
NO NOS CONSTA. De ser cierto lo descrito, prueba la temeridad y mala fe de la señora AURA ISABEL MESA SOLER, al esperar casi tres años para presentar una petición.

27.
ES CIERTO Y SE ACLARA. Es cierta la existencia de dicho Oficio, como lo son sus fundamentos legales, pues es la misma Coordinadora para la época del grupo Fabrica de Confecciones, quien manifiesta no existir soportes físicos de la señora Aura Isabel Mesa Soler durante el año 2004.
28. ES CIERTO Y SE ACLARA. Es cierto. La respuesta estuvo ajustada a lo informado por la Coordinadora para la Época del grupo Fabrica de Confecciones, sobre no existir soportes físicos de la peticionaria. Así mismo la señora Aura Isabel Mesa Soler, tampoco acompañó con su petición documento alguno que permitiera inferir la verdad de su escrito.
29.
NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva y una argumentación del demandante que no debió haber sido incluida en el presente acápite.

30.
NO NOS CONSTA, NO ES UN HECHO, es una situación ajena al objeto del presente litigio, además

adolece de documento en el que se soporte su existencia y validez.
... r ^

31.
NO NOS CONSTA, NO ES UN HECHO, es una situación ajena al objeto del presente litigio, además adolece de documento en el que se soporte su existencia y validez.

32.
NO NOS CONSTA. Es objeto de prueba dentro de la presente Litis. Si resulta cierto, obedeció a una decisión autónoma de la administración o dirección de turno, asesorada presumimos jurídicamente, y por lo tanto obedeció a criterios jurídicos que no se comparten, pues en apreciaciones teóricas y pragmáticas diferentes no existía razón para decidir de esta forma.

33.
NO NOS CONSTA. Por lo cual deberá ser probado en debida forma por quien lo alega.
III. EXCEPCIONES

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA

En principio, es menester referirnos a la falta de legitimación por activa que el proceso presenta, ella se materializa al estudiar lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 678 de 2001, que al tenor de su letra dice:

(…)

Como bien se puede ver el plazo para presentar la demanda de repetición por parte de la entidad misma es de seis (6) meses, contados a partir del momento del pago total, o desde el pago de la última cuota, cuando fuere por cuotas el pago; para el caso sub judice, tenemos que el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional según documental aportada por ellos mismos, efectúo el pago total del acuerdo conciliatorio el día 23 de mayo de 2011 y según auto admisorio de demanda1, la misma fue radicada el día 05 de marzo de 2013.

La anterior situación permite demostrar la falta de legitimación por activa del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional para iniciar la presente acción de repetición, haciendo necesario que la acción se hubiese iniciado por parte del ministerio público o por el Ministerio de Justicia y del Derecho, a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación, tal y como lo establece la norma en cita.
En éste orden de ideas, y teniendo en cuenta la norma de reenvió que hace el articulo 143 del CCA, se deberá aplicar lo ordenado en el artículo 97 del CPC, en virtud del cual me permito proponer la excepción de incapacidad o indebida representación del demandante, ya que en concordancia con lo manifestado anteriormente se encuentra plenamente demostrada, por el desconocimiento de la normatividad que rige la materia, al permitir el vencimiento del término que facultaba a la entidad a promover la acción de repetición en contra de mi poderdante. Haciendo que la representación de la Nación en cabeza del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional y sus representantes judiciales sea indebida; el abrogarse esa representación es un desconocimiento del Artículo 8 de la ley 678 de 2001, lo que vicia el proceso, haciendo obligatoria la declaración de la no prosperidad de la demanda por la causal señalada.

2.
FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA.

De la supuesta Conciliación o transacción allegada como prueba por parte de la actora, se tiene que no se encuentra sustento alguno que determine la responsabilidad en cabeza de mi mandante tal y como lo pretende hacer ver quien demanda, por el contrario, éste hecho es pasado por alto dentro del documento como ya se dijo, ni el fondo rotatorio explica con base en que sustento táctico realiza la conciliación ni el Juzgado quinto Laboral del Circuito Bogotá, determina de forma alguna responsabilidad en cabeza de mi prohijada la Señora LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO, lo cual es fundamental para poder acceder a las pretensiones en una demanda de repetición, toda vez que la norma exige la determinación inequívoca de la actuación dolosa o gravemente culposa por parte de los individuos, pero como ya se dijo esta determinación ha sido obviada por parte de la Jurisdicción y Competencia Laboral, y por parte de la misma entidad demandante, lo que hace que el proceso adolezca de falta de legitimación por pasiva, toda vez que como se ha manifestado en ningún momento se ha determinado la responsabilidad dolosa o gravemente culposa de mi mandante, es más, su comportamiento no se enmarca dentro de las presunciones que la ley trae insertas, por el contrario su actuar se encuentra cobijado dentro de lo denominado como presunción de buena fe, que elevada a rango constitucional, hace que su presencia sea de más peso que las suposiciones legales incluidas en la Ley 678 de 2001.

3.
EXCEPCIÓN GENÉRICA

Solicito al Honorable Juez declarar probada cualquier excepción que se encuentre debidamente acreditada dentro del proceso, de conformidad a lo establecido en el Articulo 306 del Código de Procedimiento Civil
.

IV. FUNDAMENTO DE HECHO Y DE DERECHO POR LOS CUALES SE DEBE DESESTIMAR LAS PRETENSIONES DE LA ENTIDAD ACTORA

A. Inexistencia de Requisitos exigidos en la Ley 678 de 2001 y en la Jurisprudencia sobre la Acción de Repetición

La Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado, como máximo Tribunal de lo Contencioso administrativo, ha explicado en abundantes providencias  los elementos que determinan la prosperidad de las pretensiones de la acción de repetición. Ha considerado que los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y están sometidos a las normas procesales vigentes al momento de la presentación de la demanda; en tanto que el último de ellos, es de carácter subjetivo y está sometido a la normativa vigente al momento de la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la responsabilidad del Estado que generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se adelanta la acción de repetición .

De esta forma ha establecido:

Los elementos necesarios y concurrentes definidos para la declaratoria de repetición son los siguientes:

i) La calidad de agente del Estado y su conducta determinante en la condena
La calidad y la actuación u omisión de los agentes del Estado debe ser materia de prueba, con el fin de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y de su participación en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina, determinante de la responsabilidad del Estado.

ii) La existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o de cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere la obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado.
La entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma de dinero derivada de la condena judicial impuesta en su contra, en sentencia debidamente ejecutoriada, o de una conciliación o de cualquier otra forma de terminación de un conflicto.

iii) El pago efectivo realizado por el Estado.
La entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo que hubiere realizado respecto de la suma dineraria que le hubiere sido impuesta por una condena judicial o que hubiere asumido en virtud de una conciliación, a través de una prueba que, en caso de ser documental, generalmente suele constituirse por el acto mediante el cual se reconoce y ordena el pago en favor del beneficiario y/o su apoderado y por el recibo de pago o consignación y/o paz y salvo que deben estar suscritos por el beneficiario.

iv) La cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa.
La entidad demandante debe probar que la conducta del agente o ex agente del Estado fue dolosa o gravemente culposa conforme a las normas que para el momento de los hechos sean aplicables".

En primer lugar esta defensa técnica es enfática en afirmar la inexistencia en el caso que nos ocupa, de los elementos que se exigen para declarar la responsabilidad de un agente del Estado a través del mecanismo de control de repetición.

Así las cosas, iniciaremos nuestro fundamento jurídico con los elementos objetivos exigidos en la Ley y la Jurisprudencia:

1. En cuanto a la existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o de cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere la obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado. Debemos advertir lo siguiente en el caso que nos ocupa:

La documental aportada por la entidad accionante mediante apoderado, se aporta en copia simple, obsérvese como a folio 11 de la demanda se relaciona el aporte de fotocopia del acuerdo de transacción y conciliación en materia laboral celebrado entre Aura Isabel Mesa Soler y el Fondo Rotatorio d la Policía. Así mismo se relaciona el aporte en fotocopia del auto de fecha 26 de abril de 2011 proferido por el Juzgado Quinto (5) Laboral del Circuito de Bogotá dentro del proceso ordinario No. 2010.00447 y con cual se aprueba el acuerdo conciliatorio.

Se llama la atención sobre este punto su señoría, toda vez que al tratarse de documentos que pretenden demostrar la existencia de una obligación que la entidad adquirió y que ahora se repite en contra de mi representada, se debió haber aportado copia auténtica de la misma y no mera copia simple. Lo anterior sin el ánimo de parecer formalistas pero si exigentes en las calidades probatorias de la documental aportada.
Ahora, frente a la acuerdo conciliatorio celebrado entre el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional y la señora AURA ISABEL MESA SOLER, el día 15 de abril de 2011, el mismo obedeció a una decisión propia de la administración de turno en cabeza del señor Coronel Alfonso Rueda Celis, asesorado presumimos por su apoderado el Dr. José Manuel Pérez Cortes quien funge al igual como abogado de la entidad en el caso que nos ocupa. Acuerdo que con el respeto que nos merece el extremo procesal, fue apresurado y que jamás fue consultado o dado a conocer a mi representada, la Dra. Luz Mery Hernández Bello.

De la lectura del acta (aportada en copia simple) de Transacción y Conciliación en materia laboral, se pueden observar las siguientes situaciones:

A. El Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, acepta que la terminación de la vinculación laboral de la señora Aura Isabel Mesa Soler con dicha entidad, obedeció por el estado de embarazo de la misma. Y por tal motivo deciden aceptar todas las pretensiones, expresamente entre estas: "la causa de terminación" 

Situación que no obedece a la realidad ni táctica ni jurídica, pues el motivo por el cual se terminó la vinculación de la señora Aura Isabel Mesa Soler, obedeció por el vencimiento del término de duración señalado en el acto administrativo por el cual se produce la vinculación. Pus la clase de vínculo laboral que ostentaba la señora Mesa Soler era como: "supernumerarios" y según lo reglado en el Decreto 1042 de 1978 se pueden vincular supernumerario para desarrollar actividades de carácter netamente transitorio. Por tales motivos no oponemos al reconocimiento realizado en el acuerdo conciliatorio por la entidad adora, ya que allí se reconoce como hecho y se aceptan las pretensiones, basándose en que la terminación de la vinculación laborar fue injusta y que obedeció al estado de embarazo de la señora Mesa Soler. Lo cual les totalmente falso.

En nuestro criterio, la Institución Estatal tenía las pruebas necesarias para haber demostrado cual fue la verdadera causa de terminación de la relación laboral, así como el pleno desconocimiento del estado de gravidez de la trabajadora, exigencias legales y jurisprudenciales con las cuales jamás hubiese tenido una decisión judicial adversa.

Por los anteriores motivos, es necesario reiterar al Despacho que el acuerdo de transacción o Conciliación que aquí se pretende REPETIR en contra de mi representada no obedeció por un actuar suyo, es más, el mismo nació a la vida jurídica sin que se estudiaran los antecedentes del caso, y en nuestro concepto de forma apresurada y careciendo de estudio previo y un comité jurídico del tema en particular. Por lo tanto, no se puede pretender hoy en dia, que decisiones ajustadas a criterios jurídicos y administrativos propios y autónomos de la administración de la entidad para el año 2011 sean asumidos en sus consecuencias por mí representada, a quién jamás se le notificó de esta situación.

B. Existió su señoría, MALA FE en el actuar particular de la señora Aura Isabel Mesa Soler. En el caso que nos ocupa nos apartamos del postulado Constitucional descrito en el artículo 83, de esta forma no presumimos la buena fe en el actuar de la trabajadora; pues si lo que deseaba era la protección en su estado de gestación y posteriormente en su licencia de maternidad, debió en primer lugar notificar al empleador de su estado de gravidez y exigir el amparo de sus derechos de inmediato o en un tiempo próximo, pero no esperar casi lo tres años para que no le prescribiera el derecho, e interrumpir la misma con la petición radicada el día 6 de noviembre de 2007, luego que su vínculo laboral con la entidad terminara en diciembre del año 2004.
Es un tema, su señoría que vale la pena ser estudiado por usted, por tal motivo nos permitimos hacer referencia al mismo. Pues la persona con quien la entidad concilio, presumimos que actúo con mala fe al esperar hacer una reclamación a escasos días a la prescripción del derecho, con el único fin de obtener un reconocimiento económico en una cuantía superior, tal y como efectivamente sucedió.

Por lo anterior solicito al señor Juez, tener en cuenta estas circunstancias que rodearon la existencia de una OBLIGACIÓN ECONÓMICA de parte del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, toda vez que es ésta la que se repite en contra de mí representada.

2. En relación al elemento subjetivo exigido como la cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa.

Tendremos que manifestar que no se cumple por parte de la señora LUZ MERY HERNANDEZ BELLO con este requisito de la acción de repetición. NO EXISITÍO EN LA CONDUCTA DE MI REPRESENTADA COMO JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA DEL FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL, UN ACTUAR A TÍTULO DE DOLO NI CULPA GRAVE QUE DETERMINARA EL DAÑO OCASIONADO POR EL ESTADO.

Pretende la Entidad demanda hacer ver que mí representada, al cumplir con su función como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional para la época de la desvinculación de la señora Aura Isabel Mesa Soler y para la fecha en que la misma realizó la reclamación, actúo con culpa grave . Situación que no es cierta.
En primer lugar, mi representada jamás se enteró del estado de gravidez de la señora Aura Isabel Mesa Soler, situación que es reconocida por la misma entidad demandante en los hechos 4,5 y 6, de la demanda. Y no conoció dicha situación, toda vez que jamás le fue comunicado ni por la trabajadora, ni por su superior, ni por ninguna otra área, sección o departamento de la Institución sobre dicha novedad.

Así mismo y como lo podrá observar el Despacho, dentro de sus funciones como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, no se encuentra alguna relacionada a la administración de talento humano, por lo tanto el seguimiento realizado a los trabajadores de la entidad y las condiciones de su vinculación y terminación de la misma no era de su resorte e injerencia. Tampoco se puede exigir su conocimiento de la situación como hecho notorio, pues mi representada como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica no tenía por razones físicas, de logística y estructurales de la entidad encuentros de ningún tipo con las trabajadoras de la fábrica de confección, pues las oficinas donde ejerció su labor quedaban en una sede o edificio diferente a las instalaciones de la fábrica de confecciones, por lo tanto mí apoderada jamás observó los cambios físicos que presumimos debió tener la señora Aura Isabel Mesa Soler debido a su estado de gestación.

En segundo lugar, se imputa directamente a mí representada el haber conocido un caso, según la entidad, igual al de la señora Mesa Soler, trayéndose a colación en los hechos, fundamentos jurídicos y en las pruebas documentales aportadas, la acción de tutela fallada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito, de fecha 22 de marzo de 2006, en la cual se ampara los derechos de la señora DEISSY AMANDA MARTINEZ CORREDOR.
· PERO EL CASO DE LA SEÑORA DEISSY AMANDA MARTÍNEZ CORREDOR ES DIFERENTE A LA SITUACIÓN EXISTENTE CON LA SEÑORA AURA ISABEL MESA SOLER, veamos porque:

En primer lugar la tutela que cursó como mecanismo transitorio en el Juzgado Quinto Penal Municipal, con decisión de fecha marzo 22 de 2006, y en la cual se decidió amparar los derechos laborales de la señora Deissy Amanda Martínez Corredor se logró demostrar que efectivamente la trabajadora había informado de su estado de gravidez de forma personal a su superior, el señor Mayor Alejandro Ortiz Peláez y que precisamente fue este hecho el que provocó su desvinculación, taxativamente dice:

2.- Que a la fecha del despido el empleador conozca o deba conocer la existencia-del estado de gravidez, por haber notificado la trabajadora su estado oportunamente y en las condiciones que establece la ley.

Sobre este aspecto, refiere la accionante que, personalmente, enteró al Mayor Alejandro Ortiz Peláez de la situación...".

De igual forma, se establece en dicha providencia judicial, que la misma se decide, bajo los requisitos que la Jurisprudencia Constitucional establece para dichas circunstancias, citándose expresamente la Sentencia T-501 de 2004 MP. Clara Inés Vargas Hernández, la cual contiene un estudio de la línea jurisprudencial sobre este tópico. Pues dicha línea Jurisprudencial exige el cumplimiento de los siguientes requisitos para amparar los derechos de una trabajadora en estado de embarazo:

"1. Que el despido se ocasione durante el período amparado por el "fuero de maternidad", esto es, que se produzca en la época del embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto.

2.
Que a la fecha del despido el empleador conocía o debía conocer la existencia del estado de gravidez, pues la trabajadora notificó su estado oportunamente y en las condiciones que establece la ley.

3.
Que el despido sea consecuencia del embarazo y que, por ende, no esté directamente relacionado con una causal objetiva y relevante que lo justifique"  (Subrayado propio)

La decisión tomada a través de la acción de tutela fallada a favor de la señora Deissy Amanda Martínez Corredor, exigía jurídicamente unos requisitos que en el caso de la señora Mesa Soler no existían, tal y como lo reconoce la misma entidad demandada en su escrito de demanda acápite de hechos numerales 4,5 y 6.

Por lo tanto, la entidad demandada no puede exigir que se hubiese decidido con UNIFORMIDAD, la petición realizada por la señora MESA SOLER, en virtud de lo decidido por el Juez a favor de la señora Deissy Amanda Martínez Corredor, pues como se encuentra demostrado, no existía identidad táctica, entre dichas situaciones, ya que para el caso de la señora Aura Isabel Mesa Soler, es la misma Coordinadora del Grupo de la Fábrica de Confecciones, la Mayor Ingeniera Industrial Ángela Janeth Vera Vásquez, quien certifica que no existía información en soporte físico de la señora Aura Isabel Mesa Soler durante el lapso 2004, siendo esta la única información que se conoció de parte de dicha trabajadora.
Ahora sin antecedente alguno que permitiera conocer la situación de la trabajadora, mi represente como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la entidad, no se podía oponer a lo redactado por la Doctora Yudi Angélica Romero Jiménez, profesional encargada de la respuesta a la petición, pues el contenido táctico y jurídico con el cual se dio contestación, se encontraba fundamentado con razones jurídicas y tácticas ciertas, como lo era la inexistencia de información o soportes físicos de la señora AURA MARIA SOLER. Situación reconocida en el escrito de la demanda por la parte actora, pues en los hechos 4,5 y 6 se asegura que no existe en la hoja de vida, ni en la carpeta de folio de vida la cual reposa en el Grupo de Talento Humanó"' antecedente alguno que evidenciara el estado de gravidez de la señora Mesa Soler para dicha época, esto es 28/11/2007. Se colige, que la respuesta no podía haber sido otra, pues la contestación redactada por la Doctora Yudy Romero Jiménez y firmada por el señor Coronel ® Luis Humberto Pachón Buitrago, es totalmente legal y obedeció a los antecedentes que existían para el momento.

Ahora, si la señora Mesa Soler decidió demandar con posterioridad y reclamar sus presuntos derechos, el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, debió haber ejercido una defensa activa con fundamento a la pruebas que existen sobre la no, comunicación al empleador del estado de gravidez de la trabajadora, situación que a la luz del criterio jurisprudencial de Constitucional, léase ahora sí, la sentencia de Tutela de la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor, la decisión en dicho proceso judicial no hubiese sido desestimatorio para el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, pues no se cumplían 2 requisitos exigidos para proteger los derechos de la trabajadora, estos son: la notificación de su estado de gravidez y que la cesación del vínculo laboral hubiese sido por esta razón.

De esta forma, la conducta desplegada por la Doctora Luz Mery Hernández Bello, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica nunca fue encaminado a determinarle un daño a la señora Mesa Soler, y jamás a TÍTULO DE DOLO NI CULPA GRAVE.

La Ley 678 de 2001, sobre el Dolo y la Culpa grave, establece:
(…)

•
Con respecto al Dolo:
1.
Mi prohijada no obró con deviación de poder y de todas formas no se ha proferido decisión de ninguna autoridad que asi lo determine.

2.
No se expidió ningún acto administrativo viciado de nulidad por falsa motivación o aun cuando menos no hay decisión judicial que así lo respalde.

3.
No se expidió ningún acto administrativo que ocultara hechos a la administración, es más, la misma entidad demandada manifiesta que aún no se encuentra sustento de información sobre embarazo de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER.

4.
No existe ningún pronunciamiento de ninguna autoridad disciplinaria sobre los hechos expuestos en el presente proceso.

5.
No se expidió ninguna decisión con desconocimiento arbitrario de norma alguna, es decir, no pude atribuirse actos contra derecho cuando no obraba prueba que permitiera haber podido tomar o sustentar alguna acción diferente.

•
Con respecto a la Culpa Grave:
1.
No existió violación de las normas de derecho, pues no puede haber culpa sin el elemento cognitivo necesario. La respuesta dada a la señora MESA SOLER, en su momento tuvo como fundamento motivos legales y tácticos, ratificados por la misma entidad demandante. De esta forma fue ajustada a derecho.

2.
No existió abuso de las competencias o funciones del cargo desempeñado por mi prohijada.

3.
No existió omisión alguna por parte de mi prohijada, pues siempre actuó de acuerdo a sus limitaciones tanto funcionales como de conocimiento táctico sobre las decisiones tomadas.
4. No existió violación alguna sobre el debido proceso.

Como puede verse no existe mérito alguno que nos permita concluir que existió dolo o culpa grave por parte de mi prohijada.

INEXISTENCIA DE DAÑO ANTIJURIDICO.
Para abundar en el tema y sea comprensible esta excepción, retomamos los presupuestos primarios del Daño en general asi:

DEFINICIÓN DE DAÑO:

Es la lesión a un interés jurídicamente protegido. Sin daño o perjuicio no hay responsabilidad civil, puesto que el objetivo primordial de la misma es precisamente la indemnización o resarcimiento del daño causado.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Cláusula general de responsabilidad. Artículo 90 de la Constitución Política

(…)

EN CUANTO A LO EXPRESADO POR EL ARTICULO 90 DE LA CONSTITUCION NACIONAL. QUE EL DAÑO SEA INJUSTO
(…)

El daño en materia de responsabilidad debe ser antijurídico, por lo cual ha sido definido por la jurisprudencia y los doctrinantes que es aquel que es injusto o no se está en la obligación de soportar.

Finalmente podemos decir que tampoco se ha calificado por parte de ninguna entidad el supuesto daño como antijurídico, pues este juzgamiento es propio de la Jurisdicción contenciosa administrativa en cuanto a la terminología utilizada y las ponderaciones propias decididas en los fallos que correspondan a sus acciones, por lo que conciliación laboral, tampoco puede ser prueba para este calificativo, llevándonos a concluir que se debe desestimar la misma acción de repetición según lo establecido en el mismo inciso segundo del artículo 90 de la Constitución Nacional.
Su señoría, no está demás traer a colación en la presente Litis, las excelentes calidades de la Dra. Luz Mery Hernández Bello como funcionaría pública, pues por su actuar como profesional del derecho, jamás ha sido investigada disciplinariamente, fiscalmente. De igual forma, en más de 22 años de experiencia no ha sido cuestionada jamás por una situación como la presente”. (…)
5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ (folios 163 a 176 del cuaderno principal).

La apoderada de la demandada radicó escrito de contestación de la demanda el 14 de Enero de 2014, en tiempo y en los siguientes términos:
“SOBRE EL PETITUM

Me opongo a que se despachen favorablemente todas y cada una de las pretensiones del actor, pronunciándome separadamente sobre cada una de ellas de la siguiente manera:

1.
ME OPONGO. A que se declare la solidaridad entre los demandados por que no existe legitimidad en la causa por PASIVA respecto de los demandados YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO Y HUMBERTO PACHON BUITRAGO, en razón a que no cometieron NINGUNA CONDUCTA QUE PUEDA CALIFICARSE DE DOLOSA O GRAVEMENTE CULPOSA, que hubiere ocasionado un detrimento patrimonial al estado, como se probara en este proceso.

2.
ME OPONGO. A que se condene a los demandados YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO Y HUMBERTO PACHON BUITRAGO, al pago de la suma de treinta y cinco millones de pesos ($35.000.000.=) que consisten en la pago realizado por transacción a la señora AURA ISABEL MESA SOLER, por no existir respecto de hechos los requisitos que indiquen que son responsables del detrimento patrimonial ocasionado al Estado por esta conciliación, como se demostrara en este proceso.

3.
ME OPONGO. A que se disponga actualizar el valor reclamado, porque si no hay lugar a la reclamación inicial de pagar ese valor, como se probara en este proceso tampoco habrá lugar a la indexación solicitada.

4.
ME OPONGO. A que se condene al pago del valor de los intereses moratorios a partir del 23 de mayo de 2011, porque si no hay lugar a la reclamación inicial de pagar ese valor, como se probara en este proceso, tampoco habrá lugar a la indexación solicitada.

5.
ME OPONGO. A que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos que indica el demandante, porque no existe responsabilidad en cabeza de mi representada YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ como lo probare en este proceso.

6.
ME OPONGO. A la solicitud del pago de costa en cabeza de los demandados toda vez que no les asiste ninguna responsabilidad en el detrimento patrimonial alegado y no han actuado de mala fe.
SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA Y RAZONES DE LA DEFENSA

1.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.

2.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.

3.
NO ME CONSTA. Que para el 31 de diciembre de 2004 la señora Aura Isabel Mesa Soler, se encontrara en estado de embarazo y tampoco me consta que lo consignado en la aludida demanda a que se hace alusión sea cierto, Debido a que son hechos que no provienen de mi poderdante, razón por la cual me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.

4.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.
5.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.

6.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas.

7.
NO ME CONSTA. En cuanto a lo que aparece registrado en el libro de control de la Oficina de Salud Ocupacional , por tratarse de un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas, sobre la afirmación final del Abogado actor: "por ello no pudo pasar desapercibido su estado de embarazo para sus compañeros y superiores", debo decir que en este punto se trata de una suposición que realiza sin ningún fundamento jurídicamente valido.

8.
NO ME CONSTA. Debido a que es un hecho que no proviene de mi poderdante y en este sentido, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso con las pruebas idóneas, sin embargo en este punto es importante recalcar QUE LA HISTORIA CLINICA DE ACUERDO A LA RESOLUCIÓN 1995 DE 1999 ES UN DOCUMENTO PRIVADO AL QUE SOLO TIENEN ACCESO LAS PERSONAS AUTORIZADAS POR LA LEY Y EN NINGUN EVENTO HABLA DEL EMPLEADOR.

9.
ES FALSO. En razón a que afirmar que la señora Mesa Soler "a 20 de diciembre de 2004, debía tener veinticuatro (24) semanas es decir aproximadamente seis (6) meses, situación que no podía pasar inadvertido para nadie", NO ES UN HECHO ES UNA PRESUNCIÓN DEL ABOGADO ACTOR.

10.
ES FALSO. NO SE TRATA DE UN HECHO, ES UNA PRESUNCIÓN DEL ABOGADO ACTOR.

11.
NO ME CONSTA. Por tratarse de una circunstancia por fuera de la órbita de responsabilidad y conocimiento de mi poderdante.

12.
ES CIERTO. Esto reza nuestra Carta Política en su artículo 43.

13.
ES CIERTO. El inciso final del artículo 43 de la Carta Política es de ese tenor literal.

14.
NO ME CONSTA. Por ser circunstancias ajenas a mi poderdante. SIN EMBARGO EN ESTE PUNTO ES IMPORTANTE ACLARAR QUE LA SEÑORA MESA SOLER NO FUE DESVINCULADA, NI DESPEDIDA INJUSTAMENTE, EN RAZÓN A QUE SU VINCULACIÓN ERA COMO SUPERNUMERARIA NO POR CONTRATO DE TRABAJO. ADEMAS COMO EL MISMO APODERADO QUE INTERPONE ESTA ACCIÓN LO MENCIONO EN LOS HECHOS 4 Y 6 NO EXISTIA EVIDENCIA PARA EL CONTRATANTE DE QUE LA SEÑORA MESA SOLER SE ENCONTRABA EN ESTADO DE EMBARAZO Y POR ESTA RAZÓN SE LE DEBIERA DAR UNA ESTABILIDAD REFORZADA DE ACUERDO A LO DISPUESTO POR NUESTRA CONSTITUCIÓN NACIONAL.

15.
ES FALSO. Por tratarse de una presunción del Abogado Actor, no de un hecho que sirva de fundamento a esta demanda.

16.
NO ME CONSTA. Por constituirse en supuestos jurídicos que deberán ser probados en este proceso, en razón a lo cual me atengo a lo que sobre ellos se defina.

17.
NO ME CONSTA. Por constituirse en supuestos jurídicos que deberán ser probados en este proceso, en razón a lo cual me atengo a lo que sobre ellos se defina.

18.
NO ME CONSTA. Por constituirse en supuestos jurídicos que deberán ser probados en este proceso, en razón a lo cual me atengo a lo que sobre ellos se defina. NO OBSTANTE ME PERMITO ACLARAR QUE LA SEÑORA MESA SOLER DE ACUERDO A LO QUE SE CONSIGNA EN ESTA MISMA DEMANDA NO FUE DESVINCULADA DE SU CARGO COMO SUPERNUMERARIA Y POR LA NATURALEZA MISMA DE ESTE TIPO DE VINCULACIÓN ES POSIBLE QUE ESTOS CONTRATOS SEAN DE POCA DURACIÓN Y MAS CUANDO DEBO RECALCAR PARA EL CONTRATANTE NO EXISTIA EVIDENCIA DE QUE LA SEÑORA MESA SOLER SE ENCONTRARA EN ESTADO DE EMBARAZO, NI QUE AVISARA DE DICHA CONDICIÓN A SUS SUPERIORES.

19.
NO ME CONSTA. Por tratarse de supuestos jurídicos que deberán ser valorados en este proceso y para este caso puntual. En razón a lo cual me atengo al valor que les asigne el señor Juez en el momento de dictar sentencia.

20.
NO ME CONSTA. Por tratarse de criterios jurisprudenciales que deberán ser valorados en este proceso y para este caso puntual. En razón a lo cual me atengo al valor que les asigne el señor Juez en el momento de dictar sentencia.

21.
NO ME CONSTA. En razón a que mi poderdante no participo en tales eventos, ni conoció a la señora MESA SOLER, POR LO QUE PARA ELLA, EL ESTADO DE EMBARAZO DE LA MENCIONADA SEÑORA NO ERA NOTORIO.
22.
NO ME CONSTA Y NO ES UN HECHO QUE PUEDA SERVIR DE FUNDAMENTO A ESTA DEMANDA QUE TIENE OTRO OBJETO.

23.
NO ME CONSTA. Mi poderdante no laboraba en esta dependencia en la fecha a la que se hace mención.

24.
NO ME CONSTA. Mi poderdante no laboraba en esta dependencia en la fecha a la que se hace mención.

25.
NO ES CIERTO. Que la reclamación de la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor, como la reclamación de Aura Isabel Mesa Soler, correspondan a un mismo hecho.

26.
ES CIERTO. QUE EL 6 DE NOVIEMBRE DE 2007 LA SEÑORA AURA ISABEL MESA SOLER, PRESENTO RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA AL FONDO ROTARORIO DE LA POLICIA POR PRIMERA VEZ, REALIZANDO UNA SERIE DE RECLAMACIONES DE NATURALEZA LABORAL LUEGO DE 2 AÑOS Y 11 MESES DESPUES DE LA TERMINACIÓN DEL PLAZO OTORGADO POR LA RESOLUCIÓN No. 1760 DE 2004, QUE PRORROGO LA VIGENCIA HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2004.

27.
ES PARCIALMENTE CIERTO. De acuerdo a la prueba documental allegada El Fondo Rotatorio de la Policía, dio respuesta al derecho de petición mencionado en el hecho anterior, señalando lo mencionado por el Apoderado de la parte actora, pero también haciendo referencia al artículo 83 del Decreto 1042 de 1978, que reza: "DE LOS SUPERNUMERARIOS. Para suplir las vacancias temporales de los empleados públicos en caso de licencias o vacaciones, podrá vincularse personal supernumerario. También podrán vincularse supernumerarios para desarrollar actividades de carácter netamente transitorio. La remuneración de los supernumerarios se fijara de acuerdo con las escalas de remuneración salarial establecidas en el presente Decreto, según las funciones que deban desarrollarse. La vinculación de supernumerarios se hará mediante resolución administrativa en la cual deberá constar expresamente el termino durante el cual prestaran los servicios y la asignación mensual que vaya a pagarse." Aclara también que el vínculo de acuerdo a la resolución 1760 terminaba el 31 de diciembre de 2004 y hace énfasis en el DESCONOCIMIENTO PARA LA ENTIDAD DEL ESTADO DE EMBARAZO DE LA SEÑORA MESA SOLER, entre otras cosas.

28.
NO ME CONSTA. Efectivamente el oficio referido es suscrito por el entonces Coronel Luis Humberto Pachón Buitrago, en ese entonces la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica era la Dra. Luz Mery Hernández Bello y mi poderdante YUDI ANGELICA ROMERO se encontraba ejecutando un contrato por algunos meses, sus funciones consistían en proyectar diversos documentos. Entre esa época y ahora han transcurrido aproximadamente 6 años, por lo que no le es posible recordar si el derecho de petición en mención fue proyectado por ella, en este sentido corresponderá al actor probar el supuesto de hecho que alega, en razón a lo cual me atendré a lo probado en este proceso. 
29. ES FALSO Y NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva que realiza el Abogado Actor, al suponer que si el derecho de petición a que hace mención se hubiera contestado de un modo diferente, el acuerdo de transacción y conciliación realizado el 15 de abril de 2011 hubiera dado lugar a un monto menor, AFIRMACIÓN SUBJETIVA QUE REALIZA EL ACTOR SIN NINGÚN SUSTENTO QUE LA ACREDITE, PERO QUE NOS HACE REFLEXIONAR SOBRE VARIOS ASPECTOS:

1)
CUAL HUBIERA SIDO ESE MENOR VALOR?

2)
LA ACCIÓN DE REPETICIÓN DEBERIA VERSAR SOBRE LA DIREFENCIA DE LO QUE A JUICIO DEL ABOGADO SE PAGO DE MAS (CUANTO) Y NO SOBRE EL TOTAL ($35.000.000=)

3)
SI LA DEMANDA LABORAL REALMENTE TENIA MERITO PARA PROSPERAR

4)
SI EL DETRIMENTO PATRIMONIAL DEL ESTADO SE OCASIONO POR:

A)
¿EL ACUERDO DE CONCILIACIÓN Y TRANSACCIÓN MENCIONADO?

B)
¿EL HECHO DE UNA VEZ VENCIDO EL PLAZO DE LA RESOLUCIÓN POR MEDIO DE LA CUAL LA SEÑORA MESA SOLER FUE VINCULADA COMO SUPERNUMERARIA, NO FUERA NOMBRADA NUEVAMENTE POR MEDIO DE OTRAS RESOLUCIÓN O PRORROGADA LA ANTERIOR?

C)
¿EL DERECHO DE PETICIÓN?

5)
QUE EL ACUERDO DE TRANSACCIÓN Y CONCILIACIÓN FUE ELABORADO EN CALIDAD DE APODERADO DE LA DEMANDADA (FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL) DR. JOSE MANUEL PEREZ CORTES, ABOGADO QUIEN ES HOY EL MISMO QUE INTERPONE LA PRESENTE ACCIÓN DE REPETICIÓN.
30.
NO ME CONSTA Y NO ES UN HECHO RELACIONADO CON EL OBJETO DEL PRESENTE LITIGIO.

31.
NO ME CONSTA Y NO ES UN HECHO RELACIONADO CON EL OBJETO DEL PRESENTE LITIGIO.

32.
EN CIERTO. El Fondo Rotatorio de la Policía representado en el proceso radicado No. 2010- 0447, por el Abogado JOSE MANUEL PEREZ CORTES (HOY DEMANDANTE EN ESTA ACCIÓN), puso a consideración del Juzgado quinto (5) Laboral del Circuito, el documento de transacción y conciliación suscrito por las partes y el mismo fue aprobado por el mencionado despacho judicial, en virtud del cual se dio por terminado el proceso.

33.
NO ME CONSTA. Es un hecho ajeno a mi poderdante, por lo tanto me atengo a lo que se pruebe en este proceso.
EXCEPCIONES DE MÉRITO SOLICITADAS POR ESTA DEFENSA

PRIMERA: FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA POR PASIVA

La legimatio ad causam, consiste en la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado, con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva)
. En este sentido es preciso tener presente que para que la pretensión sea acogida en la sentencia es necesario, entre otros requisitos, que se haga valer por la persona en cuyo favor establece el derecho sustancial el derecho que se reclama en la demanda y FRENTE A LA CUAL ESE DERECHO PUEDE SER RECLAMADO, POR LO TANTO SI LA DEMANDADA NO ES LA PERSONA OBLIGADA, EL FALLO HA DE SER ADVERSO A LA PRETENSIÓN QUE EXISTE CONTRA ELLA. 
En el caso concreto el proceso de responsabilidad patrimonial que nos ocupa, para que mi poderdante YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ ostente la calidad de obligada a reparar deben reunirse respecto de ella, los elementos necesarios para que su responsabilidad surja, es decir, deberá probarse que la conducta que se le pretende imputar es dolosa o gravemente culposa y que a consecuencia de ella existe un daño- Detrimento patrimonial del Estado- y que este daño esta unido a la conducta imputada por medio de un vinculo causal.

Al no configurarse los elementos para que surja la responsabilidad civil en cabeza de mi prohijada NO ES LA PERSONA FRENTE A LA CUAL SE PUEDE RECLAMAR EL DAÑO, SIN LUGAR A DUDAS, DEL ESTUDIO DEL PRESENTE CASO SE DESPRENDE QUE YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ no está llamado a responder por los hechos frente a los cuales la parte demandante solicita reclamación O LO QUE E SLO MISMO NO ESTA" LEGITIMADA EN LA CAUSA POR PASIVA, IMPONIENDOSE EN CONSECUENCIA SU EXONERACIÓN DENTRO DEL PRESENTE PROCESO, COMO SE DEMUESTRA DESDE AHORA Y SE CONTINUARA DEMOSTRANDO A LO LARGO DEL MISMO, POR LO QUE LE SOLICITO AL SEÑOR JUEZ DECLARE PROBADA LA PRESENTE EXCEPCIÓN.

SEGUNDA: AUSENCIA DE NEXO DE CAUSALIDAD ENTRE EL HECHO DEL DEMANDADO Y EL DAÑO ALEGADO.

La conducta que pretende imputársele a mi prohijada es la proyección del derecho de petición que dio lugar al oficio No. S0711- 004962 de fecha 28 de noviembre de 2007, de acuerdo a lo que dice el demandante él en HECHO No. 29 de la demanda, "si los funcionarios que conocieron de la reclamación, hubieran estudiado con más detenimiento el derecho de petición formulado...". En atención a la naturaleza de la acción de Repetición de repetición es que el agente del Estado pague lo que el Estado pago por concepto de indemnización como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa.

Recordemos conceptos doctrinarios y jurisprudenciales que nos han ilustrado en este punto y que tradicionalmente han dicho que entre el daño cuya reparación se persigue, debe estar presente la relación de causalidad con el hecho de la persona a la que se le atribuye la producción del perjuicio.

Por lo tanto, es necesaria la existencia de un nexo causal entre el resultado dañoso y la conducta del autor, pues de otra manera, se les estaría atribuyendo a otras personas el daño causado por otros.

Lo anterior es lo que se pretende demostrar en el presente asunto, pues el daño alegado EL PAGO POR PARTE DEL ESTADO DE 35 MILLONES DE PESOS EN EL MARCO DE UN PROCESO DE NATURALEZA LABORAL, POR MEDIO DE UN ACUERDO DE TRANSACCIÓN Y CONCILIACIÓN ENTRE LAS PARTES DE ESE PROCESO, no le es atribuible a mí defendida.
Dicho lo anterior, se hace necesario hacer un breve repaso sobre las teorías de causalidad, a fin de convencer al Juez de que la actuación de mi mandante, si acaso se encontraría dentro de la teoría de la equivalencia de las condiciones. "Teoría de la equivalencia de las condiciones
:
(…)
Así entonces y ya realizado un recuento de las teorías de causalidad, podemos realizar el análisis causal en el presente asunto. Es así como se reitera que la conducta que pretende imputársele a mi defendida YUDY ANGELICA ROMERO, no es la causa adecuada del daño que hoy se reclama-DETRIMENTO PATRIMONIAL DEL ESTADO-, por lo que le solicito al señor Juez se sirva declarar probada esta excepción.
TERCERO: INEXISTENCIA DE LOS REQUISITOS SUBJETIVOS PARA QUE PROCEDA LA ACCIÓN DE REPETICIÓN EN CABEZA DE LA DEMANDADA.

La ley 678 de 2001, en su artículo 4, señala que (…)

Articulo del que se desprende la obligación de que por medio de un comité de conciliación o por decisión del representante legal de la entidad, se hubiera calificado la conducta del agente del Estado como dolosa o gravemente culposa para iniciar la correspondiente acción de repetición, REQUISITO QUE EN ESTA DEMANDA NO SE ENCUENTRA ACREDITADO.
En este mismo orden de ideas, la norma en mención en su artículo 5 y 6 se realiza una enumeración de las conductas que pueden considerarse como dolosas o gravemente culposas, para efectos de iniciar una acción de repetición, sin encontrarse ninguna evidencia en esta demanda de que la conducta que pretende imputársele a mi prohijada YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ, se encuadre en alguna de ellas.
CUARTA. AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD

Como lo enuncia la ley 678 de 2001, en su artículo 2, la acción de repetición en una acción civil de carácter patrimonial, en este sentido para que resulte comprometida la responsabilidad civil, de una persona natural o jurídica se requiere algunos elementos esenciales, esto es: una conducta culposa, de la que sobrevengan perjuicios a los demandantes y un nexo entre esta conducta calificada por la culpa y el daño alegado, es decir, que se requiere de la existencia de los elementos tradicionales de la responsabilidad:

1) La conducta dolosa o gravemente culposa, entendida como el error de conducta en que no habría incurrido un profesional de igual experiencia y formación ante las mismas circunstancias externas o cuando el agente quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio. Este elemento deberá ser probado por la demandante.
2)
El nexo causal, entre la conducta que se le pretende imputar a mi prohijada y el detrimento patrimonial de la administración, deberá estar unido por una relación de causa- efecto, para poderle adjudicar responsabilidad. También compete a la demandante su demostración.

3)
Finalmente, el elemento daño, que deberá probarse con el medio probatorio legítimo para que eventualmente adquiera la categoría de cierto e indemnizable. Igualmente compete a la demandante su demostración.

En el caso que nos ocupa a mi poderdante YUDI ANGELICA ROMERO JIMENEZ, no se le puede imputar ninguna conducta que puede ser calificada de dolosa o gravemente culposa, que ocasionara un daño, que para esta acción será el detrimento patrimonial del estado, es decir tampoco existe nexo de causalidad y ante el hecho de que no se reúnan los requisitos para que se configure la responsabilidad civil en cabeza de una persona, es deber del señor Juez exonerarla, por lo que solicito muy respetuosamente desde ya que sea declarada como probada la presente excepción.
QUINTA. FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA POR PASIVA

La ley 678 de 2001, es clara en su Art. 8, cuando habla de la legitimación para ejercitar la acción de repetición, cuando dice: (…)

COMO SE PUEDE APRECIAR LA NORMA ES CLARA CUANDO DICE QUE DESDE EL MOMENTO EN QUE SE EFECTUO EL PAGO NO PUEDEN HABER TRANSCURRIDO MAS DE 6 MESES PARA INICIAR LAACCIÓN POR LA ENTIDAD QUE LO REALIZO EN ESTE CASO EL FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA NACIONAL, EL DOCUMENTO DONDE SE CONSIGNO EL ACUERDO DE TRANSACCIÓN Y CONCILIACIÓN EN MATERIA LABORAL EN VIRTUD DEL CUAL SE CANCELO LA SUMA DE $35. 000.000.=, SUSCRITO EL 15 DE ABRIL DE DE 2011, FUE APROBADO POR EL JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DENTRO DEL PROCESO ORDINARIO No. 2010- 0447, EL DÍA 26 DE ABRIL DE 2011.

EL MENCIONADO ACUERDO EN SU PARTE FINAL CONSIGNA QUE "LA ANTERIOR SUMA DE DINERO SERÁ PAGADA DENTRO DE LOS VEINTE (20) DÍAS HABILES SIGUIENTES A LA EJECUTORIA DEL AUTO QUE PROFIERA EL JUZGADO QUINTO (5) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, EN EL CUAL SE APRUEBE LA CONCILIACIÓN
(…)

LA PRESENTE ACCIÓN SE INICIO EN EL AÑO 2013, ES DECIR CASI DOS AÑOS DESPUES DEL AUTO QUE LA APRUEBA, ESTANDO A TODAS LUCES LA MISMA ENTIDAD- FONDO ROTATORIO DE LA POLICIA - SIN LEGITIMIDAD EN LA CAUSA PARA INICIAR LA ACCIÓN POR EXTEMPORANEIDAD.
Razón por la cual le solicito muy respetuosamente al señor Juez declare probada la presente excepción.
SEXTA. LA GENERICA. Sírvase declarar las excepciones que dentro de la presente actuación se hallen probada de conformidad al incisión primero del ART. 306 CPC que enseña que: (…)

FUNDAMENTO LEGAL DE ESTA CONTESTACIÓN

Realizo esta contestación con fundamento en el artículo 90 de la Constitución Nacional, la ley 678 de 2001, las normas del Código Contencioso Administrativo Vigente, demás normas concordantes y aplicables a la materia y los principios generales del derecho”.

6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

6.1. PARTE ACTORA (Folios 220 a 222 vueltos del cuaderno principal)
“Se estudia por su despacho la solicitud del demandante sobre las siguientes pretensiones:

1.
Se declare solidariamente responsable a los señores: HUMBERTO PACHON BUITRAGO identificado con la cédula de ciudadanía No 4.093.949, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO identificada con la cédula de ciudadanía No 39.531.573, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ identificada con la cédula de ciudadanía No 52.883.285, por DOLO o CULPA GRAVE de los perjuicios patrimoniales causados al Fondo Rotatorio de la Policía, por haber dado lugar a reconocimiento indemnizatorio por parte del Fondo Rotatorio de la Policía proveniente de la transacción y conciliación lograda con la señora AURA ISABEL MESA SOLER dentro del proceso ordinario laboral No 2010-00447 aprobada mediante auto de fecha 26 de abril de 2011 y que curso en el Juzgado Quinto (5) Laboral del Circuito de Bogotá.

2.
Que como consecuencia de lo anterior declaración se condene a HUMBERTO PACHON BUITRAGO identificado con la cédula de ciudadanía No 4.093.949, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO identificada con la cédula de ciudadanía No 39.531.573, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ identificada con la cédula de ciudadanía No 52.883.285, al pago total de la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE ($35.000.000.00) por concepto del valor PAGADO a la señora AURA ISABEL MESA SOLER cancelados, con ocasión de la conciliación judicial dentro del proceso laboral No 2010-00447, instaurada por la mencionada señora MESA SOLER contra el Fondo Rotatorio de la Policía, de conformidad con los hechos expuestos,
3.
Que en la sentencia que ponga fin al proceso, se disponga la actualización del valor reclamado en los términos indicados en el artículo 195 del Código Contencioso Administrativo

4.
Que se condene al pago del valor de los intereses moratorios a partir del día 23 de mayo de 2011, fecha en que se efectúo el pago a la señora AURA ISABEL MESA SOLER, hasta el momento en que se efectúe el pago total de la obligación a las tasas determinadas por las normas comerciales que rigen la materia.

5.
Que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos del artículo 334 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 195 del Código Contencioso Administrativo

Se condene al pago de las costas del presente proceso

HECHOS PROBADOS

1.
Que El Fondo Rotatorio de la Policía, tuvo que cancelar la suma de $35.000.000.00 por efectos de la conciliación celebrada en el Juzgado Quinto (5o) Laboral del Circuito por efectos de salarios y prestaciones debidas, sin que a la entidad le fuera prestado un servicio por parte de la señora AURA ISABEL MESA SOLER como supernumeraria de la fábrica de confecciones, situación que se encuentra acreditada al interior del proceso.

2.
Que las funciones reglamentarias, legales y constitucionales asignadas a los demandados fueron las siguientes:
LUIS HUMBERTO PACHON: de conformidad con el decreto 2353 de 1971, se encuentran como funciones del director general la de "representar a la correspondiente entidad como persona jurídica y autorizar con su firma los actos y contratos en que ella tenga que intervenir", igualmente en el manual de funciones aplicable para la época en del ejercicio de su cargo, se encontraba las funciones de "nombrar, remover y administrar el talento humano de acuerdo con las disposiciones legales vigentes", "responder por la administración del talento humano, recursos físicos y financieros del instituto"

LUZ MERY HERNANDEZ BELLO: en su calidad de jefe de oficina asesora jurídica, se encontraban como funciones propias del cargo y que se enmarcan en la responsabilidad de la presente acción de repetición, igualmente están previstas en el manual de funciones aplicable para la época en que se desempeñó como funcionaria del Fondo Rotatorio de la Policía, las siguientes:

-
Absolver consultas, prestar asistencia técnica, emitir conceptos y aportar elementos de juicio para la toma de decisiones relacionadas con la adopción, la ejecución y el control de los programas propios del organismo.

-
Coordinar, controlar y asesorar las actividades de los equipos de trabajo que estén bajo su cargo.

- Ejercer control sobre los procesos delegados a los abogados que representan en los procesos judiciales y extrajudiciales que por mandato del director general hayan sido delegados en abogados de la dependencia.

3. Que mediante comité de conciliación llevado a cabo el día 20 de febrero de 2012, se decidió por parte de los integrantes iniciar la respectiva acción de repetición contra los demandados por las razones que allí quedaron expuestas.
4. Que mediante oficio de fecha 28 de noviembre de 2007 radicado bajo el consecutivo S0711-004962, el señor Luis Humberto Pacho proporciona respuesta al derecho de petición presentado por la señora Aura Isabel Mesa Soler, acto administrativo que fue proyectado por la abogada Yudi Angélica Romero y aprobado con visto bueno por la jefe de la oficina jurídica señora Luz Mery Hernández.

En la citada respuesta, es evidente el desconocimiento jurisprudencial que se tiene sobre la protección a la mujer embarazada, ello es tan cierto que los pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el tema no son nuevos, ya que dicha línea tiene un desarrollo desde la misma carta política de 1991, inclusive y con el debido respeto por la institucionalidad, no es plausible que una jurisprudencia del año 1986 hoy en día tenga fuerza vinculante frente al desarrollo que ha hechos nuestro Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental de la mujer embarazada, ya que la presunción que allí es señalada, hoy en día esta reevaluada tanto es así que inclusive se ha extendido su protección a cualquier forma de vinculación tal y como se ha venido señalando; entonces no es admisible que un profesional del derecho en plena vigencia de la Constitución Política de Colombia de 1991, desconozca los pronunciamientos Constitucionales y más cuando se presta un servicio a una entidad pública que exige estar actualizado en temas como el que hoy nos compete.
SOBRE EL TESTIMONIO DEL JOSE ALBERTO BERMUDEZ

Como bien lo señala el testigo, la fábrica de confecciones administrada por el Fondo Rotatorio de la Policía se encuentra ubicada en carrera 48 N° 46 - 00 sur barrio Venecia y la sede administrativa de la entidad se encuentra ubicada en la carrera 66a 43-18, juntas en la ciudad de Bogotá, señalando con lo anterior que todo asunto en materia administrativa, jurídica, disciplinario, etc, es conocida por la distintas dependencias que se encuentran ubicadas en la sede administrativa; esto con el fin de señalar a su señoría que dichos asuntos en primera instancia son conocidos por la oficina de talento humano, y si el mismo versa sobre otro asunto, será tramitado a la dependencia encargada para su trámite y conocimiento, tal y como ocurre con los derechos de petición; no siendo lo anterior razón suficiente para decir que pueda existir una desconcentración administrativa en el Fondo Rotatorio de la Policía, ya que por disposición reglamentaria no está contemplado dicha figura, porque como lo señale arriba, la fábrica de confecciones es administrada por el Fondo Rotatorio de la Policía, siendo el propietario de la misma La Policía Nacional.

Debe aclararse que si bien es cierto el señor Luis Humberto Pachón en su calidad de director general de la entidad para la época, no conocía los por menores de los empleados de la fábrica por no tener esa función o la misma estar asignada a una dependencia especializada, lo cierto es que el mismo al dar respuesta a un derecho de petición, su deber en ese instante se contrae a conocer el caso fundamentándose en soportes que le den claridad y explicación sobre lo que esta firmando, ya que sería reprochable desde el punto de vista funcional, que se actuara o emitiera actos administrativos desconociendo el fondo de su contenido y si ello fuera así entraríamos en un terreno legal de la omisión de verificación de lo que el funcionario pretende suscribir, ya que con su firma está comprometiendo la responsabilidad de la administración, dando vida jurídica a decisiones de la administración.

En gracia de discusión, si la oficina del grupo de talento humano es quien emite o proyecta respuestas a las peticiones incoadas por los funcionarios de la entidad, se puede constatar que el oficio S0711-004962 no fue proyectado por el competente funcional al interior de la entidad, observándose que el mismos fue proyectado por la Oficina Asesora Jurídica en cabeza de la doctora luz Mery Hernández Bello y la contratista Yudi Angélica Romero, avizorándose que podríamos estar ante una usurpación de funciones que conduciría ineludiblemente al plano de la extralimitación de funciones, situación conocible por el jefe en asuntos jurídicos de cualquier entidad, precisamente por sus conocimientos en derecho, lo cual se ajusta a los parámetros señalados en el artículo 6 de la ley 678 de 2001.

Ahora bien, las respuesta ofrecida a la petición versaba sobre asuntos de reintegro laboral, es decir que ya era conocible la situación de embarazo de la peticionaria, entonces pudo ser otra decisión la que se emitiera y que no produjera efectos desfavorables para la entidad.

Se concluye que en nada incide la ubicación de la fábrica de confecciones con la ubicación de la sede administrativa, ya que todo asunto que verse sobre los empleados (supernumerarios, provisionales o de carrera administrativa) siempre serán conocidos por las distintas dependencias de la entidad según la materia o tema.

CONCLUSION

Como se trata de una infracción directa a la ley se infiere que los funcionarios que expidieron el acto administrativo actuaron con presunta culpa grave.

Ley 678 de 2001
(…)

Al haber procedido de esta forma comprometieron el patrimonio del Fondo Rotatorio de la Policía al ser obligado este ente a indemnizar el daño antijurídico a la señora AURA ISABEL MESA SOLER.

El régimen jurídico de la responsabilidad del servidor público, de acuerdo con el caso subjudice, se enruta por la acción de repetición, de conformidad con lo establecido por el artículo 90 de la Carta Política, que se ejerce en contra del Agente Estatal que con su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado lugar a una reparación patrimonial por parte del Estado.

Para que pueda, entonces declararse la responsabilidad de un agente Estatal, dentro de la acción de repetición, deben configurarse, luego de un examen de su actuar, uno de los aludidos supuestos.

En este sentido, la Carta Política en el Art. 90 preceptúa:
(…)

Tanto el artículo 77 del C.C.A. como el inciso 2o del artículo 90 de la Constitución política al regular la responsabilidad personal del funcionario optaron por referirse a los conceptos de culpa grave y dolo, en lugar del error inexcusable de conducta que en su momento había sugerido el Consejo de Estado, "De conformidad con el Art. 28 del Código Civil, las palabras de la ley se entenderán en su significado natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en estas su significado legal".
Por su parte, el Art. 63 de la misma obra señala que "la Ley distingue tres especies de culpa o descuido: (…) De aquí se desprende que si bien los conceptos de culpa penal y culpa civil pueden equipararse, el juez administrativo al momento de apreciar la conducta del funcionario público para determinar si ha incurrido en culpa grave o dolo, no debe limitarse a tener en cuenta únicamente la definición que de estos conceptos trae el Código Civil referidos al modelo del bien padre de familia para establecer por comparación con la conducta que en abstracto habría de esperarse del "buen servidor público", sino que deberá referirla también a los preceptos constitucionales que delimitan esa responsabilidad (Artículos 6 y 91 de la CP.)"
En este orden de ideas, para declarar la responsabilidad de un funcionario del Estado, es necesario, en tratándose de la acción de repetición, que se configure la culpa grave o dolo, entendida la culpa grave, desde el punto de vista del derecho administrativo, y no desde el del derecho civil, donde se equipara al dolo; así entonces, la culpa grave se da cuando la conducta que se espera de un buen servidor público, no está acorde con los límites constitucionales que se establecen para éste, como es el de responder jurídicamente ante las autoridades por transgredir la Constitución, las Leyes y además, por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Surge aquí una duda: ¿Qué debe entenderse por dolo o culpa grave? Respecto, al tema el doctor Juan Ángel Palacio Hincapié, señala:
(…)

La Acción de Repetición en contra de los funcionarios públicos, entendido en el sentido amplio de toda aquella persona investida de funciones propias del Estado - particulares o ex funcionarios - inicialmente originó algunos inconvenientes interpretativos con relación a la calificación de la conducta del extremo pasivo de la acción.

Estas previsiones, sin embargo, deben armonizarse con lo dispone el artículo 6o. De la Carta Política, el cual señala que los servidores públicos son responsables no solo por infringir la constitución y las leyes, como lo son los particulares, sino también por extralimitación u omisión en el ejercicio de sus funciones; así mismo con el artículo 91 de la misma obra que no exime de responsabilidad al agente de ejecuta un mandato superior, en caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona.

"Igualmente, el Juez debe valorar la asignación de funciones señaladas en el reglamento o manual de funciones sin que dicho reglamento pueda, de ningún modo, como lo sugieren algunos, entrar a definir cuales conductas pueden calificarse de culpa grave o dolo_ por cuanto este es un aspecto que la carta a deferido a la reserva de la ley (Art. 124 Constitución Política).

Con fundamento en lo expuesto considera la entidad que se reúnen los requisitos para que prospere la acción de repetición contra los señores: HUMBERTO PACHON BUITRAGO, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ, ya que:
>
La jurisdicción laboral aprobó mediante auto de fecha 26 de abril de 2011 la transacción y conciliación lograda dentro del proceso 2010-00447.

>
El daño antijurídico se produjo como consecuencia de la conducta gravemente culposa de los señores HUMBERTO PACHON BUITRAGO, LUZ MERY HERNANDEZ BELLO, y YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMENEZ , al expedir los actos administrativos contra la ley, es decir que se violaron normas superiores al violar el derecho constitucional de estabilidad reforzada por maternidad, al no renovarlo estando obligado a hacerlo por estar la supernumeraria en estado de embarazo, y posterior a la reclamación mantener dicha situación sin solucionar a favor de la peticionaria.

>
El Fondo Rotatorio de la Policía pagó el valor señalado en la conciliación aprobada por el Juzgado Quinto (5o) Laboral del Circuito de Bogotá dentro del proceso 2010 - 0447.

De otra parte la ley 678 de 2001 reguló la responsabilidad patrimonial de los servidores públicos que desempeñen funciones públicas, a través del ejercicio de la acción de repetición, que es la que en efecto está ejerciendo la entidad por mi representada.

Señor juez, que bajo los argumentos expuestos, queda probado que el acto administrativo expedido por los funcionarios demandados se hizo con pleno conocimiento del estado de embarazo de la supernumeraria, por lo tanto no se puede argumentar que bajo ese pretexto se expidió un acto administrativo contrario a la realidad y bajo argumentos jurisprudenciales soslayados de las posturas constitucionales vigentes, quedando claro que los demandados incurrieron en culpa grave en su actuar”.

6.2. PARTE DEMANDADA LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO (folios 223 a 230 del cuaderno principal)
La parte demandada radicó ante la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos alegatos de conclusión el día 29 de Septiembre de 2014, en el que se argumentó:
“CONSIDERACIONES DE HECHO Y DE DERECHO 1. SOBRE LOS REQUISITOS SUBJETIVOS DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN:

En primera medida, es más que necesario referirnos a la demanda misma, ya que desde el del inicio de éste proceso tenemos que esta llamado al fracaso, y eso se entiende si se tiene en cuenta que la acción se ejercita teniendo como base una transacción en un proceso de carácter laboral, por medio de la cual se ordena al Estado a través de Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, pagar los derechos laborales desconocidos por una norma legal, en los que no se encuentra sustento alguno que determine la responsabilidad  en cabeza de mi mandante como lo pretendiera hacer ver quien demanda; por el contrario, éste hecho es pasado por alto dentro del sustento mismo de las decisiones tomadas, ya que ello exorbitaría la naturaleza y función de ese proceso, llegando a concluir que nunca se determinó la responsabilidad a título de dolo o culpa grave, lo cual es requisito para poder acceder a las pretensiones en la acción de repetición, toda vez que la Ley 678 de 2001 lo exige.

• Así mismo debemos ver que no se cumplió con lo preceptuado en el artículo 4 de la Ley 678 de 2001: "El comité de conciliación de las entidades públicas que tienen el deber de conformarlo o el representante legal en aquellas que no lo tengan constituido, deberá adoptar la decisión respecto de la acción de repetición y dejar constancia expresa y justificada de las razones en que se fundamenta". Para nuestro caso insistimos que este requisito no se cumplió, pues no se allego ningún certificado del comité de conciliación donde se estableciera la culpabilidad del demandado además de las razones que sustentan la justificación de la acción de repetición.

La fuente de la acción de repetición no puede tratarse en consecuencia, de una conciliación o transacción en un proceso en donde no se haya estudiado la responsabilidad de los funcionarios que tuvieron que ver con los hechos, (Como sí lo serian, por ejemplo, un proceso ejecutivo, en un proceso de restitución, en un proceso disciplinario, en un proceso de responsabilidad fiscal, en un proceso de pérdida de investidura, etc.). Debe en consecuencia tratarse de un proceso ordinario de responsabilidad, como podría ser una acción de reparación directa, una acción de nulidad y restablecimiento del derecho, una demanda de responsabilidad civil, una acción contractual, puesto que en estos procesos EL JUEZ SE PRONUNCIA SOBRE LA RESPONSABILIDAD DEL DEMANDADO.
Para poder analizar la conducta de mi prohijado transcribimos los artículos de la ley 678 de 2001, que hablan sobre la culpabilidad en la acción de repetición así:

(…)

· CON RESPECTO AL DOLO
1. Mi prohijado no obro con desviación de poder y de todas formas no se ha proferido decisión de ninguna autoridad que así lo determine.

2. No se expidió ningún acto administrativo viciado de nulidad por falsa motivación o aun cuando menos no hay decisión judicial que así lo respalde.

3. No se expidió ningún acto administrativo que ocultara hechos a la administración, es más, se ha demostrado hasta la saciedad que la misma entidad demandante no habían registros sobre el estado de embarazo de la demandante en lo laboral.

4. No existe ningún pronunciamiento de ninguna autoridad disciplinaría sobre los hechos expuestos en el presente proceso.

5. No se expidió ninguna decisión con desconocimiento arbitrario de norma alguna, es decir, no pude atribuirse actos contra derecho cuando no obraba prueba que permitiera haber podido tomar o sustentar alguna acción diferente.
· CON RESPECTO A LA CULPA GRAVE
1. No existió violación de las normas de derecho, pues no puede haber culpa sin el elemento cognitivo necesario.

2. No existió abuso de las competencias o funciones del cargo desempeñado por mi prohijado.

3. No existió omisión alguna por parte de mi prohijado, pues siempre actuó de acuerdo a sus limitaciones tanto funcionales como de conocimiento factico sobre las decisiones tomadas.

4. No existió violación alguna sobre el debido proceso.
Como puede verse no existe mérito alguno que nos permita concluir que existió dolo o culpa grave por parte de mi prohijado el Señor JOREGE HUMBERTO PACHON BIUTRAGO, pues todos sus actos se enmarcaron dentro de los criterios legales y dentro de la oportunidad debida, habiendo actuado en total apego a lo factico y jurídico que sustentaron sus decisiones.

2. SOBRE LOS REQUISITOS OBJETIVOS DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN:

Siguiendo con el estudio de la demanda, resulta necesario dirigir la atención a otro punto que sin lugar a duda es el que impide que las pretensiones tengan prosperidad, y ello es la falta de idoneidad de documentos probatorios tales como: certificados de egreso, sendas copias de las resoluciones y decisiones de aprobación de los juzgados laborales y por último se allega copia de otras copias de egreso mediante la cual se da cumplimiento de una transacción que obligo al Estado por los derechos laborales desconocidos, los cuales no pueden llegar a demostrar los requisitos objetivos o subjetivos de la acción, pues además debemos resaltar, que si bien es cierto a lo largo del proceso, se ha hecho referencia al pago de las sumas que fueron aprobadas, dicho pago no se ha demostrado, y sin ésta prueba no es posible que las pretensiones de la demanda que en éste momento nos ocupa puedan prosperar, tal y como lo ha hecho saber el Honorable Consejo de Estado, cuando manifestó
: (…)Posición ésta que ya había sido planteada por esa misma corporación en fallo dentro del expediente 16887, donde manifestó: (…)

Así las cosas, tenemos que el Honorable Consejo de Estado ha reiterado ampliamente que para que se entienda satisfecho éste requisito, es decir, la prueba del pago de las condenas o conciliaciones, se requieren documentos provenientes del acreedor en los cuales se manifieste que se cumplió a satisfacción la obligación originaria de la acción de repetición, hecho que notoriamente falta el proceso que en contra de mi poderdante se sigue.

Tenemos entonces, que dentro del proceso no se ha acreditado por los medios establecidos como ¡dóneos para demostrar el pago efectivo de la obligación, entonces mal podría su señoría acceder a las pretensiones de la demanda, cuando las mismas carecen por completo de apoyo probatorio.

La prueba del pago, además de consistir efectivamente en la orden de pagar la suma de dinero, también debe incluir el recibo de pago y paz y salvo correspondiente emanado del acreedor.

Así lo ha establecido, insistimos, en otra Sentencia el Consejo de Estado el 27 noviembre de 2006, Concejero Ponente Ramiro Saavedra becerra. Radicación No 11001-C3-26000-2002-0000—01 (22099) H. Consejo De Estado, al señalar:
(…)

En conclusión, si bien, en los términos del artículo 187 del C.P.C, el Juez debe efectuar un análisis integral de las pruebas obrantes en el proceso; lo cierto es que al tenor de la jurisprudencia y las normas antes señaladas, el pago de sumas de dinero debe demostrarse a través de los instrumentos establecidos para ello, esto es, el recibo paz y salvo, comprobante de egreso, consignación o certificación firmada por el acreedor o beneficiario; y no inferir dicho pago o colegirlo, a través de otros medios probatorios como lo sería una resolución o constancias de egreso expedidos por la misma entidad demandante o el formato diligenciado únicamente por dicha autoridad. En consecuencia, el problema jurídico anteriormente planteado ha de resolverse de manera negativa, esto es, concluyendo que no se probó la responsabilidad que se le endilga a mí prohijado por cuanto siendo fundamento de esta el detrimento patrimonial sufrido por la entidad, el mismo no se acredito en el presente caso, según lo ya esbozado.
PETICIONES

1.
Que sean declaradas las excepciones propuestas en la contestación de la demanda y por tanto se absuelva de toda responsabilidad a mi prohijado el Señor LUIS HUMBERTO PACHON BUITRAGO.

2.
En consecuencia de los manifestado por esta defensa, no resta más que solicitar a su honorable dignidad, que se profiera sentencia que desestime las pretensiones, y en tal sentido cese el medio de control de repetición en contra del Señor LUIS HUMBERTO PACHON BUITRAGO, toda vez que dentro del proceso no se han reunido los requisitos mínimos establecidos por la Ley, así como las estimadas por el Honorable Consejo de Estado en sentencias proferidas conocedoras de situaciones que tenían iguales sustentos probatorios y que terminaron en fallos que no acogieron las pretensiones planteadas.

3.
Que sea condenada en costas y agencias de derecho a la Entidad Demandante”.
6.3. PARTE DEMANDADA YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ (folios 231 a 233 del cuaderno principal)
La apoderada de la demandada radicó alegaciones de conclusión el 29 de Septiembre de 2014, de la siguiente manera:

“ANÁLISIS PROBATORIO

A.
LO QUE NO SE PROBO EN ESTE PROCESO:

•
El nexo causal entre la respuesta a un derecho de petición y el detrimento patrimonial del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional.

•
Que la señora Mesa Soler hubiera informado de su estado de embarazo a los encargados del personal del Fondo Rotatorio de la Policía.

•
Que la actuación de mi representada Yudy Angélica Romero Jiménez, hubiere sido calificada de dolosa o gravemente culposa.

•
Que el derecho de petición hubiera originado un daño a la administración.

•
Que el proceso laboral No. 2010- 447, en el marco del cual se realizó la conciliación judicial por valor de $35.000.000.=, estuviere condenado a acceder a las pretensiones de la demandante y por lo tanto la única alternativa fuera la conciliación.

B.
LO QUE SE PROBO.

•
De acuerdo a las resoluciones (Prueba documental): 0299 del 19 de abril que iba hasta el 18 de diciembre de 2004 y la 1760 de 14 de diciembre, que prorrogaban el vínculo del 19 de diciembre hasta el 31 de diciembre, es decir la señora mesa soler inicialmente tuvo un trabajo como supernumeraria por ocho (8) meses y posteriormente se le prorrogo por 12 días más.

•
Indicio- de los hechos probados por las resoluciones antes mencionadas podemos inferir:

a)
Que a la señora Mesa Soler en el mes de diciembre de 2004 si ya se encontraba embarazada nunca fue violentada en su protección a la maternidad porque se le prorrogo la vigencia de la contratación inicial.

b)
Que el trabajo para el que fue contratada había terminado, al prorrogar la vigencia de la resolución 0299, por solo 12 días más, teniendo en cuenta que la misma naturaleza de esta figura "supernumerarios" implica la ausencia de necesidad de un empleador particular de contratar personal de manera permanente por ser la actividad contratada solo temporal.
· Con las documentales ACUERDO DE TRANSACCIÓN Y CONCILIACIÓN, CERTIFICADO DE PAGO DEL FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA, ORDEN DE PAGO, el NEXO CAUSAL existe entre el detrimento patrimonial de la administración y acuerdo de TRANSACCIÓN Y CONCILIACIÓN, que también podríamos decir se realizó a la ligera.

· Del testimonio del señor JOSÉ ALBERTO BERMÚDEZ, quien fue jefe de producción de la fábrica de confecciones del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional que:

a. La oficina jurídica queda distante de la fábrica de construcciones.

b. Que los encargados de las situaciones con el personal son el grupo de gestión humana que de haber recibido información sobre el estado del embarazo de la señora Mesa Soler hubieran procedido de conformidad.

PETICIÓN

Por las razones expuestas solicito al señor juez sean declaradas las excepciones propuestas con la contestación”.
6.4. PARTE DEMANDADA LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO (Folios 235 a 242 del cuaderno principal)
Se radicó escrito con alegaciones de conclusión el 29 de Septiembre de 2014, en los siguientes términos:

“II. ALEGACIONES FINALES

i. Sobre el acervo probatorio existente


- Sobre el estado de gestación de la supernumeraria Aura Isabel Mesa Soler

Del acervo documental existente en el plenario se tiene la certeza que en la carpeta de la hoja de vida de la señora Aura Isabel Mesa Soler, no existe certificación o documento alguno en el que se deje constancia de que hubiera informado a sus superiores o al Coordinador del Grupo de Talento Humano o al Director General de su estado de gravidez. De igual forma tampoco consta en su folio de hoja de vida que la EPS FAMISANAR la hubiera atendido por encontrarse en estado de gestación y que se le haya diagnosticado alguna complicación. La oficina de Salud Ocupacional de la fábrica de confecciones se pudo determinar que la señora Aura Isabel mesa Soler, tuvo varias incapacidades, exactamente seis (6). Pero de estas 6 incapacidades que fueron radicadas en el libro de esa dependencia, se observaron que fue atendida por unas complicaciones de Rinorea Hialina y Asma, pero ninguna por problemas de su estado de embarazo.

Esta situación es reconocida por la entidad demandante en varios documentos que se allegaron al proceso, como lo es Acta de comité de conciliación judicial elaborada 06/12/de 2010 y en el mismo escrito de demanda hechos 6,7, y 8.
- Sobre el retiro de la supernumeraria Aura Isabel Mesa Soler

De la documental existente en el plenario se tiene certeza de que el motivo por el cual fue retirada del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional fue debido al tiempo de su nombramiento como supernumeraria, en cual se estableció en la Resolución 1760 del 30 de septiembre de 2004, más no por su estado de embarazo el cual no fue conocido en ningún momento ni siquiera por sus superiores menos aún por el personal de la Oficina Jurídica de la entidad.

Esta situación es reconocida por la misma entidad en escrito del Acta de comité de conciliación judicial elaborada 06/12/de 2010 y en escrito de demanda visible hecho 4: "En la carpeta de la hoja de vida de la señora Aura I Mesa Soler, no existía certificación o documento alguno en el que se dejara constancia de que hubiera informado a sus superiores o al coordinador del Grupo de Talento Humano o al Director General su estado de gravidez".
- Sobre el conocimiento de estado de gravidez de la señora Aura Isabel Mesa Soler, por parte de la Dra Luz Mery Hernández Bello.

Mi representada no tuvo ningún conocimiento sobre el estado de Gravidez de la señora Aura Isabel Mesa Soler, toda vez que no ejercía ningún control sobre los empleados de la entidad, ni sobre su situación administrativa. Lo anterior se puede cotejar con el manual de funciones que le corresponde a la Jefe Asesora Jurídica de la entidad, en el cual no hace alusión a administración de talento humano de la entidad.
Jurisprudencia Constitucional establece para dichas circunstancias, citándose expresamente la Sentencia T-501 de 2004 MP. Clara Inés Vargas Hernández, la cual contiene un estudio de la linea jurisprudencial sobre este tópico. Pues dicha línea Jurisprudencial exige el cumplimiento de los siguientes requisitos para amparar los derechos de una trabajadora en estado de embarazo:
(…)

La decisión tomada a través de la acción de tutela fallada a favor de la señora Deíssy Amanda Martínez Corredor, exigía jurídicamente unos requisitos que en el caso de la señora Mesa Soler no existían, tal y como lo reconoce la misma entidad demandada en su escrito de demanda acápite de hechos numerales 4,5 y 6.

Por lo tanto, la entidad demandada no puede exigir que se hubiese decidido con UNIFORMIDAD, la petición realizada por la señora MESA SOLER, en virtud de lo decidido por el Juez a favor de la señora Deissy Amanda Martínez Corredor, pues como se encuentra demostrado, no existía identidad fáctica, entre dichas situaciones, ya que para el caso de la señora Aura Isabel Mesa Soler, es la misma Coordinadora del Grupo de la Fábrica de Confecciones, la Mayor Ingeniera Industrial Ángela Janeth Vera Vásquez, quien certifica que no existía información en soporte físico de la señora Aura Isabel Mesa Soler durante el lapso 2004, siendo esta la única información que se conoció de parte de dicha trabajadora.
ii. Requisitos exigidos para que exista responsabilidad de repetición

Los elementos necesarios y concurrentes definidos para la declaratoria de repetición son los siguientes:

i) La calidad de agente del Estado y su conducta determinante en la condena
La calidad y la actuación u omisión de los agentes del Estado debe ser materia de prueba, con el fin de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y de su participación en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina, determinante de la responsabilidad del Estado.

ii) La existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o de cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere la obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado.
Sobre este mismo Ítem, es erróneo pretender hacer ver como hecho notorio el presunto conocimiento que debía tener mi representada como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del esta de gravidez de la señora Mesa Soler, toda vez que como lo afirmó en declaración del 09 de septiembre de 2014 el señor José Alberto Bermúdez, las instalaciones de la fábrica de confecciones del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional se ubica en dirección diferente al lugar físico en el cual desarrollaba sus funciones la Dra. Luz Mery Hernández Bello, por lo tanto le era Imposible conocer tan siquiera al personal supernumerario y menos aún las condiciones en las cuales laboraban.
· Sobre el conocimiento de la petición elevada por la señora Mesa Soler y de la respuesta dada por la entidad

En primer lugar acuso de la existencia de MALA FE en el actuar particular de la señora Aura Isabel Mesa Soler, pues si lo que deseaba era la protección en su estado de gestación y posteriormente en su licencia de maternidad, debió en primer lugar notificar al empleador de su estado de gravidez de inmediato a su conocimiento o exigir el amparo de sus derechos de inmediato o en un tiempo próximo, pero no esperar casi lo tres años para que no le prescribiera el derecho, e interrumpir la misma con la petición radicada el día 6 de noviembre de 2007, luego que su vínculo laboral con la entidad terminara en diciembre del año 2004.

En segundo lugar, mí representada en su momento otorgó el visto bueno a una respuesta legal y ajustada en su motivación a los hechos y pruebas que existían en su momento, pues la respuesta redactada por la profesional competente se encontraba fundada en razones tácticas y jurídicas reales y legales como en efecto lo era que el retiro de la entidad de la supernumeraria se causó debido al vencimiento del término de duración señalado en el acto administrativo por el que se produjo la vinculación y posterior prorroga.
· Sobre la imputación hecha en la demanda a la Doctora Luz Mery Hernández Bello sobre el conocimiento de un caso según la entidad accionante similar al de la señora Mesa Soler

En primer lugar la tutela que cursó como mecanismo transitorio en el Juzgado Quinto Penal Municipal, con decisión de fecha marzo 22 de 2006, y en la cual se decidió amparar los derechos laborales de la señora Deissy Amanda Martínez Corredor se logró demostrar que efectivamente la trabajadora había informado de su estado de gravidez de forma personal a su superior, el señor Mayor Alejandro Ortiz Peláez y que precisamente fue este hecho el que provocó su desvinculación, taxativamente dice:
(…)

De igual forma, se establece en dicha providencia judicial que la misma se decide, bajo los requisitos que la La entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma de dinero derivada de la condena judicial impuesta en su contra, en sentencia debidamente ejecutoriada, o de una conciliación o de cualquier otra forma de terminación de un conflicto.
iii) El pago efectivo realizado por el Estado.
La entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo que hubiere realizado respecto de la suma dineraria que le hubiere sido impuesta por una condena judicial o que hubiere asumido en virtud de una conciliación, a través de una prueba que, en caso de ser documental, generalmente  suele constituirse por el acto mediante el cual se reconoce y ordena el pago en favor del beneficiario y/o su apoderado y por el recibo de pago o consignación y/o paz y salvo gue deben estar suscritos por el beneficiario.

iv) La cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa.
La entidad demandante debe probar que la conducta del agente o ex agente del Estado fue dolosa o gravemente culposa conforme a las normas que para el momento de los hechos sean aplicables”.

En primer lugar esta defensa técnica es enfática en afirmar la inexistencia en el caso que nos ocupa, de los elementos que se exigen para declarar la responsabilidad de un agente del Estado a través del mecanismo de control de repetición.

1.  En relación al elemento subjetivo exigido como la cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa.

Tendremos que manifestar que no se cumple por parte de la señora LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO con este requisito de la acción de repetición. NO EXISITÍO EN LA CONDUCTA DE MI REPRESENTADA COMO JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA DEL FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL, UN ACTUAR A TÍTULO DE DOLO NI CULPA GRAVE QUE DETERMINARA EL DAÑO OCASIONADO POR EL ESTADO.

Pretende la Entidad demanda hacer ver que mí representada, al cumplir con su función como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional para la época de la desvinculación de la señora Aura Isabel Mesa Soler y para la fecha en que la misma realizó la reclamación, actúo con culpa grave . Situación que no es cierta.

En primer lugar, mi representada jamás se enteró del estado de gravidez de la señora Aura Isabel Mesa Soler, situación que es reconocida por la misma entidad demandante en los hechos 4,5 y 6, de la demanda. Y no conoció dicha situación, toda vez que jamás le fue comunicado ni por la trabajadora, ni por su superior, ni por ninguna otra área, sección o departamento de la Institución sobre dicha novedad.

Asi mismo y como lo podrá observar el Despacho, dentro de sus funciones como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, no se encuentra alguna relacionada a la administración de talento humano, por lo tanto el seguimiento realizado a los trabajadores de la entidad y las condiciones de su vinculación y terminación de la misma no era de su resorte e injerencia. Tampoco se puede exigir su conocimiento de la situación como hecho notorio , pues mi representada como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica no tenía por razones físicas, de logística y estructurales de la entidad encuentros de ningún tipo con las trabajadoras de la fábrica de confección, pues las oficinas donde ejerció su labor quedaban en una sede o edificio diferente a las instalaciones de la fábrica de confecciones, por lo tanto mi apoderada jamás observó los cambios físicos que presumimos debió tener la señora Aura Isabel Mesa Soler debido a su estado de gestación.

De esta forma, la conducta desplegada por la Doctora Luz Mery Hernández Bello, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica nunca fue encaminado a determinarle un daño a la señora Mesa Soler, y jamás a TÍTULO DE DOLO NI CULPA GRAVE.

La Ley 678 de 2001, sobre el Dolo y la Culpa grave, establece:
(…)

•
Con respecto al Dolo:
1.
Mi prohijada no obró con deviación de poder y de todas formas no se ha proferido decisión de ninguna autoridad que asi lo determine.

2.
No se expidió ningún acto administrativo viciado de nulidad por falsa motivación o aun cuando menos no hay decisión judicial que así lo respalde.

3.
No se expidió ningún acto administrativo que ocultara hechos a la administración, es más, la misma entidad demandada manifiesta que aún no se encuentra sustento de información sobre embarazo de la Señora AURA ISABEL MESA SOLER.

4.
No existe ningún pronunciamiento de ninguna autoridad disciplinaría sobre los hechos expuestos en el presente proceso.

5.
No se expidió ninguna decisión con desconocimiento arbitrario de norma alguna, es decir, no pude atribuirse actos contra derecho cuando no obraba prueba que permitiera haber podido tomar o sustentar alguna acción diferente.
•
Con respecto a la Culpa Grave:
1.
No existió violación de las normas de derecho, pues no puede haber culpa sin el elemento cognitivo necesario. La respuesta dada a la señora MESA SOLER, en su momento tuvo como fundamento motivos legales y tácticos, ratificados por la misma entidad demandante. De esta forma fue ajustada a derecho.

2.
No existió abuso de las competencias o funciones del cargo desempeñado por mi prohijada.

3.
No existió omisión alguna por parte de mi prohijada, pues siempre actuó de acuerdo a sus limitaciones tanto funcionales como de conocimiento táctico sobre las decisiones tomadas.
4. No existió violación alguna sobre el debido proceso.

Como puede verse no existe mérito alguno que nos permita concluir que existió dolo o culpa grave por parte de mi prohijada.

III. PETICIÓN

Solicito respetuosamente al señor Juez emitir sentencia en la cual se absuelve de cualquier clase de responsabilidad a la señora Luz Mery Hernández Bello como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional en fecha de autos, debido a la conciliación realizada por dicha entidad, la cual decidió unilateralmente conciliar la suma de $35.000.000 con la señora Aura Isabel Mesa Soler”
6.5. MINISTERIO PÚBLICO 
Dentro del término concedido la agente del Ministerio Público no radicó concepto en el asunto de la referencia.
7. TRAMITE PROCESAL 

6.1. Mediante escrito radicado ante la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Bogotá (folios 8 a 20 cuaderno principal) el 05 de Marzo de 2013, el FONDO ROTATORIO  DE LA POLICÍA NACIONAL; promovió acción contencioso administrativa por el medio de control de Repetición contra LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO y YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ. 

6.2. Con providencia de fecha 21 de Marzo de 2013 (folios 24 a 26 vueltos del cuaderno principal), se inadmitió la acción de la referencia; con memorial radicado el 03 de Abril de 2013, el apoderado de la parte actora allegó escrito subsanando los defectos señalados por el Despacho. 

6.3. Habiendo verificado la existencia de los requisitos legales de que tratan los artículos 161 a 167 del CPACA, el Despacho admitió la demanda mediante auto del 14 de Mayo de 2013 (folios 35 y 36 vueltos del cuaderno principal).

6.4. A LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO se le notificó personalmente del auto admisorio de la demanda el día 10 de Septiembre de 2013, de conformidad con el acta visible a folio 103 del cuaderno principal.

6.5. A LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO, se le notificó personalmente de la admisión de la demanda el 07 de Octubre de 2013, conforme a folio 105 del cuaderno principal. 
6.6. El apoderado de LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO contestó demanda el 22 de Octubre de 2013 proponiendo excepciones (folios 107 a 121 del cuaderno principal), en tiempo.

6.7. Por Secretaría se corrió traslado a la parte demandante, como se observa a los folios 122 y 123 del cuaderno principal.
6.8. El apoderado de la parte demandante se manifiesta sobre las excepciones propuestas mediante escrito de fecha 01 de Noviembre de 2013 (folios 124 a 128 del cuaderno principal).
6.9. A YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ, se le notificó por aviso la admisión de la demanda el 13 de Noviembre de 2013, conforme al folio 131 del cuad. ppal.
6.10. Al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se le notificó por aviso el día 13 de Noviembre de 2014, de conformidad con el acta visible a folio 130 del cuaderno principal, sin  que se haya hecho pronunciamiento alguno.
6.11. La apoderada de LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLOS contestó  la demanda proponiendo excepciones el 18 de Noviembre de 2013 (folios 134 a 152 del cuaderno principal), en tiempo.

6.12. Por Secretaría se corrió traslado de las excepciones propuestas, como se observa a folios 156 y 157 del cuaderno principal.
6.13. El apoderado de la parte demandante se manifiesta sobre las excepciones propuestas mediante escrito de fecha 11 de Diciembre de 2013 (folios 158 a 162 del cuaderno principal).
6.14. La apoderada de YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ contestó la demanda proponiendo excepciones el 14 de Enero de 2014 (folio 163 a 176 del cuaderno principal), en tiempo, otorgando poder a la abogada VERÓNICA MUÑOZ, folio 132 cuaderno principal.
6.15. Por Secretaría se corrió traslado a la parte demandante de las excepciones propuestas, como se observa a folios 177 y 178 del cuaderno principal.
6.16. Los veinticinco (25) días de traslado común de que trata el art. 199 del CPACA vencieron el 13 de Enero de 2014, y el traslado de treinta (30) días de conformidad  con lo señalado en el art. 172 CPACA concluyeron el 24 de Febrero de 2014.

6.17. Con providencia de fecha 26 de Marzo de 2014, se fijó fecha para llevar a cabo audiencia inicial (folios 180 y 181 vueltos del cuaderno principal).

6.18. En proveído de fecha 27 de marzo de 2014 (folio 183 del cuaderno principal), se ordenó que por secretaría se adelantara nuevamente el traslados de las excepciones propuestas con la contestación de la demanda por parte del apoderado de YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ, orden cumplida conforme se evidencia en el acta visible en el folio 184 del cuaderno principal.

6.19. El apoderado de la parte actora radicó escrito descorriendo el traslado de las excepciones propuestas con la contestación de la demanda el 31 de Marzo de 2014 (folios 185 a 191 del cuaderno principal).
6.20. El 17 de Junio de 2014 (folios 196 a 201 del cuaderno principal) se celebró audiencia inicial de conformidad con lo señalado en el artículo 180 del CPACA, en la cual se abrió el proceso a pruebas y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia de pruebas.

6.21. El 09 de Septiembre de 2014 se celebró audiencia de pruebas tal y como lo indica el artículo 181 del CPACA, tal y como quedó en evidencia en el acta a folio 216 a 217 del cuaderno principal, en la cual se corrió traslado para alegar de conclusión.
6.22. La parte demandante radicó escrito con alegatos de conclusión el 26 de Septiembre de 2014 (folios 220 a 222 vueltos del cuaderno principal), en tiempo.

6.23. El apoderado de la parte demandada – LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, radicó ante la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos el 29 de Septiembre de 2014 (folios 223 a 230 del cuaderno principal), en tiempo.
6.24. La apoderada de la parte demandada – YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ, radicó alegatos de conclusión el 29 de Septiembre de 2014 (folios 231 a 233 del cuaderno principal), en tiempo

6.25. La apoderada de LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO, radicó alegaciones de conclusión el día 29 de Septiembre de 2014 (folios 235 a 242 del cuaderno principal), en tiempo.
8. PRUEBAS RELEVANTES

8.1. Copia simple de la tutela No. 100 – 2006 del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Bogotá, instaurada por Deissy Amanda Martínez Corredor visible en los folios 1 a 11 vueltos del cuaderno de pruebas.
8.2. Copia simple de la Resolución 00941 del 31 de Marzo de 2006, la cual reposa en los folios 12 a 15 del cuaderno de pruebas, por medio de la cual se vincula un personal al servicio de los procesos productivos del Fondo Rotatorio de la Policía y se dictan otras disposiciones en cumplimiento de orden judicial.

8.3. Solicitud de reintegro (derecho de petición)  suscrita por la señora Aura Isabel Mesa Soler (folio 16 vuelto del cuaderno de pruebas).

8.4. Contestación al derecho de petición emitido por el Fondo Rotatorio de la Policía (folio 17 vuelto del cuaderno de pruebas).

8.5. Certificado de disponibilidad presupuestal No. 20110312 suscrito por el Coordinar Grupo Presupuesto del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, folio 22 del cuaderno de pruebas.

8.6. Reporte compromiso presupuestal de gasto – comprobante, visible en el folio 23 del cuaderno de pruebas.
8.7. Copia de la Resolución 00293 del 09 de Mayo de 2014, obrante en los folios  29 y 30 vueltos del cuaderno de pruebas, por medio de la cual se ordena el cumplimiento de una conciliación laboral aprobada judicialmente.

8.8. Certificado de paz y salvo suscrito por la señora AURA ISABEL MESA SOLER (folio 31 del cuaderno de pruebas).

8.9. Certificación de la Coordinación del Grupo de Tesorería del Fondo Rotatorio de la Policía, donde se acredita el pago de la suma de $35.000.000 a favor de AURA ISABEL MESA SOLER, el cual reposa en el folio 32 del cuaderno de pruebas.

8.10. Copia orden de pago del 17 de Mayo de 2011 visible a folio 33 del cuaderno de pruebas.

8.11. Copia Decreto 1284 del 18 de Abril de 2007, por el cual se nombró a LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO como Director del Fondo Rotatorio de la Policía, el cual reposa en el folio 36 del cuaderno de pruebas.

8.12. Copia Resolución No. 0809 del 11 de Agosto de 2004 (folio 37 vuelto del cuaderno de pruebas), por medio de la cual se nombró en el cargo de Jefe de Oficina Código 2045 Grado Salarial 21 a LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO.

8.13. Copia de la orden de servicio No. 049-2007, del 31 de Agosto de 2007 (folios 38 y 39 vueltos del cuaderno de pruebas) por medio de la cual se vinculó como contratista a YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ al Fondo Rotatorio de la Policía.

8.14. Copia del Decreto 2353 de 1971, por medio del cual se reorganizan los Fondos Rotatorios de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, visible en los folios 42 a 49 vueltos del cuaderno de pruebas.   

8.15. Copia del Acuerdo 012 de 2001, por el cual se adoptó el estatuto interno del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional (folios 50 a 58 vueltos del cuaderno de pruebas).

8.16. Manual de funciones correspondientes al empleo de Director de Entidad Descentralizada Código 0015 Grado 20 (folios 59 a 61 del cuaderno de pruebas).

8.17. Manual de funciones correspondientes al empleo de Jefe de Oficina Código 2045 Grado 21 (folios 62 y 63 del cuaderno de pruebas).

8.18. Copias de las actuaciones surtidas dentro del proceso laboral No. 2010-00447 de conocimiento del Juzgado 5º Laboral de Bogotá (folios 65 a 140 del cuaderno de pruebas).

8.19. Certificación emitida por el Banco Caja Social  acerca del monto y fecha de la transacción realizada el día 23 de Mayo de 2011. (folios 142 del cuaderno de pruebas).

8.20. Documentales allegadas por requerimiento hecho por éste Despacho correspondientes al acta de reunión No. 5 del Comité de Conciliación de la entidad, donde se autoriza conciliar con un rango de 30 a 40 millones en el caso de la señora Aura Isabel Mesa Soler (folios 147 a 164 del cuaderno de pruebas).

8.21. Testimonio de JOSÉ ALBERTO BERMÚDEZ, el cual se llevó a cabo en la audiencia de fecha 09 de Septiembre de 2014, conforme quedó consignado en el CD obrante en el folio 218 del cuaderno principal.
9. CONSIDERACIONES

9.1. EL PROBLEMA JURÍDICO 

Establecer si LUIS HUMBERTO PACÓN BUITRAGO y/o LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO y/o YUDY ANGÉLICA ROMERO, son patrimonialmente responsables por los perjuicios económicos presuntamente causados al FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL, como consecuencia del pago de $35´000.000,oo, por concepto de la conciliación aprobada por el Juzgado Quinto (5) Laboral del Circuito de Bogotá dentro del proceso 2010-00447, suma cancelada el 23 de Mayo de 2011 a favor de AURA ISABEL MESA SOLER, o si se presenta algún eximente de responsabilidad o si no se estructuran los elementos que configuran la responsabilidad de los servidores o ex servidores estatales.

NORMAS APLICABLES

Normas Constitucionales
El artículo 90 de la Carta Política de Colombia establece:

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. (Negrillas y subrayado del Despacho).
En cuanto a los servidores públicos y su responsabilidad consagra:
“ARTICULO 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.
(…)

ARTICULO 123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios.

Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento.

La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio.

ARTICULO 124. La ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
NORMAS LEGALES
Frente a la responsabilidad de los agentes del Estado el C.C.A. estipula:

“ARTICULO 77. DE LOS ACTOS Y HECHOS QUE DAN LUGAR A RESPONSABILIDAD. Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la Nación y a las entidades territoriales o descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones públicas, los funcionarios serán responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones.

ARTICULO 78. JURISDICCION COMPETENTE PARA CONOCER DE LA RESPONSABILIDAD CONEXA. Los perjudicados podrán demandar, ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo según las reglas generales, a la entidad, al funcionario o a ambos. Si prospera la demanda contra la entidad o contra ambos y se considera que el funcionario debe responder, en todo o en parte, la sentencia dispondrá que satisfaga los perjuicios la entidad. En este caso la entidad repetirá contra el funcionario por lo que le correspondiere.
ARTICULO 86. ACCION DE REPARACION DIRECTA. La persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño cuando la causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa.

Las entidades públicas deberán promover la misma acción cuando resulten condenadas o hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor público que no estuvo vinculado al proceso respectivo, o cuando resulten perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
La Ley 1437 de 2011, en su artículo 142 señala:
“Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado.

La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública.

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del daño”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
9.2. JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO
El máximo tribunal de lo contencioso administrativo
 ha definido la acción de repetición en los siguientes términos:

“La acción de repetición es una acción autónoma, por medio de la cual la administración puede obtener de sus agentes el reintegro del monto de la indemnización, que ha debido reconocer a un particular en virtud de una condena judicial. (…) Es una acción con pretensión eminentemente resarcitoria o indemnizatoria, cuya finalidad es la protección del patrimonio público. En cuanto a la responsabilidad del servidor público, es de carácter subjetiva puesto que procede sólo en los eventos en que el agente estatal haya actuado con dolo o culpa grave, en los hechos que dieron lugar a la condena al Estado”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
Respecto a la evolución legal del medio de control de repetición, la Jurisprudencia del Consejo de Estado,
 ha señalado:
“Desde 1976, en el Estatuto Contractual de la Nación (decreto ley 150), se instituyó la responsabilidad de los agentes estatales de forma solidaria con la entidad condenada. Sin embargo, dicha responsabilidad fue parcial puesto que se circunscribió a la actividad contractual. Posteriormente, el decreto ley 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo) en sus artículos 77 y 78, estableció la posibilidad de que la entidad pública condenada, acudiera por vía judicial, a repetir contra el funcionario que con su conducta dolosa o gravemente culposa, hubiere dado lugar a la condena. Contrario a la legislación anterior, no se constituyó una responsabilidad solidaria, porque en el evento de declararse la misma respecto de una entidad estatal y un agente público, la condena sólo se imponía en contra del ente y no del funcionario, sin perjuicio de que aquella pudiese obtener el reembolso correspondiente de éste. Igualmente, los artículos 102 del decreto 1333 y 235 del decreto 1222 de 1986, como normas especiales, establecieron la obligación de los municipios y departamentos de repetir por el valor pagado contra aquellos funcionarios que dieran lugar a condenas originadas en elecciones, nombramientos o remociones ilegales. La importancia de la responsabilidad de los servidores públicos se hizo tan relevante que trascendió del campo legal al constitucional y dio lugar a su consagración en el inciso 2° del artículo 90 de la Constitución Política de 1991. (…) El mandato del inciso 2° del artículo 90 de la Constitución Política se desarrolló a través de la ley 678 de 2001 que estableció tanto los aspectos sustanciales, tales como el objeto (artículo 1°), definición (artículo 2°), finalidades (artículo 3°), obligatoriedad (artículo 4°), presunciones de dolo y culpa grave (artículos 5° y 6°), como aspectos procesales (capitulo II) de la acción de repetición”. (Subrayado y negrillas del Despacho).
Sobre el mismo tema la sentencia del 28 de Febrero de 2013
, prescribió:

“Sin perjuicio de las particularidades de la regulación del artículo 90 superior, desde antes de su entrada en vigencia, el ordenamiento jurídico contemplaba la posibilidad de obtener la declaratoria de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado, con fundamento en los artículos 20, 51 y 62 de la Constitución de 1886 que en correspondencia con el Decreto-ley 01 de 1984 dejaron sentado el marco para establecer la responsabilidad de los funcionarios por los daños ocasionados por sus actuaciones dolosas o gravemente culposas en ejercicio de sus funciones, al tiempo que introdujo la posibilidad de demandar ante la jurisdicción contenciosa a la entidad y al funcionario causante del perjuicio, con la precisión de que, en los eventos en los cuales resultare condenada la entidad, podría repetir lo pagado contra este. Con fundamento en la Constitución Política de 1991, la Ley 80 de 1993 reguló lo atinente a la responsabilidad de los servidores públicos,  contratistas, consultores, interventores y asesores con ocasión de la actividad contractual del Estado; la Ley 136 de 1994 incluyó la repetición dentro de los principios rectores de la Administración Municipal; la Ley 270 de 1996 reguló la procedencia de la misma acción frente a funcionarios y empleados judiciales y la Ley 446 de 1998 impuso el deber de acudir en repetición, siempre que las entidades públicas resultaren condenadas o hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor, para lo cual atribuyó competencia y señaló un término de caducidad”. (Subrayado y negrillas del Despacho).
En cuanto a la vigencia y el alcance de la ley 678 de 2001, vale la pena indicar el contenido de la sentencia del Consejo de Estado
, en la que se señaló:
“A su turno la Ley 678 de 2001 reguló lo concerniente a la acción de  repetición, tanto en los aspectos sustanciales y procesales, al tiempo que precisó su alcance. Ahora, sabido es que las leyes sustanciales no tienen efectos retroactivos, salvo en materia penal o laboral, cuando resultan beneficiosas a la parte débil de la relación jurídica que se pretende resolver; de tal suerte que, dado el carácter impositivo y retaliatorio de la ley en comento, en cuanto trata de hacer efectiva una condena de orden patrimonial, las previsiones de la Ley 678 no le resultan aplicables al actor, excepto en los aspectos procesales, estos si de aplicación inmediata, en los términos del artículo 40 de la Ley 153 de 1887. (…) los aspectos sustantivos, particularmente en lo atinente al marco jurídico para calificar la conducta observada por el ex servidor demandado en el mes de octubre de 1995, cuando el mismo profirió la resolución n.° 09597, la Sala no considerará las previsiones de la Ley 678 de 2001, no obstante, tal como lo  demuestra el trámite al que se sujetó desde sus inicios, la ritualidad de este juicio ha seguido en todo las previsiones de la citada disposición. En ese orden de ideas, unas son las normas que se tomarán en cuenta para analizar la conducta del actor en octubre de 1995 y otras las adoptadas para  la sustanciación y ritualidad del juicio. Siendo así, para efecto de determinar si el actor deberá ser condenado a responder en repetición, su proceder se analizará a la luz del artículo 90 constitucional y de las previsiones de los artículos 77 y 78 del Decreto 01 de 1984, empero lo que concierne a la competencia, caducidad y procedimiento se resolverá como hasta la fecha, con fundamento en las previsiones de la Ley 678 de 2001”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
9.3. Finalidad de la Acción de Repetición

La Corte Constitucional, en la sentencia C-778 de 2003 definió la acción de repetición así: 

“… la  acción de repetición se define como el medio judicial que la Constitución y la ley le otorgan a la Administración Pública para obtener de sus funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto de la indemnización que ha debido reconocer a los particulares como resultado de una condena de la jurisdicción de lo contencioso administrativo por los daños antijurídicos que les haya causado”. (Subrayado del Despacho).
Reiteración de lo anterior se colige de lo consignado por el Consejo de Estado en sentencia del 13 de Noviembre de 2008
, que prescribió:

“La acción de repetición es el mecanismo judicial dispuesto por la Constitución, y desarrollado por la ley, para efectos de que el Estado recupere de sus servidores o ex-servidores públicos o de los particulares que cumplen funciones públicas, los dineros que ha pagado en razón de las condenas impuestas a través de una sentencia, acta de conciliación o cualquier otro mecanismo alternativo de solución de conflictos, a efectos de resarcir los daños antijurídicos que le han sido imputados. Considerando que el actuar del Estado se ejecuta a través de personas naturales, éstas podrán declararse patrimonialmente responsables, cuando con sus actuaciones u omisiones, calificadas como dolosas o gravemente culposas, se haya causado un daño antijurídico. La acción de repetición se erige, entonces, como el mecanismo procesal especial con que cuenta el Estado para proteger el patrimonio público, pues, sustentado en la responsabilidad patrimonial de los servidores y ex-servidores públicos, tiene el derecho-deber de acudir ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para que se declare responsable al sujeto, que con su actuar doloso o gravemente culposo, ha causado un daño antijurídico por el cual -el Estado- ha respondido. El objeto de la acción de repetición se encamina a la protección directa del patrimonio y de la moralidad pública y, además, estimula el correcto ejercicio de la función pública. Sumado a lo anterior, un efecto indirecto de esta acción se dirige a la reducción del manejo indebido de los dineros y bienes públicos, pues este mecanismo procesal se establece como la herramienta propicia para que las entidades públicas actúen contra los agentes que por conductas arbitrarias han generado una condena en contra del Estado, más aún, cuando se cuenta con la posibilidad de perseguir, directamente, su patrimonio, a través de medidas cautelares o de la ejecución de la sentencia. De conformidad con lo anterior, cuando una entidad pública interpone una acción de repetición, ejerce el derecho Constitucional de acudir a la jurisdicción, para efectos de subsanar el desmedro patrimonial acaecido en razón del pago indemnizatorio realizado”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
Según la ley 678 de 2001, la acción de repetición es el medio judicial que la Constitución y la ley le otorgan a la administración pública para obtener de sus funcionarios o ex funcionarios, agentes o ex agentes el reintegro del monto de la indemnización que ha debido reconocer a los particulares como resultado de un pago por los daños antijurídicos causados en ejercicio de funciones públicas o con ocasión a ellas, haya actuado con dolo o culpa grave.

Según esta ley, la finalidad de la acción de repetición es el interés público, comprendido como protección del patrimonio estatal, siendo un mecanismo útil para el control de la corrupción. Puede entenderse como un control por vía negativa, ya que a través del castigo pecuniario a personas que ejercen o ejercieron funciones públicas se va obteniendo que las mismas eviten cometer conductas representativas de daño a los particulares que requieren de indemnización por parte del Estado. A su vez los principios rectores son los de moralidad y eficiencia, y los fines de la acción son preventivos y retributivos.
A su vez los artículos 77 y 78 del Código Contencioso Administrativo que regulan la responsabilidad patrimonial de los funcionarios por los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones, así como la facultad de la entidad condenada a repetir en contra de aquél por lo que respectivamente le correspondiere. El Código Contencioso Administrativo consagró la posibilidad de que la entidad pública condenada en un proceso de responsabilidad contractual o extracontractual, pudiera repetir contra el funcionario que con su conducta dolosa o gravemente culposa hubiera ocasionado o propiciado la condena. Adicionalmente señaló, que en el evento de declaratoria de responsabilidad, la sentencia dispondrá que los perjuicios fueren pagados por la entidad, para que posteriormente ésta pudiera repetir contra el funcionario responsable
. 

9.4. Componentes de la responsabilidad de los funcionarios públicos
Los artículos 2 y 4 de la Ley 678 de 2001 señalan: 

“Artículo 2. La acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial. (…) 

Artículo 4 Obligatoriedad. Es deber de las entidades públicas ejercitar la acción de repetición o el llamamiento en garantía, cuando el daño causado por el Estado haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes. El incumplimiento de este deber constituye falta disciplinaria.

El comité de conciliación de las entidades públicas que tienen el deber de conformarlo o el representante legal en aquellas que no lo tengan constituido, deberá adoptar la decisión respecto de la acción de repetición y dejar constancia expresa y justificada de las razones en que se fundamenta.”.
En armonía con la norma anterior, el artículo 7 de la citada ley, estableció que:

“Jurisdicción y competencia. La jurisdicción de lo contencioso administrativo conocerá de la acción de repetición.

Será competente el juez o tribunal ante el que se tramite o se haya tramitado el proceso de responsabilidad patrimonial contra el Estado de acuerdo con las reglas de competencia señaladas en el Código Contencioso Administrativo.

Cuando la reparación patrimonial a cargo del Estado se haya originado en una conciliación o cualquier otra forma permitida por la ley para solucionar un conflicto con el Estado, será competente el juez o tribunal que haya aprobado el acuerdo o que ejerza jurisdicción territorial en el lugar en que se haya resuelto el conflicto”.

De acuerdo con lo establecido en los artículos en cita, para que una entidad pública pueda ejercer la acción de repetición, deben concurrir y reunirse los presupuestos y requisitos a saber: a) Que una entidad pública haya sido condenada a reparar los daños antijurídicos causados a un particular; b) Que la entidad haya pagado a la víctima del daño la suma determinada en la sentencia condenatoria y c) Que la condena y/o conciliación se haya producido a causa de la conducta dolosa o gravemente culposa de un funcionario o ex funcionario o de un particular que ejerza funciones públicas.
En efecto, el Consejo de Estado
 se ha pronunciado frente a los requisitos para la procedencia de la acción de repetición, en los siguientes términos:

“Para que una entidad pública pueda repetir contra el funcionario o ex funcionario, es necesario que concurran los siguientes requisitos: 1 Que una entidad pública haya tenido que reparar los daños antijurídicos causados a un particular, en virtud del reconocimiento indemnizatorio impuesto judicialmente por el Estado en una condena, o reconocido a través de una conciliación u otra forma de terminación del conflicto. 2 Que se haya establecido que el daño antijurídico fue consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente o antiguo ex agente público. 3 Que la entidad condenada haya pagado la suma de dinero determinada por el juez en su sentencia. (…) para que proceda la acción de repetición, el Estado debe haber sido condenado a la reparación de un daño antijurídico, que éste haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente o antiguo ex agente público y que la entidad condenada efectivamente hubiere pagado la suma de dinero determinada por el juez en su sentencia. Todo esto debe ser probado en el proceso por la entidad demandante, mediante el aporte de copias auténticas de la sentencia ejecutoriada que impuso la condena, de los actos administrativos que reconozcan la indemnización y de los documentos que demuestran de manera idónea la efectiva cancelación de la condena. De no acreditarse en debida forma lo anterior, las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar y se imposibilita la declaratoria de responsabilidad del funcionario estatal y la condena a resarcir el daño causado al patrimonio público”. (Negrillas y subrayado del Despacho). 

En cuanto a la noción de dolo o culpa en el actuar del agente y/o servidor del Estado, la jurisprudencia
 ha señalado:
“Sobre el actuar doloso o gravemente culposo del agente estatal, segundo requisito previsto por la Constitución Política frente a la acción de repetición, está relacionado directamente con la responsabilidad del agente estatal, esto es, con el resultado de un juicio subjetivo sobre su conducta -positiva o negativa-, como fuente del daño antijurídico por el cual resultó condenado el Estado. Bajo este entendimiento, prescribe la norma Constitucional que la prosperidad de la acción de repetición se fundamenta en el actuar doloso o gravemente culposo del agente estatal, por tanto, si en el resultado del juicio subjetivo de responsabilidad no se determina que la conducta se realizó bajo estos criterios, el Estado no tiene derecho a la reparación de su patrimonio. La Ley 678 de 2001 significó un avance importante en cuanto a la definición y aplicación de los conceptos jurídicos de dolo y culpa grave en la acción de repetición, pues, además de construir un concepto -normativo-, señaló algunas circunstancias en las cuales se presume que la conducta ejercida por el agente estatal es dolosa o gravemente culposa. Respecto al dolo, el inciso primero del artículo 5 de la ley prescribe: “La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.” Seguidamente, dispone las situaciones frente a las cuales se presumirá, estas son: 1. Obrar con desviación de poder; 2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento; 3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración; 4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado y; 5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. En igual sentido, el artículo 6 de la misma ley, dispuso que: “La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.” Y se presumirá en los siguientes casos: 1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho; 2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable; 3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error -inexcusable y; 4. Violar el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal. Cada una de estas presunciones se establecen como criterios de juicio con los que cuentan las entidades públicas y el Juez Contencioso Administrativo, para calificar la conducta del agente estatal. Cabe advertir, que estas causales son de aquellas llamadas “presunciones legales”, esto es, que admiten prueba en contrario durante el respectivo proceso. De otro lado -considerando que la regulación anterior tiene vigencia a partir de la expedición de la Ley 678-, la jurisprudencia ha estructurado los conceptos de dolo y culpa grave a partir del artículo 63 del Código Civil, el cual señala respecto a la segunda -culpa grave-, que se constata cuando los negocios ajenos no son manejados, siquiera, con aquella diligencia que una persona negligente o de poca prudencia suele emplear en los suyos, esto es, aquel descuido o desidia inconcebible, que sin implicar intención alguna de inferir un daño, lo produce. En cuanto al dolo, prescribe que se constituye cuando la persona ejerce su actuación u omisión, con el ánimo consciente de inferir daño a otro o a sus bienes. Bajo este entendimiento, es improcedente confundir o equiparar estos conceptos -dolo y culpa grave- que son netamente civiles, con aquello expuestos en materia penal -como equivocadamente se ha planteado-, pues no debe olvidarse que la naturaleza de la acción de repetición es eminentemente patrimonial o indemnizatoria, mientras que la acción penal, en todo caso punitiva, se fundamenta en la imposición de una sanción o castigo. De conformidad con lo anterior, el juicio subjetivo de responsabilidad que recae sobre el agente estatal demandado en acción de repetición debe construirse bajo diversos criterios, pues para determinar la existencia del dolo o de la culpa grave, el juez debe observar lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001 -a partir de su vigencia-, y además interpretar y aplicar el artículo 63 del Código Civil, y armonizar éstas con los fundamentos Constitucionales de esta acción patrimonial -analizados supra-, pero enfatizando en los postulados de los artículos 6, 91 y 123 de la Carta, los cuales le imponen a los agentes estatales la obligación de actuar conforme al ordenamiento jurídico, situación que lleva a considerar lo dispuesto, incluso, desde los manuales de funciones de la respectiva entidad”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
9.5. Calidad del agente y de su conducta determinante de la condena 

La actuación u omisión de los funcionarios del Estado es materia de prueba, con el fin de brindar convicción sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y su intervención en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina concluyente de la responsabilidad del Estado, adicionalmente se debe acreditar que dentro de las funciones adelantadas e inherentes al cargo desempeñado, estaba la que efectivamente ocasionó el daño que a la postre originó la conciliación pagada por la administración.
9.6. Condena judicial u obligación de pagar una suma de dinero

La Entidad Estatal debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma de dinero derivada de la condena impuesta en su contra por sentencia debidamente ejecutoriada.
Además, la entidad pública tiene que acreditar el pago efectivo de la suma dineraria que le fue impuesta por condena judicial o conciliación, a través de prueba que generalmente es documental, constituida por un acto en el cual se reconoce y ordena el pago a favor del beneficiario y por el recibo de pago o consignación y/o comprobante de egreso que demuestre que efectivamente se cumplió con la obligación de dar. 
Frente a éste tema el Consejo de Estado
 ha apalabrado:

“Conforme lo ha expuesto la reiterada jurisprudencia de la Sala, el pago puede acreditarse a través de cualquier medio de prueba, lo esencial es que el elemento de convicción permita inferir que la obligación ha sido efectivamente satisfecha, esto es, que no exista duda alguna en relación con el hecho de que el beneficiario de la condena ha recibido lo adeudado y, a tal efecto, el interesado puede, bien allegar el documento pertinente suscrito por quien recibió el pago en el cual conste tal circunstancia o bien el paz y salvo expedido por el beneficiario o la declaración de éste en el mismo sentido.(…)”. (Subrayado del Despacho).
El pago en los términos del artículo 1626 del Código Civil, es la prestación de lo que se debe y debe probarlo quien lo alega de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1757 ibídem. Conforme a lo anterior, no basta que la entidad pública con la mera certificación afirme que realizó el pago, es necesario que exista constancia de recibo por parte del acreedor, paz y salvo y/o comprobante de egreso, o cualquier otro documento que el beneficiario de la indemnización recibió efectivamente el valor, requisito indispensable que brinda certeza sobre el cumplimiento de la obligación.

Como quiera que el fundamento de la Acción de Repetición es el reembolso de la suma de dinero pagada por el Estado a un tercero, esta requiere de demostración documental que a la postre permite la terminación del proceso; es decir, se parte de la base de la existencia previa de una deuda cierta ya satisfecha.
9.7. CASO CONCRETO 
9.7.1. Existencia de conciliación celebrada entre el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional
La actuación u omisión de los agentes o ex agentes del Estado es materia de prueba, con el fin de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y su participación en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina determinante de la responsabilidad del Estado.
El Comité de Conciliación del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional a través del Acta de reunión No. 05 del 06 de Diciembre de 2010 (folios 147 a 157 del cuaderno de pruebas), decide conciliar argumentando: “(…) que aunque la entidad no tenía conocimiento del embarazo la ley aduce que después del quinto mes es un hecho notorio por lo que en esas condiciones la demandante tiene argumentos serios para ganar la demanda, se consideró la mala fe de la demandante dado que espero seis años para demandar no sin antes interrumpir la prescripción en el tercer año, mediante un derecho de petición a la entidad que se resolvió negando la pretensión. Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones el Comité de Defensa Judicial y Conciliación habiendo realizado los análisis de los hechos y recomendaciones puestos a consideración decide por unanimidad Conciliar con un rango de 30 a 40 millones”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
En los folios 97 a 98 del cuaderno de pruebas obra el acuerdo de transacción y conciliación celebrado entre AURA ISABEL MESA SOLER y el FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA el cual señala entre sus partes pertinentes:

“(…) ALCANCE DEL PRESENTE ACUERDO: Las partes han decidido transar y conciliar las opuestas pretensiones, incluyendo la totalidad de las pretensiones de la demandante contenidas en la demanda ordinaria que cursa en el Juzgado Quinto (5º) Laboral del circuito de Bogotá, radicado con el número 2010-0447, en especial sobre la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo, la causa de su terminación, el reintegro, el reconocimiento y pago de salarios, auxilio de transporte, vacaciones, primas, auxilio de alimentación, los demás derechos laborales que existen en la entidad, aportes al sistema de seguridad social, indemnizaciones por despido injusto y por mora en el pago de prestaciones, y demás derechos ciertos e inciertos y discutibles. ACUERDO ENTRE LAS PARTES: Los comparecientes de común acuerdo manifiestan lo siguiente: Entre las partes procesales existe controversia en torno a la naturaleza de las actividades que prestó la Demandante  para la entidad Demandada y teniendo en cuenta que se trata de derechos litigiosos, inciertos y discutibles, las partes han resuelto transar y conciliar todas y cada una de las pretensiones contenidas en la demanda ordinaria laboral presentada por Aurora Isabel Mesa Soler en contra del Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, en el Juzgado Quinto (5º) Laboral del Circuito de Bogotá, radicado con el número 2010-0447. Por lo anterior, la entidad Demandada FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL, reconocerá y pagará a favor de AURA ISABEL MESA SOLER, quien se identifica con la cédula de ciudadanía Número 51.816.591 de Bogotá, la suma total de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS MCTE ($35´000.000,oo), la cual no estará sujeta a descuentos  de ninguna naturaleza, los cuales en el evento de existir será cubiertos por la misma entidad. La anterior suma de dinero será pagada dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que profiera el JUZGADO QUINTO (5º) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, en el cual se apruebe la presente conciliación; mediante cheque o transferencia bancaria que la entidad realizará a favor de la demandante. Por la presente conciliación, y una vez recibido el pago, la señora AURA ISABEL MESA SOLER declara a paz y salvo al FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL por todos los derechos conciliados en el presente acto, tanto laborales como de seguridad social, derivados de los servicios que le prestó entre el diecinueve (19) de Abril de dos mil cuatro (2004) y el treinta y uno (31) de Diciembre de dos mil cuatro (2004). Las partes aceptan que una vez producido el auto que apruebe esta conciliación, el presente Acuerdo Transaccional hace tránsito a Cosa Juzgada de conformidad con lo establecido por el artículo setenta y ocho (78) del Código procesal del Trabajo, y presta mérito ejecutivo de acuerdo con la Ley. Las partes acuerdan igualmente que el proceso ordinario laboral se dará por terminado sin costas para las partes”. (Negrillas y subrayado del Despacho). 
El anterior acuerdo suscrito entre Aura Isabel Mesa Soler y el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, fue aprobado mediante providencia dictada el día 26 de Abril de 2011 por parte del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Bogotá, de conformidad con el folio 140 del cuaderno de pruebas
9.7.2. Pago de la conciliación por parte de la entidad pública
Revisado el expediente, el Despacho advierte que el FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA NACIONAL acreditó el pago de la condena judicial impuesta a través de los siguientes documentos:
· En los folios 29 y 30 vueltos del cuaderno de pruebas obra copia de la Resolución 293 del 09 de Mayo de 2011, por medio de la cual se ordena el cumplimiento de una conciliación laboral aprobada judicialmente, que en su parte resolutiva señaló textualmente: “ARTÍCULO PRIMERO. Ordenar el cumplimiento de la conciliación lograda por las partes y aprobada por el Juzgado Quinto (5º) Laboral del Circuito de Bogotá mediante auto de fecha veintiséis (26) de Abril de dos mil once (2011). ARTÍCULO SEGUNDO. Ordenar a la Subdirección Administrativa y Financiera del Fondo Rotatorio de la Policía adelantar los trámites administrativos para el cumplimiento del auto proferido dentro del proceso laboral No. 2010-0447. ARTÍCULO TERCERO. Ordenar efectuar el pago de la conciliación aprobada judicialmente por la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS MCTE ($35´000.000,00) (…)”  (Negrillas y subrayado del Despacho).
· En el folio 32 del cuaderno de pruebas obra certificación de la Coordinadora del Grupo Tesorería del Fondo Rotatorio de la Policía, en donde se acredita que el día 23 de Mayo de 2011, se efectuó el pago de $35´000.000 mediante transferencia electrónica a la cuenta de ahorros del Banco Colmena BCSC número 24025416888 perteneciente a la señora AURA ISABEL MESA SOLER.

· En el folio 31 del cuaderno de pruebas obra el paz y salvo suscrito por la señora AURA ISABEL MESA SOLER.

· En el folio 142 del cuaderno de pruebas obra certificación de la transferencia realizada a la señora AURA ISABEL MESA SOLER por la suma de $35´000.000, transacción realizada el 23 de Mayo de 2011.
Por lo tanto, concluye el Despacho que se cumplió con el requisito de la prueba de la conciliación y del pago para la procedencia de la acción de repetición.
9.7.3. En cuanto a las consideraciones relacionadas con la señora AURA ISABEL MESA SOLER

La señora Aura Isabel Mesa Soler se encontraba vinculada al Fondo Rotatorio de la Policía en el cargo de Supernumerario, el cual se encuentra definido en el artículo 83 del Decreto 1042 de 1978, el cual señala:
“Para suplir las vacancias temporales de los empleados públicos en caso de licencias o vacaciones, podrá vincularse personal supernumerario.

La remuneración de los supernumerarios se fijará de acuerdo con las escalas de remuneración establecidas en el presente Decreto, según las funciones que deban desarrollarse.

La vinculación de supernumerarios se hará mediante resolución administrativa en la cual deberá constar expresamente el término durante el cual se prestarán los servicios y la asignación mensual que vaya a pagarse”. (Subrayado y negrillas del Despacho).
La Corte Constitucional
 se pronunció frente a la naturaleza de la vinculación como supernumerario, en los siguientes términos:

“La vinculación de servidores supernumerarios llamados a prestar servicios temporales en la Administración Pública, no desconoce los derechos de quienes se hallan inscritos en la carrera administrativa. En efecto, en cuanto la vinculación de personal supernumerario se lleva a cabo sólo cuando se presentan vacancias temporales por licencia o vacaciones y cuando existe necesidad de desarrollar actividades de carácter meramente transitorio, resulta evidente que no conlleva el desplazamiento ni la desvinculación del cargo de otros funcionarios de carrera. Las labores que se adelantan por dichos funcionarios supernumerarios son, justamente, aquellas que transitoriamente no pueden ser atendidas por el titular ausente, o aquellas que nadie cumple dentro de la organización por no formar parte del rol ordinario de actividades, por tratarse también de actividades temporales. Resulta claro que la vinculación de empleados supernumerarios para llevar a cabo actividades meramente temporales, constituye un modo excepcional de vinculación laboral con la Administración Pública”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
El máximo tribunal de lo contencioso administrativo, se refirió en sentencia del 15 de Abril de 2010
 a la naturaleza de la vinculación de los supernumerarios, al afirmar:

“El artículo 83 del Decreto 1042 de 1978 estableció la figura de los supernumerarios.  La vinculación de los supernumerarios solo se lleva a cabo cuando se presentan vacancias temporales por licencia o vacaciones de los empleados titulares, o cuando exista la necesidad de desarrollar actividades netamente transitorias, lo cual no implica la desvinculación ni el desplazamiento de los funcionarios de carrera administrativa. Las actividades que desarrollan los supernumerarios en virtud de este tipo de nombramiento, corresponden a aquellas que temporal o transitoriamente no pueden ser atendidas por los titulares o por la entidad por no estar establecido en su desarrollo normal y cotidiano. A diferencia de la vinculación mediante contratos de prestación de servicios, esta vinculación debe hacerse mediante Resolución en la cual debe estipularse la duración del contrato y así mismo justificarse que tipo de necesidad se va a cubrir, bien sea un reemplazo por vacaciones, licencia o para desarrollar actividades de carácter transitorio, y la remuneración se establece de acuerdo a las escalas contenidas en la ley. Igualmente el personal supernumerario tiene un grado de subordinación, lo cual lo diferencia de quien presta sus servicios mediante una relación contractual, por lo que se deriva en una verdadera y reconocida relación laboral. Sin embargo el artículo 83 del Decreto 1042 de 1978 estableció en un principio en el inciso 5 que “Cuando la vinculación del personal supernumerario no exceda el término de tres meses, no habrá lugar al reconocimiento de prestaciones sociales.”. La Corte Constitucional declaró inexequible el inciso tercero y el 5 del artículo 83 citado, mediante sentencia C-401 de 19 de agosto de 1998, con ponencia del Doctor Vladimiro Naranjo Mesa. El nuevo orden constitucional eleva a la categoría de derecho fundamental el trabajo y no solo el derecho sino su plena efectividad, lo cual permite que los empleados que desarrollan su actividad mediante una vinculación temporal como supernumerarios, puedan acceder a los mismos privilegios de quienes se vinculan permanentemente al servicio del Estado”. (negrillas y subrayado del Despacho).
En el asunto sub examine a folio 91 del cuaderno de pruebas obra derecho de petición radicado el 06 de Noviembre de 2007 por parte de la señora Aura Isabel Mesa Soler ante el Fondo Rotatorio de la Policía Nacional, es decir, casi 3 años después de terminada su vinculación a la entidad (31 de Diciembre de 2004), en la que solicita entre otras cosas su reintegro al cargo que ostentaba, la liquidación y pago de todos los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir, la indexación de las sumas, la indemnización por su desvinculación y su respectiva indexación, sin embargo, considera éste juzgado que la solicitud no fue presentada inmediatamente dentro de un término prudencial siguiente al vencimiento del plazo de su nombramiento ante el Fondo Rotatorio de la Policía, sin perjuicio que se le diera respuesta al derecho de petición.
La entidad accionada dio respuesta a la petición el 28 de Noviembre de 2007 (folios 92 vuelto del cuaderno de pruebas), en donde se le puso de presente a la señora Mesa Soler que la vinculación laboral estaba sujeta a un término, es así como su contrato finiquitaba el día 31 de Diciembre de 2004, de conformidad con lo señalado en la Resolución 1760 de 2004. De otra parte, en relación con el estado de embarazo de la misma, se le señaló que la entidad no estaba obligada a conocer o presumir por sí sola el estado de embarazo de la trabajadora sino que ésta debía ponerle en conocimiento al patrono su estado de gravidez de manera idónea, y una vez demostrado  su estado de embarazo, si la trabajadora es despedida durante ese período se presume legalmente, que fue desvinculada atendiendo tal circunstancia, sin embargo, ante el ocultamiento de este aspecto de vital importancia, el empleador no tenía la obligación de mantener vinculada a la supernumeraria, y por lo tanto, se limitó a dar culminación al contrato; lo anterior da a entender que la culminación no implicaba despido ni terminación unilateral sin justa causa del vínculo laboral por definición legal, sino terminación por vencimiento del plazo del nombramiento.
Para el Despacho teniendo en cuenta que la señora Mesa Soler al ostentar el cargo de supernumeraria se encontraba ubicada por fuera de la planta de personal y por lo tanto, tenía la calidad de auxiliar de la administración, siendo su vinculación temporal y por lo mismo precaria, sin embargo, tenía derecho al reconocimiento y pago de las prestaciones sociales irrogadas durante su vinculación.
Pertinente es resaltar el contenido del artículo 269 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 2o. de la Ley 1468 de 2011, el cual apalabra:


“PROHIBICIÓN DE DESPEDIR. 

1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia.

2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando ha tenido lugar dentro del periodo del embarazo dentro de los tres meses posteriores al parto y sin autorización de las autoridades de que trata el artículo siguiente.

3. Las trabajadoras de que trata el numeral uno (1) de este artículo que sean despedidas sin autorización de las autoridades competentes, tienen derecho al pago de una indemnización equivalente a los salarios de sesenta días (60) días, fuera de las indemnizaciones y prestaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo.

4. En el caso de la mujer trabajadora además, tendrá derecho al pago de las catorce (14) semanas de descanso remunerado a que hace referencia la presente ley, si no ha disfrutado de su licencia por maternidad; en caso de parto múltiple tendrá el derecho al pago de dos (2) semanas adicionales y, en caso de que el hijo sea prematuro, al pago de la diferencia de tiempo entre la fecha del alumbramiento y el nacimiento a término”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
Sin perjuicio de lo anterior, se debe indicar nuevamente que al momento de terminación del vínculo laboral sostenido con el Fondo Rotatorio de la Policía, la Dirección de la entidad desconocía el estado de embarazo de la mencionada señora, pues la señora AURA ISABEL MESA SOLER, no adelantó ninguna gestión pertinente para informar a los directivos de la entidad hoy demandada, ni al Jefe de la fábrica de confecciones, ni a la Jefe de la Oficina de Talento Humano sobre su estado de gestación, por lo tanto, y de conformidad con lo señalado en la respuesta dada al derecho de petición radicado por la interesada, la terminación del vínculo laboral se dio por vencimiento del término de duración del nombramiento como supernumeraria señalado en la Resolución 1760 de 2004.

Sobre el particular, la sentencia T-420 de 2010 señaló:

“Es importante mencionar que la protección al derecho a la estabilidad reforzada de la mujer embarazada no opera de forma automática. Esta Corte ha señalado que existen algunos requisitos que se deben cumplir en el caso concreto para determinar que el despido de una mujer durante el periodo amparado por el fuero de maternidad tiene relación directa con su embarazo, caso en el cual se aplica la presunción legal de despido en razón del estado de gravidez, y por tanto, ante la ineficacia del despido puede proceder el reintegro. Estos requisitos son: a) que el despido se ocasione durante el período amparado por el "fuero de maternidad", esto es, que se produce en la época del embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto;  b) que a la fecha del despido el empleador conocía o debía conocer la existencia del estado de gravidez, pues la trabajadora notificó su estado oportunamente y en las condiciones que establece la ley; c) que el despido sea una consecuencia del embarazo, por ende que el despido no está directamente relacionado con una causal objetiva y relevante que lo justifique; d) que no medie autorización expresa del inspector del trabajo si se trata de trabajadora oficial o privada, o resolución motivada del jefe del respectivo organismo si se trata de empleada pública; y e) Que el despido amenace el mínimo vital de la actora o del niño que está por nacer”. (Negrillas y subrayado del Despacho). 
En el presente asunto no obra en el plenario prueba alguna que soporte el hecho de que la supernumeraria haya informado de su estado de embarazo, más cuando la fábrica de textiles tiene su domicilio en otra sede diferente a la de la Dirección General del Fondo Rotatorio de la Policía, lo anterior, de conformidad con lo manifestado en declaración rendida por JOSÉ ALBERTO BERMÚDEZ, quien fungía como Jefe de la Fábrica de Confecciones donde prestaba sus servicios AURA ISABEL MESA SOLER, en el mismo testimonio se informó que a pesar de ser el Jefe inmediato de la señora Mesa Soler, tampoco fue informado del embarazo, lo que nos fuerza a determinar que los altos Directivos de la entidad tenían mayor dificultad para detectar la situación de gravidez de la mencionada señora, en consecuencia, para el Despacho la terminación de la relación laboral se llevó a cabo en principio por el vencimiento del plazo pactado.
No obstante lo anterior, la Corte Constitucional
 ha dado pautas y parámetros para propender por la protección de los derechos laborales de las mujeres gestantes, y en particular sobre el derecho a la renovación del contrato o nombramiento, al aseverar:

“La protección a la mujer durante el embarazo y la lactancia tiene múltiples fundamentos en nuestro ordenamiento constitucional. En primer lugar, el artículo 43 contiene un deber específico estatal en este sentido cuando señala que la mujer “durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada”. Este enunciado constitucional implica a su vez dos obligaciones: la especial protección estatal de la mujer embarazada y lactante, sin distinción, y un deber prestacional también a cargo del Estado: otorgar un subsidio cuando esté desempleada o desamparada. En el mismo sentido, el Estado colombiano se ha obligado internacionalmente a garantizar los derechos de las mujeres durante el periodo de gestación y lactancia. Existe una obligación general y objetiva de protección a la mujer embarazada y lactante a cargo del Estado. Es decir, se trata de una protección no sólo de aquellas mujeres que se encuentran en el marco de una relación laboral sino, en general, de todas las mujeres. El segundo fundamento constitucional es la protección de la mujer embarazada o lactante de la discriminación en el ámbito del trabajo, habitualmente conocida como fuero de maternidad. El fin de la protección en este caso es impedir la discriminación constituida por el despido, la terminación o la no renovación del contrato por causa o con ocasión del embarazo o la lactancia. Un tercer fundamento de la protección especial de la mujer en estado de gravidez deriva de los preceptos constitucionales que califican a la vida como un valor fundante del ordenamiento constitucional, especialmente el Preámbulo y los artículos 11 y 44 de la Carta Política. La vida, como se ha señalado en reiterada jurisprudencia de esta Corporación, es un bien jurídico de máxima relevancia. Por ello la mujer en estado de embarazo es también protegida en forma preferencial por el ordenamiento como gestadora de la vida que es. Ahora bien, la protección reforzada de la mujer embarazada, estaría incompleta si no abarcara también la protección de la maternidad, es decir, la protección a la mujer que ya ha culminado el período de gestación y ha dado a luz. En esa medida, dicho mandato guarda estrecha relación con los contenidos normativos constitucionales que hacen referencia a la protección de los niños y de la familia. En efecto, de esa manera se pretende que la mujer pueda brindar la necesaria atención a sus hijos, sin que por ello sea objeto de discriminaciones en otros campos de la vida social, como el trabajo, buscando entre otros, “garantizar el buen cuidado y la alimentación de los recién nacidos”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
En cuanto al conocimiento o la forma como el empleador se puede enterar del estado de embarazo de una de sus trabajadoras  en la misma sentencia antes citada estableció: “El conocimiento del empleador del embarazo de la trabajadora, no exige mayores formalidades. Este puede darse por medio de la notificación directa, método que resulta más fácil de probar, pero también, porque se configure un hecho notorio o por la noticia de un tercero, por ejemplo. En este orden de ideas, la notificación directa “es sólo una de las formas por las cuales el empleador puede llegar al conocimiento de la situación del embarazo de sus trabajadoras, pero no la única”. Siguiendo lo anterior, la Corte ha entendido que algunas de las circunstancias en las cuales se entiende que el empleador tenía conocimiento del estado de embarazo de una trabajadora, aun cuando no se le hubiese notificado directamente”.
De conformidad con lo señalado en el escrito de demanda presentada ante el Juzgado 5º Laboral de Bogotá la señora AURA ISABEL MESA SOLER para el 31 de Diciembre de 2004, se encontraba transcurriendo su sexto mes de embarazo, hecho que se encuentra probado con el registro civil de nacimiento del menor JOHAN DAVID PÁEZ MESA, obrante en el folio 93 del cuaderno de pruebas, en donde se constata que el nacimiento del menor ocurrió el día 19 de Marzo de 2005.
Por el hecho notorio dado el estado de gravidez de más de 6 meses de la señora Mesa Soler y la omisión de sus jefes inmediatos en la fábrica de confecciones de remitir la información a la Dirección General del Fondo Rotatorio de la Policía, a pesar de que el período de gestación se encontraba ingresando en su fase final, y por lo tanto, las características físicas de la mujer embarazada eran de fácil detección y determinación, constituye el desconocimiento del estado particular de la supernumeraria por parte de los altos directivos de la entidad, hecho indicado en la reunión del Comité de Conciliación de la entidad en el momento de decidir sobre la conciliación de litigio ordinario laboral. 
Por otra parte, en el acervo probatorio arrimado al proceso ordinario laboral, se encuentra la historia clínica de la señora Mesa Soler (folios 97 a 111 vueltos del cuaderno de pruebas), en donde se encuentran registradas las citas médicas
 y controles a los cuales se sometió, y en las mismas documentales se describe la evolución del embarazo, aspectos que se debieron tener en cuenta al momento de conceder los permisos médicos y acceder a las incapacidades otorgadas; de lo contrario los directivos del ente descentralizado hubieran tenido pleno conocimiento de la situación particular que rodeaba la salud de la supernumeraria, y que por lo tanto, ante tal desconocimiento se vulneró el derecho laboral de la trabajadora que gozaba del fuero de maternidad.
9.7.4. Conducta determinante que generó la conciliación en el caso concreto y calidad de los agentes.
En el texto del artículo 2  de la Ley 678 de 2001 se alude en forma expresa a la exigencia de que la conducta desplegada por el agente estatal y generadora del daño antijurídico indemnizado por el Estado haya sido “dolosa o gravemente culposa”. De igual modo, en el inciso segundo del artículo 31 de la Ley 446 de 1998 se exige que la correspondiente actuación administrativa generadora del daño se haya originado en “culpa grave o dolo” del servidor o ex servidor público.
Significa lo anterior que, para el ejercicio de la acción de repetición con fundamento en una conciliación, se requiere que en éste proceso se establezca en forma clara y precisa la concurrencia del dolo o de la culpa grave imputable al agente ya que, en ausencia de tal presupuesto, la acción de repetición no está llamada a prosperar. Y el establecimiento del elemento subjetivo de la conducta de agente estatal no puede hacerse sino a través de procedimientos que se adelanten con sujeción al debido proceso.
La Ley 678 de 2001, señala cuando se hace referencia a dolo y culpa, al respecto indica: 

“(…) ARTÍCULO  5º. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.

Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:

1. Obrar con desviación de poder.

2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.

3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.

4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado.

5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial.

ARTÍCULO  6º. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.

Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:

1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho.

2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable.

3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error ​inexcusable.

4. Violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal”.
El Código Civil en su artículo 63 se refiere al dolo y la culpa en los siguientes términos:

“La ley distingue tres especies de culpa o descuido.

Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo.
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 
Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano.

El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa.

Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.

El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro”.

Así las cosas, resulta procedente analizar el material probatorio obrante en el expediente:
En el folio 91 vuelto del cuaderno principal obra la reclamación de carácter laboral (derecho de petición), presentada por la señora AURA ISABEL MESA SOLER el 06 de Noviembre de 2007, en la que se solicitó:
“1. Que se ordene mi reintegro a la entidad, en igual o similar cargo al que estaba desempeñando, por haber sido despedida en estado de embarazo, sin que mediara causa justa o trámite legal.

2. Que como consecuencia de esta decisión, se ordene la liquidación y pago de todos los salario, subsidios, auxilios, vagaciones y todas las demás prestaciones sociales a que tengo derecho, desde la fecha en fui retirada, es decir, el 30 de Diciembre de 2004, hasta la fecha del reintegro.

3. Que las sumas reclamadas se liquiden y paguen debidamente indexadas.

4. Que se ordene el reconocimiento y pago de las indemnizaciones a que tengo derecho, por haber sido despedida sin justa causa, estando en estado de embarazo, hasta cuando legalmente podía darse por terminado el contrato de trabajo.

5. Que las correspondientes indemnizaciones se pague debidamente indexadas”.

La entidad a través del escrito emitido el 28 de Noviembre de 2007 (folio 92 vuelto del cuaderno de pruebas), suscrito por LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, quien para la época de los hechos ostentaba la calidad de Director del Fondo Rotatorio de la Policía, dio respuesta al derecho de petición en los siguientes términos:

“(…) le manifiesto que su vinculación a la Entidad, se realizó en calidad de supernumerario mediante Resolución No. 0299 del 19 de Abril de 2004, desde el 19 de Abril hasta el 18 de Diciembre de 2004 y posteriormente desde el 19 hasta el 31 de Diciembre de 2004, para el desarrollo de actividades transitorias en la División de Producción, con una remuneración mensual de $358.000,oo.
Lo anterior en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 83 del Decreto 1042 de 1978, que al tenor establece:

(…)

En ese sentido, Es pertinente precisar que su vinculación laboral con la entidad fue de carácter temporal, la cual culmina por el vencimiento del término de duración señalado en el acto administrativo por el cual se produce su vinculación. De esta manera, su vinculación con la entidad terminó el 31 de Diciembre de 2004, según lo dispuesto en Resolución 1760 de 14 de Diciembre de 2004.

Ahora, con relación a su estado de embarazo se hace necesario traer a colación lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia – Sala de casación Laboral en sentencia de fecha Noviembre de 19 de 1986 así:

(…)

En este orden de ideas, una vez revisados los archivos de la Entidad según correo electrónico de fecha 08 de Noviembre de 2007 suscrito por la Coordinadora del Grupo Fábrica de Confecciones, Mayor Ingeniera Industrial Ángela Janeth Vera Vásquez, no existe información en soporte físico de la señor Aura Isabel Mesa Soler durante el año 2004.

Así las cosas, durante el tiempo de vinculación con el Fondo Rotatorio de la Policía, se cumplió con las garantías y beneficios señalados por la ley para el personal supernumerario, entre otros, el pago de las prestaciones sociales y afiliación a E.P.S. (Famisanar) desde el 19 de Abril de 2004, según soporte físico obrante en el archivo de la entidad”.
Para la proyección e inscripción de la rúbrica en la anterior respuesta al derecho de petición se incurrió en un error por falta de cuidado y desconocimiento de la norma vigente y de los preceptos jurisprudenciales, es decir, se omitió en la emisión del acto administrativo la revisión exhaustiva de las disposiciones que protegen los derechos laborales de las mujeres que presenten estado de embarazo durante su vinculación a la entidad. Al respecto en el cuaderno de pruebas (folios 158 a 164 vueltos), obra el acta de Comité de Conciliación del Fondo Rotatorio de la Policía del 20 de Febrero de 2012 que se pronunció frente al caso en particular de la demanda ordinaria laboral presentada por la señora Mesa Soler, y en el acápite de hechos se señala en los numerales 22 y 23:
“(…) 22. El Fondo Rotatorio de la Policía ya había tenido experiencias como la anteriormente planteada, por cuanto mediante vía de tutela la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor el Juez 5º Penal del Circuito ordenó mediante fallo de fecha 22 de Marzo de 2006:

· Reintegrar a la accionante a un cargo igual o superior.

· Cancelar la indemnización por despido ilegal equivalente a 60 días de salario.

· Cancelar los salarios correspondientes a 4 semanas de descanso remunerado.

· Cancelar los salarios y prestaciones sociales dejadas de pagar y que el correspondieran hasta el momento del reintegro, así como lo correspondiente a los descuentos por salud que  debiera ser pagado a favor de la EPS designada.

23. La situación presentada con la señora Aura Isabel Mesa Soler se pudo sortear de mejor forma en el mes de noviembre de 2007, es decir 3 años después, si los funcionarios que conocieron de la reclamación, hubieran estudiado con más detenimiento el derecho de petición formulado por la demandante en esa época, y se hubiera podido evitar una demanda judicial, como la que nos ocupó en el año 2011, (seis años más tarde) y se hubiera cancelado  un menor valor, ya que se tenía conocimiento del caso de la señora Dayssy Amanda Martínez Corredor y de las consecuencias que tuvo que asumir la entidad y que hubieran conllevado para el mes de Noviembre de 2007 un reconocimiento mucho menor al que nos ocupó en ese momento año 2006 y que ascendió a la suma de $35´000.000”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
El Consejo de Estado, ha señalado cuando se considera que hubo dolo o culpa grave, al indicar:
(…) Frente a estos conceptos, el Consejo de Estado ha señalado que para determinar la existencia de la culpa grave o del dolo el juez no se debe limitar a las definiciones contenidas en el Código Civil, sino que debe tener en cuenta las características particulares del caso que deben armonizarse con lo previsto en los artículos 6º y 91 de la Constitución Política sobre la responsabilidad de los servidores públicos, como también la asignación de funciones contempladas en los reglamentos o manuales respectivos. Así mismo, es necesario tener en cuenta otros conceptos como los de buena y mala fe que están contenidos en la Constitución Política y en la ley, a propósito de algunas instituciones como por ejemplo contratos, bienes y familia. En consideración a lo anterior, la Sala ha explicado que para determinar la responsabilidad personal de los agentes, ex agentes estatales o particulares investidos de funciones públicas, el análisis de sus actuaciones dolosas o gravemente culposas comporta, necesariamente, el estudio de las funciones a su cargo y si respecto de ellas se presentó un incumplimiento grave. Igualmente, se requiere establecer si dicho incumplimiento se debió a una actuación consciente y voluntaria del agente, es decir con conocimiento de la irregularidad de su comportamiento y con la intención de producir las consecuencias nocivas –actuación dolosa–, o si al actuar pudo prever la irregularidad en la cual incurriría y el daño que podría ocasionar y aún así lo hizo o confió imprudentemente en poder evitarlo –actuación gravemente culposa–. Es claro entonces que se trata de establecer una responsabilidad subjetiva cualificada, en la cual juega un papel decisivo el análisis de la conducta del agente; por ello, no cualquier equivocación, no cualquier error de juicio, no cualquier actuación que desconozca el ordenamiento jurídico permitirá deducir la responsabilidad del agente, ex agente estatal o particular en ejercicio de funciones públicas y, por ello, resulta necesario comprobar la gravedad de la falla en su conducta.

Lo anterior permite concluir, que es clara la determinación de una responsabilidad subjetiva, en la que juega un papel decisivo el análisis de la conducta del agente; por ello, no cualquier equivocación, no cualquier error de juicio, no cualquier actuación que desconozca el ordenamiento jurídico, permite deducir su responsabilidad y resulta necesario comprobar la gravedad de la falla en su conducta. Dado lo anterior, no puede ser irrelevante el hecho de que la norma constitucional (art. 90) haya estipulado expresamente que el deber de las entidades estatales de repetir contra sus funcionarios o ex funcionarios, sólo surge en la medida en que el daño a cuya reparación patrimonial haya sido condenada la administración, pueda imputarse a la conducta dolosa o gravemente culposa del agente o ex servidor, lo cual, por otra parte, se explica por la necesidad de ofrecer unas mínimas garantías a éstos, en el sentido de que no cualquier error en el que puedan incurrir de buena fe, podrá servir para imputarles responsabilidad patrimonial ante la respectiva entidad estatal, lo cual podría conducir a un ejercicio temeroso, ineficiente e ineficaz de la función pública. 

Frente a las funciones desempeñadas por el señor LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, quien ostentaba el cargo de Director General del Fondo Rotatorio de la Policía, a folios 59 y 60 del cuaderno de pruebas, obra el manual de funciones y requisitos que señala:
“1. Fijar las políticas y adoptar los planes generales relacionados con la institución o el sector al que pertenece y velar por el cumplimiento de los términos y condiciones establecidas para su ejecución.

2. Dirigir, controlar y velar por el cumplimiento de los objetivos de la Institución en coordinación con los planes de desarrollo y las políticas trazadas.
3. Organizar el funcionamiento de la Entidad, proponer ajustes a la organización interna y demás disposiciones que regulan los procedimientos y trámites administrativos internos.

4. Nombrar, remover y administrar el talento humano de acuerdo con las disposiciones legales vigentes.
5. Representar al país por delegación del gobierno en reuniones nacionales e internacionales, relacionadas con asuntos de competencia de la Entidad o del sector.

6. Adelantar las gestiones necesarias para asegurar el oportuno cumplimiento de los planes, programas y proyectos y adoptar sistemas o canales de información para la ejecución y seguimiento de los planes del sector.

7. Asistir a las reuniones de los consejos, juntas, comités y demás cuerpos en los que tenga asiento la Entidad  o efectuar las delegaciones pertinentes.

8. Establecer, mantener y perfeccionar el sistema de control interno, el cual debe ser adecuado a la naturaleza, estructura y misión de la organización.

9. Dirigir, coordinar, supervisar y dictar normas para el eficiente desarrollo de las actividades de la Entidad en cumplimiento de las políticas adoptadas por el Consejo Directivo.

10. Suministrar los informes que sean requeridos por entes externos.

11. Presentar al Consejo Directivo para aprobación los acuerdos que se requieran para el normal funcionamiento de la Entidad en cumplimiento a las normas legales vigentes.

12. Preparar y presentar para aprobación del Consejo Directivo los estatutos y reglamentos internos de la Entidad y sus modificaciones.

13. Celebrar todos los actos administrativos, operaciones y contratos comprendidos en el objeto del Fondo Rotatorio de la Policía, de conformidad con lo establecido en la ley 80 de 1993 y demás normas que lo reglamentes, adiciones, modifiquen o deroguen.

14. Construir mandatarios que representen a la Entidad en negocios judiciales y extrajudiciales conforma a la ley.

15. Representar legalmente a la Entidad como persona jurídica en todos los actos y contratos que en ella tenga que intervenir.

16. Promover el recaudo de los ingresos, velar por la correcta aplicación de los fondos y el debido mantenimiento de los bienes del Fondo Rotatorio de la Policía y en general dirigir las operaciones propias dentro de las prescripciones de la ley y demás normas vigentes.

17. Responder por la administración del talento humano, recursos físicos y financieros del instituto.

18. Formular y desarrollar la política del bienestar social y cultural del Fondo Rotatorio de la Policía.
19. Adoptar el manual de funciones y requisitos de los empleos del Fondo Rotatorio de la Policía y cualquier modificación que haya sobre éste.

20. Mantener el sistema de Gestión de Calidad de la Entidad.

21. Las demás funciones asignadas por la autoridad competente de acuerdo con el nivel, la naturaleza y el área de desempeño del cargo”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
En cuanto a las funciones desempeñadas por LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO, quien ocupaba el cargo de Jefe de la Oficina Jurídica del Fondo Rotatorio de la Policía a folios 62 y 63 del cuaderno de pruebas obra su manual de funciones, el cual indica:

“1. Asesorar y aconsejar a la alta dirección de la Rama Ejecutiva del Orden nacional en la formulación, la coordinación y la ejecución de las políticas y planes generales de la entidad.

2. Absolver consultas, prestar asistencia técnica, emitir conceptos y aportar elementos de juicio para la toma de decisiones relacionadas con la adopción, la ejecución y el control de los programas propios del organismo.

3. Proponer y realizar estudios e investigaciones relacionados con la misión institucional y las propósitos y objetivos de la entidad que sean confiados para la administración.

4. Asistir y participar en representación del organismo en reuniones, consejos, juntas o comités de carácter oficial cuando sea convocado o delegado.

5. Generar en forma continua la mejora en los procesos a través de las herramientas establecidas en la Entidad.

6. Coordinar, controlar y asesorar las actividades de los equipos de trabajo que estén bajo su cargo.

7. Preparar y presentar los informes sobre las actividades desarrolladas con la oportunidad y periodicidad requeridas.

8. Dirigir, coordinar y participar en las investigaciones y en los estudios confiados por la administración.

9. Realizar las actividades de acuerdo a procedimientos e instructivos aprobados para la dependencia, utilizando los formatos den estos establecidos que permitan racionalizar y hacer eficiente la gestión administrativa de la dependencia.

10. Asesorar a la Dirección General y demás dependencias en el trámite y solución de los asuntos legales y jurídicos de la Entidad, relacionados con contratos interadministrativos, convenios y acuerdos que suscriba la Entidad.

11. Ejercer control sobre los procesos delegados en los abogados que representan en los procesos judiciales y extrajudiciales que por mandato del director General hayan sido delegados en abogados de la dependencia.

12. Asesorar los procesos de contratación administrativa de la Entidad.

13. Asesorar la elaboración de los pliegos de condiciones y términos de referencia para las licitaciones, contratación directa y concurso de méritos.

14. Revisar la respuesta a derechos de petición y consultas relacionados con aspectos jurídicos.
15. Mantener actualizados, realizar y publicar en el sistema los listados maestros de normas internas, externas y mantenerlas físicas o virtual.

16. Preparar y recomendar a la Dirección General anteproyectos de Ley y decretos referentes a la misión de la Entidad para su trámite ante los órganos competentes.

17. Suministrar al Ministerio Público en los juicios en que sea parte la Entidad la información y documentos necesarios para la defensa de los intereses del estado y de la entidad informando al Ministerio de Defensa Nacional sobre el estado de los mismos.

18. Elaborar o revisar los proyectos de acuerdo y resoluciones así como también las minutas de contratos y demás actos administrativos relacionados con la entidad.

19. Asesorar a través de los diferentes comités de los que haga parte”. 
Las funciones de la contratista YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ, de conformidad con la orden de servicio No. 049-2007 obrante en los folios 38 y 39 vueltos del cuaderno de pruebas, corresponden a:

“CLÁUSULA TERCERA. OBLIGACIONES DE LA CONTRATISTA. La contratista se obliga con el FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA a ejecutar las siguientes actividades 1) Análisis y revisión de los contratos interadministrativos y con terceros. 2) Revisión de los conceptos jurídicos. 3) Análisis y revisión de los actos emitidos dentro del proceso precontractual, contractual y postcontractual. 4) Proyectar la segunda instancia en los procesos disciplinarios, administrativos y prestacional que se adelanten contra funcionarios de la Entidad o de la Policía Nacional. 5) Proyectar acciones de tutela, derechos de petición y recursos en vía gubernativa, impetrados contra los actos administrativos elaborados por los diferentes niveles de la Entidad. 6) Análisis y revisión de los actos administrativos emitidos por la entidad, tales como resoluciones, oficios internos y externos. 7) Adelantar el control de normas internas y externas. 8) Realizar las actividades asignadas como miembro de comités evaluadores para los que se le designe. 9) Los demás solicitados por la Jefatura de la Oficina Jurídica y de competencia con su profesión”.
Si bien es cierto que dentro de las obligaciones de la contratista se encuentran las señaladas en cláusula tercera del contrato, también vale la pena señalar que en la cláusula séptima del mismo contrato se establece la SUPERVISIÓN TÉCNICA Y ADMINISTRATIVA DEL CONTRATO, la cual se encuentra a cargo de la JEFE DE OFICINA JURÍDICA, y entre otras ésta servidora tenía las siguientes funciones:
1. Conocer el texto del contrato y comprender el alcance de las obligaciones que del mismo se derivan para el contratista y para la entidad.

2. Verificar directamente que el contratista cumpla las condiciones de ejecución del contrato según los términos convenidos en el mismo.

3. Verificar que los servicios cumplan con las características exigidas en el contrato, rechazando aquellos que a su criterio no cumplan, manifestando al contratista en términos inequívocos, claros y precisos, las condiciones incumplidas que motivan el rechazo.

4. Rendir informes periódicos a la Dirección General del FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA, sobre el avance y ejecución según los plazos fijados en el texto del contrato, o cuando lo considere necesario.

5. Certificar mediante Acta, el cumplimiento del objeto del contrato dentro de los plazos y términos establecidos, remitiendo copia de la misma al Grupo Contratos del Fondo Rotatorio.

6. En general vigilar y controlar que el contratista cumpla con sus obligaciones para el normal desarrollo y ejecución del contrato. 

Por lo anterior, el Despacho entiende que las funciones desplegadas por la contratista estaban bajo la supervisión, vigilancia y control de la Jefe de la Oficina Jurídica, y por lo tanto, se considera que la abogada YUDY ANGÉLICA ROMERO, no tiene responsabilidad alguna en la expedición de la respuesta al derecho de petición interpuesto por la señora Aura Isabel Mesa Soler y menos respecto a la proyección de un acto administrativo de prórroga de la vinculación de la señora Mesa Soler como Supernumeraria en virtud de su estado de embarazo, por cuanto esa orden nunca le fue impartida.
Tampoco encuentra el Despacho prueba alguna dentro del expediente que confirme que la mencionada contratista proyectó el acto administrativo con el que se dio respuesta al derecho de petición, a diferencia del Director General de la entidad y la Jefe de la Oficina Jurídica, pues dentro de sus funciones respectivas se señala expresamente las relacionadas con la administración del talento humano y la de proyección y revisión de las respuestas a derecho de petición radicados ante el Fondo Rotatorio de la Policía respectivamente.

En cuanto al dolo y la culpa grave, se advierte que no sólo es estarse inmerso en algunas de sus causales, sino que se debe se demostrar su imputabilidad a los servidores o ex servidores de la administración, es decir, que pueda ser endilgada a los mismos.
Para el Despacho, la administración del Talento Humano del Fondo Rotatorio de la Policía ésta en cabeza de la Dirección General, sin embargo, éste aspecto se entrará a analizar en las consideraciones que se harán para resolver la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por los tres demandados.
9.8. DECISIÓN DE EXCEPCIONES

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN CAUSA POR PASIVA PROPUESTA POR LOS DEMANDADOS
La excepción propuesta por los demandantes se encuentra expuesta en los folios 113 del cuaderno principal (LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO), folio 140 del cuaderno principal (LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO), y folios 169 y 170 del cuaderno principal (YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ), respectivamente. 
Frente a la legitimación en la causa se debe indicar el contenido de la sentencia del Consejo de Estado
 del 24 de Octubre de 2014, en la cual se señaló:

“Asimismo, se advierte la utilidad de señalar las diferencias entre la legitmatio ad processum y la legitimatio ad causam. La legitimación en la causa está directamente relacionada con el objeto de la litis, es decir, se trata de un elemento sustancial relacionado directamente con la pretensión, en ese sentido, no constituye un presupuesto procesal, como sí lo es la legitimación para el proceso, por el contrario, la legitimación en la causa ha sido entendida como un presupuesto para la sentencia de mérito o de fondo, en otras palabras, es un requisito para que exista un pronunciamiento de fondo sobre la relación jurídico- sustancial juzgada. En ese orden de ideas, la ausencia de legitimación en la causa no genera la nulidad del proceso, lo que enerva es la posibilidad de obtener una decisión sobre el fondo del asunto”. (Negrillas y subrayado del Despacho).
Vale la pena resaltar que mediante Resolución 1760 de 14 de Diciembre de 2004, se decidió prorrogar hasta el 31 de diciembre de 2004 la vinculación como supernumeraria de la señora AURA ISABEL MESA SOLER, según se lee en su parte resolutiva:
“ARTÍCULO 1º. Prorrogar la vinculación del personal que se relaciona a continuación como supernumerario a partir del 19 de diciembre de 2004 hasta el 31 de diciembre de 2004; para desarrollar actividades transitorias en la División de Producción, con una remuneración mensual de $371.653.

ARTÍCULO 2º. Que de conformidad con lo establecido en el Decreto 3771 de 2003, pagar mensualmente el auxilio de transporte por valor de $41.600, al personal vinculado mediante la presente resolución.

ARTÍCULO 3º. Que de conformidad con lo establecido Decreto 3535 de 2003, en el artículo 10º pagar mensualmente el subsidio de alimentación por valor de $28.805, al personal vinculado mediante la presente resolución. (…)”  (Negrillas y subrayado del Despacho).
La Dirección General del Fondo Rotatorio de la Policía, no prorrogó la vinculación de la señora Mesa Soler, a pesar de existir la presunción de su estado de gravidez y gozar de especial protección, tal como lo indica la jurisprudencia de la Corte constitucional
 que plantea: “que el estado de embarazo no puede ser, en ninguna circunstancia, motivo para proceder a la ruptura del vínculo de las servidoras del Estado. 
Ya la jurisprudencia de esta Corporación había señalado enfáticamente que la mujer embarazada gozaba de una relativa estabilidad laboral, y que esta protección se extendía a aquellas mujeres vinculadas a la administración pública. Si la mujer embarazada está vinculada temporalmente con la Administración, el vencimiento del término convenido pondrá fin a la relación laboral. Pero, si el vínculo no es en realidad un vínculo temporal sino permanente, aun si éste está disfrazado de una aparente temporalidad, en virtud de la vinculación sucesiva por períodos transitorios, debe reconocerse a la mujer la estabilidad laboral reforzada derivada de su estado de embarazo, y no será procedente su desvinculación”. (Subrayado del Despacho).
Para el año 2004, LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO no ostentaba el cargo de Director de la entidad, lo que se deduce de la resolución 1760 de 2004, la cual fue suscrita por la Coronel LUZ MARINA BUSTOS CASTAÑEDA (folio 75 vuelto del cuaderno de pruebas), y además de conformidad con la certificación obrante en el folio 34 del cuaderno de pruebas, se evidencia que el señor PACHÓN BUITRAGO laboró en el Fondo Rotatorio de la Policía desde el 03 de Mayo de 2007 hasta el 03 de Abril de 2008, lo que nos conlleva a dilucidar que el funcionario que  no garantizó la estabilidad laboral de la señora Aura Isabel Mesa Soler, fue la Directora General de la entidad, para diciembre de 2004.
Si bien es cierto, en la respuesta al derecho de petición de Aura Isabel Mesa, fechado 6 de noviembre de 2007, por parte de LUIS HUMBERTO PACHON, Director del Fondo Rotatorio de la Policía,  se desconoció el precedente jurisprudencial relativo a la protección reforzada de la maternidad, al negar los derechos de dicha servidora, a sabiendas del antecedente judicial por vía de tutela en relación con otra de sus servidoras (la señora Deissy Amanda Martínez Corredor), la vulneración a los derechos laborales de Aura Isabel Mesa se encontraba consolidado desde el 31 de diciembre de 2004, al no prorrogar su vinculación laboral. 
Entonces, para el Despacho no es cierto lo manifestado en el numeral 29 del acápite de hechos de la demanda (folio 12 del cuaderno principal), al señalar que “la situación se hubiera podido sortear de mejor forma en el año 2007, si los funcionarios hubieran estudiado con mayor detenimiento el derecho de petición formulado por Aura Isabel Mesa”, ya que para esa fecha, como ya se dijo, el daño estaba configurado, es decir, ya le asistía una obligación resarcitoria de los derechos laborales por parte del Fondo Rotatorio de la Policía a la peticionaria Aura Isabel Mesa. 
Si bien es cierto que de haberse observando con exhaustividad el precedente jurisprudencial sobre la protección reforzada de la maternidad y el antecedente de un caso similar, es probable que el monto de la conciliación hubiese sido menor, se recalca que la demandante Aura Isabel Mesa en el proceso ordinario laboral contaba con una gran posibilidad de prosperidad de sus pretensiones, por lo tanto, la entidad no puede irrogar a los aquí accionados la responsabilidad del pago, pues el origen del daño no estuvo relacionado con las acciones desplegadas por ellos sino por quien tenía la representación de la entidad para el 31 de diciembre de 2004, esto es por la Coronel LUZ MARINA BUSTOS CASTAÑEDA, encargada como nominadora de prorrogar el nombramiento de la supernumeraria embarazada.
En cuanto a la responsabilidad de LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO, se observa que la misma fue nombrada para el cargo de Jefe de la Oficina Jurídica a través de la Resolución 0809 del 11 de Agosto de 2004, sin embargo, dentro del manual de funciones allegado durante el trámite procesal no se evidencia alguna causal que implique dolo o culpa grave en su actuar, pues la función de administrar el talento humano de la entidad está en cabeza del Director General de la entidad para el 31 de diciembre de 2004, quien en virtud de su competencia, tenía la obligación de protección del vínculo laboral de la señora AURA ISABEL MESA SOLER, aspecto que a la postre generó la conciliación, y no como lo manifiesta el apoderado del Fondo Rotatorio de la Policía, al señalar que el detrimento en el patrimonio de la entidad se generó como consecuencia de la respuesta emitida al derecho de petición. El despacho insiste, el daño se origina en el hecho de no haber prorrogado la vinculación laboral de Aura Isabel Mesa y no en la respuesta al derecho de petición formulado por ella en el 2007. 
Por último, frente a YUDI ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ  (contratista de prestación de servicios profesionales), como se dijo en la parte motiva de la presente providencia, fue vinculada al Fondo Rotatorio de la Policía a través del contrato de prestación de servicios No. 049-2007, el cual fue suscrito el día 31 de Agosto de 2007 (folios 38 y 39 vueltos del cuaderno de pruebas), y en consecuencia, para la fecha de configuración del daño -31 de diciembre de 2004-, que originó el pago de la conciliación fundamento de esta acción de repetición, no se encontraba prestando sus servicios como abogada contratista en la respectiva entidad.

Por todo lo anterior, se concluye que sí existió culpa grave en el actuar del Director General del Fondo Rotatorio de la Policía, de conformidad con el numeral primero del artículo 6 de la ley 678 de 2001, pero en las actuaciones desplegadas para el mes de diciembre de 2004 y no con la expedición del acto administrativo que dio repuesta al derecho de petición en el mes de noviembre de 2007, pues la protección de los derechos laborales de la señora Aura Mesa Soler se debió llevar a cabo en el momento en que se finiquitó el término del nombramiento como Supernumeraria, hechos que debieron ser tenidos en cuenta por la Coronel LUZ MARINA BUSTOS CASTAÑEDA y no por los aquí demandados, en consecuencia, se declarará la prosperidad de la excepción denominada falta de legitimación en la causa por pasiva, respecto a cada uno de los demandados, pero por las razones antes expuestas.  
De conformidad con lo señalado en el inciso tercero del artículo 282 del C.G.P., con la declaratoria de la excepción de falta de legitimación por pasiva, se rechazarán las pretensiones de la demanda, absteniéndose de resolver las demás excepciones propuestas en las contestaciones de la demanda.
9.9. COSTAS

El artículo 188 del CPACA señala:

“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”.

El artículo 365 del C.G.P, versa:

“En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. (…)”. (Subrayado del Despacho).
En el presente asunto y en aplicación de las normas prescritas y por tratarse de condena en costas objetiva, a la parte que resulte vencida en el proceso, a quien se resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación, al que se le resuelva desfavorablemente un incidente, la formulación de excepciones previas, solicitud de nulidad o amparo de pobreza, entre otros, en el asunto que nos compete es la parte demandante FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA, por lo que se condena al pago de la suma que resulte de la liquidación que se adelantará por Secretaría, incluyendo la suma de TRES (03) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES por concepto de agencias en derecho, en cuantía de un (1) SMLMV para cada uno de los demandados. 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA
PRIMERO. Declárese la prosperidad de la excepción denominada FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, propuestas por los apoderados de LUIS HUMBERTO PACHÓN BUITRAGO, LUZ MERY HERNÁNDEZ BELLO y YUDY ANGÉLICA ROMERO JIMÉNEZ.
SEGUNDO. Condenar en costas en esta instancia a la parte demandante FONDO ROTATORIO DE LA POLICÍA. Por Secretaría liquídense las costas incluyendo las agencias en derecho fijadas en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO. Por Secretaria liquídense los remanentes. En firme esta providencia archívese el expediente y finalícese el proceso en el sistema siglo XXI.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

OMAR EDGAR BORJA SOTO
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